
CAPITULO I - ARTICULOS 1o., 3o., 11, 15, 
18, 29, 33, 89, 97, 102 Y 105 CONSTITUCIONALES

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, y de Derechos Humanos, con proyecto de decre-
to que modifica la denominación del Capítulo I del Título
Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos

Honorable Asamblea:

Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de
Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 39, y
45 numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como de los artículos 55, 56, 60 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 38, 39, 40 y 41 de las
Normas Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y
Comités de la Cámara de Diputados, someten a la conside-
ración de esta Soberanía, el siguiente 

Dictamen

I. Antecedentes legislativos

1. Diputados de los diversos grupos parlamentarios de la
LX Legislatura presentaron ante la Asamblea de la Cáma-
ra de Diputados, 33 iniciativas con proyecto de decreto que
modifican la denominación del Capítulo I y reforman di-
versos artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de derechos humanos, que
fueron turnadas a las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Derechos Humanos para su estudio, aná-
lisis y dictamen correspondiente.

2. El 23 de abril de 2009, las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales y de Derechos Humanos de la Cáma-
ra de Diputados, después de analizar las distintas iniciati-
vas, aprobaron por unanimidad el dictamen con proyecto
de decreto que modifica la denominación del Capítulo I y
reforma diversos artículos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

3. El 23 de abril de 2009, la Cámara de Diputados aprobó
el dictamen con proyecto de decreto que modifica la deno-
minación del Capítulo I y reforma los artículos 1, 11, 33,
89 y 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, enviándolo al Senado para sus efectos consti-
tucionales.

4. El 28 de abril de 2009, la  Mesa Directiva de la Cámara
de Senadores turnó a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Estudios Legislativos la minuta an-
tes mencionada, para su análisis, estudio y elaboración de
dictamen.

5. El 18 de marzo de 2010, la Mesa Directiva del Senado
de la República acordó ampliar el turno a la Comisión Es-
pecial de Reforma del Estado, a fin de que emitiera la opi-
nión correspondiente.

6. El 7 de abril de 2010, las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y de Estudios Legislativos con opinión de
la Comisión Especial de Reforma del Estado del Senado,
emitieron dictamen favorable con modificaciones a los ar-
tículos 1, 11, 33, 89 y 102; asimismo incorporaron refor-
mas a los artículos 3, 15, 18, 29, 97 y 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

7. El 8 de abril de 2010, la Asamblea del Senado aprobó el
dictamen señalado en el párrafo anterior, enviándolo a la
Cámara de Diputados para los efectos constitucionales.

8. El 13 de abril de 2010, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados turnó la minuta referida a
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos, para su dictamen.

9. El 21 de abril de 2010, la Mesa Directiva de la Comisión
de Derechos Humanos sostuvo una reunión con diversas
agrupaciones promotoras de los derechos humanos para re-
cibir sus opiniones sobre la minuta.

10. El 28 de abril de 2010, las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales y de Derechos Humanos realizaron su
primera reunión para el análisis y discusión de la minuta
referida, misma que fue aprobada en lo general quedando
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pendientes artículos reservados, por lo que se constituye-
ron en sesión permanente.

11. El 8 de junio de 2010, se convocó a una reunión de tra-
bajo de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales
y de Derechos Humanos con la participación de diversos
especialistas quienes expusieron sus opiniones respecto a
las minutas en materia de derechos humanos y amparo.

12. El 7 de septiembre de 2010, se continuó la sesión per-
manente de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Derechos Humanos para el análisis de la minu-
ta referida sin haberse llegado a acuerdo alguno.

13. El 19 de octubre de 2010, en la sesión permanente de
las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos, se acordó la integración de un grupo
plural de legisladores, uno por cada grupo parlamentario
representado en las comisiones y los presidentes de éstas.

En este grupo se acordó buscar un acercamiento con los se-
nadores de las comisiones dictaminadoras para conocer sus
opiniones acerca de las reservas manifestadas por distintos
integrantes de las comisiones unidas.

14. En cumplimiento al acuerdo del grupo plural mencio-
nado en el punto anterior, el 17 de noviembre y el 8 de di-
ciembre de 2010 se reunió con los senadores: Santiago
Creel Miranda, Alejandro Zapata Perogordo, Pedro Joa-
quín Coldwell y Pablo Gómez Álvarez, con la finalidad de
intercambiar opiniones. De esos intercambios resultó el do-
cumento de trabajo que se presentó como base para la dis-
cusión en comisiones unidas durante la sesión permanente
de fecha 13 de diciembre de 2010.

15. En la continuación de la sesión permanente del 13 de
diciembre de 2010, el Presidente de la Comisión de Dere-
chos Humanos señalo que se habían sostenido reuniones
con senadores para aclarar el sentido del artículo 72; los se-
nadores estuvieron de acuerdo en que se puede reenviar la
minuta para efecto de considerar las modificaciones a
aquellos artículos de la minuta que no hubieren sido discu-
tidos por ambas Cámaras.

16. En esta continuación de la sesión permanente por una-
nimidad fue aprobado el dictamen presentado por estas co-
misiones unidas  

II. Contenido de la minuta

El Senado propone modificar la denominación del Capítu-
lo I del Título Primero, así como el primer párrafo del artí-
culo 1; el segundo párrafo del artículo 3; el primer párrafo
del artículo 11; el artículo 15; el segundo párrafo del artí-
culo 18; el primer párrafo del artículo 29; el primer párra-
fo del artículo 33; la fracción X del artículo 89; el segundo
párrafo del artículo 97; el segundo y tercer párrafos del
apartado B del artículo 102, y el inciso g) de la fracción II
del artículo 105; adicionar dos nuevos párrafos segundo y
tercero al artículo 1, recorriéndose los actuales en su orden;
un nuevo párrafo segundo al artículo 11; los párrafos se-
gundo, tercero y cuarto del artículo 29; un nuevo párrafo
segundo al artículo 33, recorriéndose el actual en su orden;
y los nuevos párrafos quinto, octavo, décimo primero y dé-
cimo segundo al artículo 102, apartado B, recorriéndose los
actuales en su orden, todos ellos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

La materia del dictamen del Senado, fue la propuesta de la
Cámara de Diputados que modifica la denominación del
Capítulo I del Título Primero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar “De los Dere-
chos Humanos”; así como los artículos 1, 11, 33, 89 y 102
de la misma.

El Senado de la República propone cambiar la denomina-
ción del Capítulo I del Título Primero de la Constitución,
para quedar “De los Derechos Humanos y sus Garantías”,
para hacer concordante el título del capítulo con los artícu-
los que propone reformar.

El Senado coincide con esta colegisladora en reconocer los
derechos humanos establecidos en la Constitución y en los
tratados internacionales como se contempló en la minuta
de origen. Además de la modificación al primer párrafo del
artículo 1o., el Senado también propone modificar el se-
gundo y tercer párrafos para quedar como siguen:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales sobre de-
rechos humanos de los que el Estado Mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección cuyo
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución
establece.



Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con
los tratados internacionales sobre derechos humanos
antes señalados.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los términos
que establezca la ley.

El Senado adicionó al artículo 3 la obligación del Estado de
fomentar el respeto a los derechos humanos en la educa-
ción pública.

Por lo que toca a la propuesta contenida en la minuta de es-
ta Cámara de Diputados de reformar el artículo 11, el Se-
nado coincide con esta colegisladora en aprobar el cambio
de términos de “todo hombre” a “toda persona”. Por otro
lado, modifica el segundo párrafo para establecer que, en
caso de persecución, toda persona tiene derecho de solici-
tar y recibir asilo, cuya procedencia y excepciones serán
reguladas por la ley.

En materia de celebración de Tratados de Extradición el
Senado agrega, al texto vigente del artículo 15, que no po-
drán suscribirse tratados ni convenios en virtud de los cua-
les se alteren “los derechos humanos reconocidos por esta
Constitución y los tratados internacionales sobre derechos
humanos” de los que el Estado mexicano sea parte.

La colegisladora incorpora también el respeto a los dere-
chos humanos que se debe observar en el sistema peniten-
ciario, ello en el artículo 18.

El Senado también adiciona cuatro párrafos al texto vigen-
te del artículo 29 para garantizar que no podrán restringir-
se ni suspenderse los derechos humanos a la “no discrimi-
nación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la
vida, a la integridad personal, a la protección de la familia,
al nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los
derechos políticos; las libertades de pensamiento, concien-
cia y de religión; el principio de legalidad y retroactividad;
la prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la es-
clavitud y la servidumbre; la prohibición de la desaparición
forzada y la tortura; ni las garantías judiciales indispensa-
bles para la protección de tales derechos”.

Establece que la restricción o suspensión de los derechos y
garantías, además de estar fundada y motivada, debe ser
proporcional al peligro a que se hace frente y que, cuando
se ponga fin a esa restricción o suspensión, las medidas
adoptadas durante su vigencia quedarán sin efecto. Asimis-
mo señala que los decretos expedidos por el Ejecutivo en
materia de restricción y suspensión serán revisados por la
Suprema Corte de la Nación.

En relación al artículo 33 constitucional, el Senado intro-
duce modificaciones de forma que no alteran el sentido
protector de los derechos humanos en beneficio de las per-
sonas extranjeras.

Por lo que respecta a la fracción X del artículo 89, se eli-
mina la expresión “así como”.

En relación al artículo 97, el Senado modifica el segundo
párrafo que actualmente establece la facultad de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, para averiguar algún he-
cho o hechos “que constituyan alguna grave violación de
alguna garantía individual”, para establecer la posibilidad
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de solicitar al
Consejo de la Judicatura Federal que averigüe la conducta
de un juez o magistrado federales.

La colegisladora propone adicionar el párrafo segundo del
artículo 102 apartado B para establecer la obligación de
todo servidor público de responder a las recomendaciones
que emitan los organismos protectores de derechos huma-
nos y, en caso de no ser aceptadas o cumplidas, a funda-
mentar, motivar y hacer pública la negativa; establece
también la facultad de la Cámara de Senadores o de la
Comisión Permanente, en su caso, de hacer comparecer a
las autoridades o servidores públicos para que expliquen
el motivo de su negativa.

En el párrafo tercero incluye la competencia de los órganos
protectores de derechos humanos para conocer de materia
laboral.

En el párrafo quinto se establece la obligación por parte de
los estados y el Distrito Federal de garantizar en su ley má-
xima la autonomía de los organismos de protección de los
derechos humanos.

Por su parte, en el párrafo octavo se menciona el procedi-
miento de consulta pública transparente e informado me-
diante el cual se habrá de elegir al Presidente de la Comi-
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sión Nacional de los Derechos Humanos y a los miembros
de su Consejo Consultivo.

En el párrafo décimo primero se faculta a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos para investigar hechos
que constituyan violaciones graves de derechos humanos,
a petición del Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un estado, el jefe
de gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de los es-
tados. Para complementar lo anterior, el párrafo decimo se-
gundo dispone que la Comisión tendrá facultades de auto-
ridad investigadora para estos efectos.

En el inciso g), de la fracción II del artículo 105, el Sena-
do incorporara dentro de los supuestos de procedencia de
la acción de inconstitucionalidad a los tratados internacio-
nales de los que México sea parte, cuando vulneren los de-
rechos humanos consagrados en la Constitución. Esta fa-
cultad se reitera a favor de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos.

III. Consideraciones

Uno de los rasgos fundamentales de las modernas socieda-
des democráticas es la continua lucha por plena vigencia de
los derechos humanos, que han evolucionado desde los de-
rechos civiles y políticos, hasta los sociales, económicos,
culturales y ambientales.

Los derechos humanos o garantías (en su génesis) no fue-
ron elaboraciones de juristas, politólogos o sociólogos, ni
nacieron como producto de una reflexión de gabinete. Son
auténticas vivencias de los pueblos o de grupos que consti-
tuyen a éstos, las cuales se arrancaron materialmente al So-
berano para lograr el pleno reconocimiento de libertades y
atributos que son inherentes por su simple calidad de per-
sona. 

Desde la antigüedad la inquietud por definir los derechos
humanos ha sido una constante en el pensamiento de filó-
sofos, estadistas, humanistas y de las sociedades en gene-
ral; los ius naturalistas (antiguos y modernos) los plantea-
ron; el tema es abordado por importantes teólogos, lo
mismo por Santo Tomás de Aquino, que por Francisco de
Vitoria. En este Continente  Fray Bartolomé de las Casas y
Fray Alonso de la Vera Cruz defendían los derechos de los
“naturales” a quienes consideraban sujetos de los mismos.

En términos generales los derechos humanos se definen co-
mo el conjunto de prerrogativas inherentes a la naturaleza

de la persona, cuya realización efectiva resulta indispensa-
ble para el desarrollo integral del individuo que vive en una
sociedad jurídicamente organizada. Establecidos en la
Constitución y en las leyes deben ser reconocidos y garan-
tizados por el Estado.

Por lo que respecta a las Garantías Individuales, nuestro
máximo tribunal ha establecido la definición del citado de-
recho, mediante la siguiente jurisprudencia:

Novena Época
Registro: 199492
Instancia: Pleno
Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
V, Enero de 1997
Materia(s): Común
Tesis: P./J. 2/97          
Página:     5
Genealogía:
Novena Época, Tomo V, febrero 1, 1997, página 30.

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON LOS QUE
SOSTIENEN QUE LOS JUZGADORES DE AMPA-
RO VIOLAN GARANTIAS INDIVIDUALES, SOLA-
MENTE EN ESE ASPECTO.

Históricamente las garantías individuales se han repu-
tado como aquellos elementos jurídicos que se traducen
en medios de salvaguarda de las prerrogativas funda-
mentales que el ser humano debe tener para el cabal
desenvolvimiento de su personalidad frente al poder pú-
blico. Son derechos públicos subjetivos consignados
en favor de todo habitante de la República que dan a
sus titulares la potestad de exigirlos jurídicamente a
través de la verdadera garantía de los derechos públi-
cos fundamentales del hombre que la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos consigna, esto
es, la acción constitucional de amparo. 

De lo anterior, se deducen los siguientes elementos de las
garantías individuales:

1. Relación jurídica de supra a subordinación entre el
gobernado (sujeto activo) y el Estado (sujeto pasivo).

2. Derecho público subjetivo que emana de dicha rela-
ción a favor del gobernado (objeto).



3. Obligación correlativa a cargo del Estado, consisten-
te en respetar el consabido derecho y en observar o cum-
plir las condiciones de seguridad jurídica del mismo.

4. Previsión y regulación de la citada relación por la ley
fundamental.

En cambio, en los derechos humanos encontramos las si-
guientes características:

a) Son universales, porque son para todas las personas
sin importar su origen, edad, raza, sexo, color, opinión
política o religiosa.

b) Son permanentes, porque no pueden limitarse o su-
primirse, por el contrario evolucionan para ser más in-
cluyentes.

c) Son progresivos ya que satisfacen las necesidades
personales y colectivas en continua transformación, se
incrementan de la mano del desarrollo social, cultural,
económico y político de las sociedades.

d) Son preexistentes al Estado o la norma fundamental
y en consecuencia deben ser reconocidos por la Consti-
tución y en el caso de reforma no podrán ser afectados
en sus alcances.

Por lo tanto, se puede señalar que la diferencia estriba en
que las garantías individuales son los límites de la actua-
ción del poder público consagrados de manera precisa en
un texto constitucional y que los derechos humanos son an-
teriores y superan el poder público, por lo que aunque no
estén consagrados en una Constitución el Estado se cons-
triñe a reconocerlos, respetarlos y protegerlos.

La primera Constitución del México independiente de
1824 de limitada vigencia, se dedicó a la organización del
nuevo Estado nacional en forma de República Federal y no
estableció un catálogo de garantías individuales.

El 5 de febrero de 1857, se promulgó una nueva Constitu-
ción que dedicó en su título primero, un apartado a los de-
rechos del hombre, y cuyo fin de aspiración humanista se
ve reflejada en el dictamen del proyecto que, entre otros,
puntos menciona:

“…Las Declaraciones de Derechos, es verdad, han te-
nido necesidad de confirmarse unas á otras hasta per-
derse en el torbellino de las revoluciones; pero esto lo

único que prueba es, que el triunfo de la verdad no se
ha consumado, que la misión de la humanidad no está
cumplida, que la conciencia humana necesita ilustrar-
se. Cuando este ideal perfecto llegue á ser una realidad,
entonces será tiempo de confiar en que los derechos del
hombre tendrán su expresión y su fórmula en la con-
ciencia de todos y en la de cada uno. Mientras tanto es-
tudiemos y sigamos la ley invariable de progreso, y sin
dejar de lamentar los extravíos de la razón humana,
aprovechemos las lecciones de la experiencia, mejore-
mos nuestras instituciones y tengamos fé en el porve-
nir”.

Como se aprecia, el pensamiento jurídico y político de tal
Constitución tiene una fuerte carga de ius naturalismo, que
se vio reflejado en el documento constitucional.

En un sentido contrario, la Constitución de 1917, contiene
un sentido netamente ius positivista, sin dejar pasar que se
inspiro en la Constitución de 1857, lo anterior se despren-
de en la exposición de motivos, palabras del entonces Pre-
sidente Venustiano Carranza, en cuyo texto se aprecia:

“Más desgraciadamente los legisladores de 1857 se
conformaron con la proclamación de principios genera-
les que no procuraron llevar a la práctica, acomodán-
dolos a las necesidades del pueblo mexicano para dar-
les pronta y cumplida satisfacción; de manera que
nuestro código político tiene en general el aspecto de
fórmulas abstractas en que se han condensado conclu-
siones científicas de gran valor especulativo, pero de
las que no ha podido derivarse sino poco o ninguna uti-
lidad positiva.” 

En suma, y haciendo un análisis de los textos constitucio-
nales de 1857 y de 1917, se observa que los derechos hu-
manos son concepciones abstractas, con influencia ius na-
turalista, en tanto que las garantías son concepciones
concretas e individualizadas, con un esquema positivista.

Como es apreciarse, con la Carta Magna de 1917 y sus ga-
rantías individuales, México traduce la voluntad del pueblo
en un significativo cambio jurídico y político, parte de ello,
se consigna en las llamadas garantías sociales, con lo que
se inicia el llamado constitucionalismo social, al introducir
los derechos de corte social, es decir, hipótesis normativas
que otorgan derechos específicos a grupos de la sociedad
desprotegidos, pretendiendo con ello generar una igualdad
social, como se establece en los artículos 3, 27 y 123.
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Ahora bien, los derechos humanos se orientan por una se-
rie de principios básicos, la libertad, la justicia y la paz en
el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de hom-
bres y mujeres. El Estado no puede restringir los derechos
humanos fundamentales. Pero si bien son derechos con-
substanciales al ser humano, lo cierto es que no siempre
han sido respetados y menos aún reconocidos.

Los derechos a la vida, a la libertad, a la dignidad de las
personas fueron seriamente conculcados durante la Segun-
da Guerra Mundial, de ahí que la conciencia internacional,
expresada en la Organización de las Naciones Unidas, an-
te las atrocidades del holocausto y dispuesta a evitar la re-
edición del genocidio, definió en un documento básico
cuáles eran los derechos fundamentales del individuo, de-
jándolos plasmados en la Declaración de los Derechos del
Hombre de 1948, que constituye uno de los más importan-
tes antecedentes de los llamados derechos humanos.

En el proceso evolutivo de los derechos humanos, las na-
ciones han ido creando la normatividad que en el ámbito
internacional se requiere para fortalecerlos, como han sido:
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, y la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, entre otros.

Los anteriores instrumentos jurídicos son los más repre-
sentativos a escala internacional y han servido como base
para el reconocimiento y la protección de los derechos hu-
manos. Estos documentos han sido una de las vías para in-
sertar adecuaciones en el ámbito jurídico de los Estados.

Estas Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Derechos Humanos coinciden en el propósito de la minuta
del Senado en cuanto a reconocer constitucionalmente los
derechos humanos de las personas y establecer las garantí-
as para lograr la efectividad de su protección. Reitera la ne-
cesidad de adecuar la Constitución, a fin de incorporar dis-
posiciones en materia de derechos humanos que den
cumplimiento a los compromisos internacionales asumidos
por el país.

En ese contexto, estas comisiones unidas concuerdan y
proponen la inserción del concepto derechos humanos den-
tro de la denominación del Capítulo I del Título Primero
así como, con la modificación del artículo 1 de la Consti-

tución, para que ahí se exprese la obligación del Estado de
proteger y garantizar los derechos humanos.

Asimismo, esta modificación al citado artículo 1 conlleva
a establecer que, al momento de interpretar las normas re-
lativas a los derechos humanos, no solamente será la Cons-
titución su único referente, sino que además, deberá acu-
dirse a lo establecido en los tratados internacionales.

Esta reforma tan trascendente para nuestro derecho consti-
tucional, no se consolidaría si no se implantaran las accio-
nes para materializarla; por ello,  se debe comprometer al
Estado para que realice las acciones necesarias enfocadas a
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
derechos humanos.

Para el caso de la reforma del artículo 3 constitucional
planteada por el Senado, estas comisiones consideran per-
tinente la inserción referente a los derechos humanos en la
educación. En el entendido de que la educación es un pro-
ceso formativo que permite la promoción de los valores y
que, dentro de estos, han de estar el reconocimiento y res-
peto a los derechos humanos.

La minuta adiciona al artículo 11 constitucional un segun-
do párrafo en el que protege el derecho humano de los ex-
tranjeros perseguidos a solicitar y recibir asilo en el país,
con lo que el Estado mexicano cumple con los compromi-
sos internacionales anteriormente enunciados. Esta pro-
puesta, establece que se deberá crear el marco normativo
que regulará la procedencia y excepciones del asilo.

La Cámara revisora consideró pertinente reformar el artí-
culo 15 con la finalidad de prohibir la ratificación de trata-
dos o convenios que vulneren los derechos humanos reco-
nocidos por nuestra Constitución y los tratados
internacionales en la materia.

Para fortalecer el sistema de protección a los derechos hu-
manos, se adiciona al artículo 18 constitucional, la obliga-
ción de organizar el sistema penitenciario del país sobre la
base del respeto a los derechos fundamentales.

Estas comisiones se suman al propósito de las adiciones
propuestas por el Senado al artículo 29 constitucional. La
restricción y suspensión de los derechos y sus garantías por
parte de las autoridades competentes encuentran límites
claros establecidos en este precepto. Se coincide también
en términos generales con los derechos que no pueden res-



tringirse ni suspenderse en las hipótesis planteadas en esta
disposición. 

En este sentido, al referirse al derecho a la vida debe con-
siderarse que su contenido y alcances permanecen tal como
se encuentran reconocidos en la Constitución Política y en
los tratados internacionales signados por México con las
reservas y declaraciones interpretativas, de ninguna mane-
ra puede entenderse que el legislador constitucional está
pretendiendo modificar en este precepto estos alcances, por
ejemplo, en materia del derecho a la vida desde la concep-
ción o en cualquier otro de los temas relacionados. La re-
ferencia de los derechos que no pueden restringirse ni sus-
penderse, que constituye el núcleo duro es solamente una
enumeración formal que no afecta el contenido de estos de-
rechos.

Para los efectos del establecimiento de los derechos que no
podrán ser  restringidos  ni suspendidos, es importante des-
tacar como lo establece Kofi Annan que: “A medida que la
sociedad pasa por constantes cambios culturales, políticos
y sociales, también las familias se vuelven más diversas.
La obligación de proteger a las familias, inscrita en la De-
claración Universal de Derechos Humanos, requiere que
las sociedades y los Estados reconozcan y respeten dicha
diversidad, y que ayuden a toda familia a garantizar el
bienestar y la dignidad de todos sus integrantes, indepen-
dientemente de las decisiones que tomen en la vida”.

En virtud de dicha realidad y dado que la diversidad sus-
tenta el principio de igualdad y no discriminación, que es
básico para el derecho internacional de los derechos huma-
nos, se establece que el término familia, al que se refiere el
artículo 29 de la presente reforma constitucional debe en-
tenderse en plural: “las Familias”, es decir que en dicho
término se consideran contenidos los distintos tipos de fa-
milias. 

Por último, este artículo dispone que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación intervenga en la revisión de los de-
cretos expedidos por el Ejecutivo en relación con la res-
tricción o suspensión de derechos humanos y sus garantías,
con lo que también se coincide.

Por lo que respecta al artículo 33, estas comisiones unidas
comparten la propuesta del Senado en el sentido de que el
Estado, haciendo uso de su facultad, pueda expulsar del te-
rritorio nacional a las personas extranjeras, previa audien-
cia.

Por lo que corresponde a la reforma de la fracción X del ar-
tículo 89, se coincide con la propuesta de la colegisladora
en términos de establecer el respeto, la protección y pro-
moción de los derechos humanos como política exterior del
Estado mexicano.

Las modificaciones incorporadas por el Senado a los artí-
culos 97 y 102 están estrechamente vinculadas. Se coinci-
de con las reformas al artículo 97, no así con las contem-
pladas en el 102.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación como titular del
Poder Judicial, actualmente tiene la facultad de investigar
las faltas graves contra las garantías individuales; en diver-
sas ocasiones ha ejercido dicha facultad, sin embargo, los
resultados de su investigación se presentan en un informe,
documento que carece de efectos vinculantes.

La propuesta del Senado al artículo 102, apartado B, párra-
fo décimo primero consiste en otorgar a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos la facultad de investigar
hechos que constituyan violaciones graves de derechos hu-
manos, criterio que difiere de lo sustentado por estas comi-
siones, cuyas valoraciones serán expuestas posteriormente.

En el caso del párrafo segundo del artículo 102, se consi-
deran muy convenientes algunas de las adiciones y refor-
mas que propone la Cámara de Senadores a distintas nor-
mas, toda vez que adiciona a este párrafo lo siguiente:

Cuando las recomendaciones emitidas no sean acepta-
das o cumplidas por las autoridades o servidores públi-
cos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su
negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus re-
cesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las
entidades federativas, según corresponda, podrán lla-
mar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades
o servidores públicos responsables para que comparez-
can ante dichos órganos legislativos, a efecto de que ex-
pliquen el motivo de su negativa.

Con ello, se confiere mayor fuerza a las instituciones pro-
tectoras de los derechos humanos al obligar a las autorida-
des a quienes se dirige una recomendación que, en caso de
no aceptarla, a fundar y motivar su negativa. Esto es im-
portante porque no se está dando el carácter obligatorio a
las recomendaciones, en virtud de que la naturaleza de las
mismas queda sin tocar, por lo que no se altera el sistema
de control no jurisdiccional y la fuerza moral de estos or-
ganismos protectores, fuerza apoyada en el conocimiento
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de la sociedad respecto a la recomendación emitida y al re-
proche que los grupos organizados pueden manifestar
cuando las recomendaciones no sean aceptadas sin la co-
rrespondiente motivación o justificación de la negativa.

Se fortalece a las instituciones protectoras de derechos hu-
manos porque ya no solo serán públicas las recomendacio-
nes, sino también la manifestación de no aceptación a las
mismas, así como su incumplimiento.

Esta publicidad permite que la sociedad conozca y esté
pendiente de la aceptación o no de las mismas, así como
del cumplimiento por parte de la autoridad a la que van di-
rigidas. En caso de que la autoridad no las acepte deberá
sustentar también de manera pública, los argumentos por
los cuales considere que no debe acatar la recomendación
y el fundamento en que se basa para tomar esa decisión,
con lo que puede ejercerse un control más eficaz de las re-
comendaciones.

Con esta reforma se da paso en el país a un importante con-
trol que si bien existe no tiene un sólido sustento: el con-
trol social. La fuerza de la sociedad al lado del liderazgo de
la defensa de los derechos humanos ejercido por las ins-
tancias protectoras, habrá de verse reflejada en el perfec-
cionamiento de la defensa de los derechos humanos.

Con la adición planteada, el Poder Legislativo se suma a
los actores que defienden y protegen a los derechos huma-
nos, al establecer la facultad de la Cámara de Senadores o
en sus recesos, de la Comisión Permanente y de las legis-
laturas de las entidades federativas, para hacer comparecer
a solicitud de las instituciones protectoras a las autoridades
o a los servidores públicos que no acepten las recomenda-
ciones emitidas para que ante esos órganos expliquen las
razones de su rechazo.

El sistema no jurisdiccional de protección a derechos fun-
damentales queda con ello más robusto y sólido, por estas
razones estas comisiones unidas manifiestan su acuerdo en
apoyar la adición propuesta por la colegisladora.

Con relación a la modificación del párrafo tercero, las co-
misiones unidas coinciden en la idea de la revisora de in-
corporar a la esfera de facultades jurídicas de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, el conocimiento de las
violaciones a los derechos laborales de los trabajadores.

La minuta del Senado ha eliminado la materia laboral de
las excepciones competenciales de la Comisión Nacional

de los Derechos Humanos, con ello, los derechos laborales
han quedado reconocidos como derechos humanos en
nuestro país.

De gran trascendencia resulta el adicionado párrafo quinto
que señala la obligación de las entidades federativas, así
como del Distrito Federal de garantizar en sus constitucio-
nes o Estatuto de Gobierno, en el caso de la ciudad capital,
la autonomía de las instancias responsables de proteger los
derechos fundamentales; con ello se otorgan mayores se-
guridades de protección y defensa a las personas, ya que se
evita que las instituciones protectoras dependan orgánica-
mente de las autoridades administrativas.

Las Comisiones Unidas coinciden con el contenido del pá-
rrafo octavo en el que el Senado ha introducido nuevas ba-
ses para la elección de los titulares de los organismos de
protección de los derechos humanos, consistentes en abrir
un procedimiento de consulta pública, transparente e infor-
mado.

Estas Comisiones Unidas estiman necesario señalar que la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar violaciones graves de derechos humanos, tal como
se establece en el párrafo decimoprimero; sin embargo, no
existe acuerdo en que para ejercerla, se le confieran facul-
tades de autoridad investigadora, ya que las facultades de
investigación son propias del Ministerio Público y las po-
licías que actúan bajo su autoridad y mando.

No hay que olvidar que la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos fue creada desde sus orígenes como un or-
ganismo protector de derechos fundamentales, encargado
de ejercer un control no jurisdiccional de los actos de las
autoridades, cuya fuerza reside en su autoridad moral. Es
un organismo constitucional autónomo, que tiene persona-
lidad jurídica propia y distinta de la personalidad jurídica
de la Federación. Por lo que no comparte los atributos de la
personalidad de la Federación, es decir, no es un órgano del
poder público, no ejerce la fuerza pública, no es una auto-
ridad. Conferirle facultades de autoridad para investigar
violaciones graves a derechos humanos es tanto como ubi-
carla en el plano del Ministerio Público y por ende, suje-
tarla a los mismos controles en caso de un eventual exce-
so, o simplemente, juzgar su actuación por vía de amparo
cuando un particular considere que el organismo protector
de derechos humanos al ejercer su facultad investigadora le
viola un derecho fundamental. Lejos de fortalecerla se le
debilita.



Habrá quienes aún a sabiendas de que actúa conforme a la
ley se ampare contra la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos aduciendo violaciones; los efectos que en la so-
ciedad puede producir el simple hecho de que se le señale
como probable violador de los derechos humanos que pro-
tege, la debilita, menoscaba su autoridad moral y su inter-
locución con la sociedad y los organismos internacionales
de derechos humanos. Por estas razones no se está de
acuerdo con esta propuesta del Senado.

Por último, estas Comisiones concuerdan con la reforma al
artículo 105 constitucional, fracción II, inciso g) mediante
la cual se amplía la facultad de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos para interponer una acción de incons-
titucionalidad en casos en los que se vulneren los derechos
humanos consagrados en tratados internacionales.

Por las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Derechos Humanos tuvie-
ron a bien modificar la minuta del Senado de la manera que
a continuación se explica.

IV. Modificaciones

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales sobre
derechos humanos de los que el Estado mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección, cuyo ejer-
cicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los ca-
sos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpre-
tarán de conformidad con esta Constitución y con los tra-
tados internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades,
la condición social, las condiciones de salud, la religión,

las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.

La modificación que se propone al artículo 1º obedece a la
intención de ampliar la protección de los derechos huma-
nos que puedan derivar de cualquier tratado internacional
del que México sea parte, sin que tenga necesariamente por
objeto la protección de los derechos humanos. Por lo tanto,
mantener la redacción que propone el Senado en torno al
goce de aquellos que solamente sean en materia de dere-
chos humanos limitaría el reconocimiento histórico de los
derechos previstos en otros instrumentos en los que se con-
templa la dignidad humana. Esto no implica que se deban
abarcar otros instrumentos que nuestro país haya suscrito
en materia comercial o de índole similar.

La intención de la propuesta contenida en el primer párra-
fo del artículo 1º tiene su reflejo en la redacción sugerida
en el segundo párrafo de este mismo numeral, toda vez que
adicionar la protección que beneficie de manera amplia a
las personas, representa el fortalecimiento de las prerroga-
tivas que las dignifiquen.

Por ende, estas Comisiones Unidas en un ejercicio de pre-
ponderancia de derechos, consideran que en nuestra Cons-
titución General deben prevalecer aquellas disposiciones
que protegen los derechos humanos de las personas en
nuestro país, por lo que incorporar en el presente ordena-
miento la aplicación de instrumentos internacionales que
otorguen mayor y mejor protección a los derechos huma-
nos nunca serán excesivos.

Por lo que se refiere al último párrafo de este artículo, las
Comisiones Unidas han considerado necesario explicitar la
prohibición de toda discriminación por motivo de las pre-
ferencias sexuales de las personas. Esta modificación obe-
dece a la realidad a la que se enfrentan por estos motivos
muchos hombres y mujeres que llegan a ser discriminadas
en los ámbitos familiar, escolar, laboral y social, que ha
producido agresiones físicas, verbales, psicológicas, tortu-
ra e incluso la muerte.

Al respecto, la Secretaría de Gobernación, en su acuerdo
adoptado en la Décima Segunda Sesión Ordinaria del Ple-
no de la Comisión de Política Gubernamental en Materia
de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, el
10 de diciembre de 2009, admiten que la discriminación es:
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La negación, exclusión, distinción, menoscabo, impedi-
mento o restricción de alguno o algunos de los derechos
fundamentales de las personas, minorías, grupos, colecti-
vos u otros análogos, por la comisión de hechos jurídicos
ilícitos realizados por personas físicas o morales particula-
res, autoridades, personas servidoras públicas, dependen-
cias o cualquier entidad de los poderes públicos federales,
del Distrito Federal, estatales o municipales, con intención
o sin ella, por acción u omisión, sin motivo o causa que sea
racionalmente justificable, por motivo de su origen étnico,
nacional, lengua, sexo, género, identidad indígena, identi-
dad de género, expresión de rol de género, edad, discapa-
cidades, condición jurídica, social o económica, apariencia
física, condiciones de salud, características genéticas, em-
barazo, religión, opiniones políticas, académicas o filosófi-
cas, identidad o filiación política, preferencias sexuales, es-
tado civil, semitismo, arabismo, islamismo o cualquiera
otra análoga prevista en las leyes.

Por lo tanto, no considerar a las preferencias sexuales den-
tro de las formas de la discriminación, negaría los derechos
inalienables que tenemos todos los seres humanos. Por eso
es necesario avanzar en esta lucha contra la discriminación
no solo de quienes están segregados o excluidos, sino tam-
bién en favor del fortalecimiento de la igualdad y dignidad
humana.

Por lo que toca al siguiente artículo de la minuta se propo-
ne el siguiente texto:

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en
la República, salir de ella, viajar por su territorio y mu-
dar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad,
pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes.
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las fa-
cultades de la autoridad judicial, en los casos de res-
ponsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad ad-
ministrativa, por lo que toca a las limitaciones que
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y sa-
lubridad general de la República, o sobre extranjeros
perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar y recibir asilo; por
causas de carácter humanitario se recibirá refugio. La ley
regulará su procedencia y excepciones.

De la modificación realizada en el segundo párrafo del pre-
sente artículo, resulta relevante puntualizar los supuestos
de protección que se brindará a las personas.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su
análisis del asilo y su relación con los crímenes internacio-
nales refiere que:

“el asilo es una institución en virtud de la cual se pro-
tege a individuos cuya vida o libertad se encuentran
amenazadas o en peligro, por actos de persecución o
violencia derivados de acciones u omisiones de un Es-
tado”.1

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su
estudio acerca de los Campos en los cuales han de tomar-
se medidas para dar mayor vigencia a los Derechos Hu-
manos, de conformidad con la Declaración Americana de
los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos,2 manifiesta una grave
preocupación por los desplazamientos humanos. Particu-
larmente en situaciones de violencia generalizada, intimi-
dación y persecución directa que se ha presentado de ma-
nera sistemática en contra de grupos de personas, quienes
basados en temores fundados de que sus vidas o libertades
se encuentran en peligro, se trasladan a países vecinos en
busca de refugio.

En tal virtud las comisiones dictaminadoras consideran que
el asilo debe brindarse a personas que son perseguidas en
lo individual por motivos políticos, en tanto que el refugio
se manifiesta como una acción de carácter humanitario que
puede beneficiar a grupos.

De acuerdo a lo establecido en la Convención sobre el Es-
tatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967,
un refugiado es:

“aquella persona que tenga un fundado temor de per-
secución, por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a un determinado grupo social, u opiniones
políticas y que se encuentre fuera de su país y no pueda
o no quiera a causa de dichos temores acogerse a la
protección del mismo…”.

En los instrumentos internacionales como la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, se dis-
pone en el artículo XXVII que:

“Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asi-
lo en territorio extranjero, en caso de persecución que
no sea motivada por delitos de derecho común y de
acuerdo con la legislación de cada país y con los con-
venios internacionales”.



En la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
Pacto de San José, en el numeral 7 del artículo 22 se ex-
presa:

“toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asi-
lo en territorio extranjero en caso de persecución por
delitos políticos o comunes conexos con los políticos y
de acuerdo con la legislación de cada Estado y los con-
venios internacionales”.

Por lo que corresponde a nuestro derecho interno, en la Ley
General de Población, artículo 42 fracción V y VI se des-
criben las figuras jurídicas que nos ocupan:

V. ASILADO POLITICO. Para proteger su libertad o su
vida de persecuciones políticas en su país de origen, au-
torizado por el tiempo que la Secretaría de Goberna-
ción juzgue conveniente, atendiendo a las circunstan-
cias que en cada caso concurran. Si el asilado político
viola las leyes nacionales, sin perjuicio de las sanciones
que por ello le sean aplicables, perderá su característi-
ca migratoria, y la misma Secretaría le podrá otorgar la
calidad que juzgue conveniente para continuar su legal
estancia en el país. Asimismo, si el asilado político se
ausenta del país, perderá todo derecho a regresar en es-
ta calidad migratoria, salvo que haya salido con permi-
so de la propia Dependencia.

REFUGIADO. Para proteger su vida, seguridad o li-
bertad, cuando hayan sido amenazadas por violencia
generalizada, agresión extranjera, conflictos internos,
violación masiva de derechos humanos u otras circuns-
tancias que hayan perturbado gravemente el orden pú-
blico en su país de origen, que lo hayan obligado a huir
a otro país. No quedan comprendidos en la presente ca-
racterística migratoria aquellas personas que son obje-
to de persecución política prevista en la fracción ante-
rior. La Secretaría de Gobernación renovará su permiso
de estancia en el país, cuantas veces lo estime necesa-
rio. Si el refugiado viola las leyes nacionales, sin per-
juicio de las sanciones que por ello le sean aplicables,
perderá su característica migratoria y la misma Secre-
taría le podrá otorgar la calidad que juzgue procedente
para continuar su legal estancia en el país. Asimismo, si
el refugiado se ausenta del país, perderá todo derecho a
regresar en esta calidad migratoria, salvo que haya sa-
lido con permiso de la propia Secretaría. El refugiado
no podrá ser devuelto a su país de origen, ni enviado a
cualquier otro, en donde su vida, libertad o seguridad
se vean amenazadas.

La Secretaría de Gobernación podrá dispensar la san-
ción a que se hubiere hecho acreedor por su internación
ilegal al país, al extranjero a quien se otorgue esta ca-
racterística migratoria, atendiendo al sentido humani-
tario y de protección que orienta la institución del refu-
giado.

De conformidad con el criterio establecido en el marco in-
ternacional anteriormente citado, así como en la regulación
de nuestro país, estas Comisiones Unidas consideran viable
realizar la modificación propuesta.

Ahora corresponde plantear la propuesta de texto al artícu-
lo:

Artículo 15. No se autoriza la celebración de tratados
para la extradición de reos políticos, ni para la de aque-
llos delincuentes del orden común que hayan tenido en
el país donde cometieron el delito, la condición de es-
clavos; ni de convenios o tratados en virtud de los que
se alteren los derechos humanos reconocidos por esta
Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte.

Por los mismos argumentos mencionados en la modifica-
ción propuesta para el artículo 1º de la Constitución Gene-
ral, resulta pertinente que en este artículo se suprima la ex-
presión “sobre derechos humanos”. Esto permitirá ampliar
la protección que establece nuestra Carta Magna.

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación gra-
ve de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la
sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Pre-
sidente de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo
con los titulares de las Secretarías de Estado y la Pro-
curaduría General de la República y con la aprobación
del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanen-
te cuando aquél no estuviere reunido, podrá restringir o
suspender en todo el país o en lugar determinado el
ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen obs-
táculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situa-
ción; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la restricción
o suspensión se contraiga a determinada persona. Si la
restricción o suspensión tuviese lugar hallándose el
Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones
que estime necesarias para que el Ejecutivo haga fren-
te a la situación; pero si se verificase en tiempo de re-
ceso, se convocará de inmediato al Congreso para que
las acuerde.
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En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discri-
minación, al reconocimiento de la personalidad jurídi-
ca, a la vida, a la integridad personal, a la protección a
la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos
de la niñez; los derechos políticos; las libertades de
pensamiento, conciencia y de profesar creencia religio-
sa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la
prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la
esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desa-
parición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales
indispensables para la protección de tales derechos.

La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos
y garantías debe estar fundada y motivada en los térmi-
nos establecidos por esta Constitución y ser proporcio-
nal al peligro a que se hace frente, observando en todo
momento los principios de legalidad, racionalidad, pro-
clamación, publicidad y no discriminación.

Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del
ejercicio de los derechos y garantías, bien sea por cum-
plirse el plazo o porque así lo decrete el Congreso, to-
das las medidas legales y administrativas adoptadas
durante su vigencia quedarán sin efecto de forma inme-
diata. El Ejecutivo no podrá hacer observaciones al de-
creto mediante el cual el Congreso revoque la restric-
ción o suspensión.

Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la res-
tricción o suspensión, serán revisados de oficio e inme-
diatamente por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, la que deberá pronunciarse con la mayor
prontitud sobre su constitucionalidad y validez.

En cuanto a las modificaciones propuestas al presente artí-
culo, se considera pertinente mantener la facultad de la
Comisión Permanente de aprobar la restricción o suspen-
sión del ejercicio de los derechos y las garantías que fuesen
obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situa-
ción de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de
cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o
conflicto, cuando el Congreso de la Unión no se encuentre
en período de sesiones. Lo anterior, tomando en considera-
ción que la Comisión Permanente es un órgano representa-
tivo del Congreso de la Unión y que tiene, entre otras fa-
cultades relevantes, la de acordar por sí o a propuesta del
Ejecutivo, la convocatoria del Congreso o de una sola Cá-
mara a sesiones extraordinarias.

De igual manera se estima procedente modificar la parte fi-
nal del primer párrafo del artículo 29 constitucional que a
la letra dice: “se convocará sin demora al Congreso para
que las acuerde” por la de “se convocará de inmediato al
Congreso para que las acuerde”, toda vez que se le da un
sentido positivo a la acción de convocar al Congreso en lu-
gar del sentido negativo que tiene el texto de la minuta. La
expresión de inmediato da mayor certeza sobre la expedi-
tes con la que habrá de ser convocado el Congreso.

En el segundo párrafo del artículo 29 constitucional se es-
tablecen aquellos derechos humanos cuyo ejercicio no po-
drá restringirse ni suspenderse. Estas Comisiones Unidas
consideran necesario agregar la libertad de profesar creen-
cia religiosa alguna que viene a modificar el texto de la
minuta que señalaba de manera general a la libertad de re-
ligión. Esta precisión, respecto de la minuta del Senado, es
importante porque el alcance de este derecho fundamental
(libertad de religión) es tan amplio que refiere a una elec-
ción libre de las personas para profesar una religión y po-
der manifestarla públicamente; por no creer o practicar nin-
guna religión o inclusive por negar la existencia de un
Dios.

La acotación legal que se hace en la nueva redacción se
considera relevante porque, tratándose de creencias reli-
giosas, el Estado se ve imposibilitado de impedir que cual-
quier persona en su fuero interno, en un libre ejercicio de
autodeterminación intelectual, opte por adherirse o no a al-
guna religión. El mismo texto constitucional ya reconoce y
tutela este derecho en los artículos 24 y 130.

Con base en lo anterior, se estima que sólo la exterioriza-
ción de las creencias religiosas puede ser objeto de regula-
ción jurídica, y más específicamente para efectos de res-
tricción o suspensión de derechos y garantías
constitucionales, y es en ese tenor que el texto propuesto
adopta esta dimensión objetiva, ya que el Estado única-
mente podría decretar medidas restrictivas a los actos reli-
giosos de culto público.

La nueva redacción es congruente también con los princi-
pios que orientan esta reforma constitucional ya que adop-
ta postulados reconocidos en instrumentos internacionales,
como es el caso del artículo 12 numeral 3 del Pacto de San
José, que señala que:

La libertad de manifestar la propia religión y las pro-
pias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones
prescritas por la ley y que sean necesarias para prote-



ger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos
o los derechos o libertades de los demás.

En los supuestos que expresamente contempla el artículo
29, a contrario sensu solamente los actos religiosos de cul-
to público pueden ser restringidos o suspendidos, sin que
ello implique la violación de un derecho fundamental reco-
nocido en nuestra Carta Magna como lo es el de la libertad
religiosa.

Artículo 102.

A. (…)

B. (…)

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servi-
dor público está obligado a responder las recomendaciones
que les presenten estos organismos. Cuando las recomen-
daciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las
autoridades o servidores públicos, estos deberán fundar,
motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de
Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las
legislaturas de las entidades federativas, según correspon-
da, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las au-
toridades o servidores públicos responsables para que com-
parezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que
expliquen el motivo de su negativa.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos electorales y jurisdiccionales.

(…)

Las Constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal establecerán y garantizarán la auto-
nomía de los organismos de protección de los derechos hu-
manos.

(…)

(…)

La elección del titular de la presidencia de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como de integrantes
del Consejo Consultivo, y de titulares de los organismos de
protección de los derechos humanos de las entidades fede-
rativas, se ajustarán a un procedimiento de consulta públi-

ca, que deberá ser transparente, en los términos y condi-
ciones que determine la ley.

(…)

(…)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar hechos que constituyan violaciones graves de de-
rechos humanos cuando así lo juzgue conveniente o lo pi-
diere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las
entidades federativas.

El desarrollo y desahogo del procedimiento corresponderá
al Consejo Consultivo, cuya decisión se adoptará por el vo-
to de las dos terceras partes de sus integrantes. Ninguna au-
toridad podrá negar la información que se le requiera. La
Comisión mantendrá la reserva de la información que se le
proporcione con ese carácter. Cuando así proceda, presen-
tará las denuncias ante la autoridad competente.

En el párrafo octavo del artículo 102 se han incorporado al-
gunas modificaciones de forma, que no alteran el sentido
de la minuta del Senado. Se introduce el cambio de la ex-
presión “Presidente de la Comisión” por “titular de la Pre-
sidencia” con el propósito de evitar, en la medida de lo po-
sible, emplear términos en masculino; asimismo se elimina
la expresión “e informado” porque se considera que el tér-
mino “transparente” permite la obtención de información
suficiente sobre los candidatos a la designación y el proce-
dimiento de consulta pública.

Se propone que sea el Consejo Consultivo el que desarro-
lle y desahogue el procedimiento de investigación para lo
cual deberá someterse a aprobación y contar cuando menos
con el voto de las dos terceras partes de sus miembros. El
otorgar la facultad al órgano colegiado favorece el inter-
cambio de opiniones para tomar decisiones con mayores
elementos de juicio.

Resulta de gran importancia la disposición que establece
que ninguna autoridad podrá negarle información a la Co-
misión en estos casos.

Estas Comisiones Unidas, consideran fundamental recono-
cer explícitamente en la Constitución los derechos huma-
nos de las personas que se encuentran en territorio nacional
y mejorar los mecanismos para su protección.
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Por los argumentos expuestos en el cuerpo de este dicta-
men, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y
de Derechos Humanos expresan las siguientes:

Conclusiones

Primera. La Cámara de Diputados, como representante
popular ha sido sensible a la necesidad de reconocer a ni-
vel constitucional, los derechos humanos y las garantías
para su debida protección.

La aprobación de estas reformas implica la ampliación de
las garantías y libertades de las personas, en el fortaleci-
miento de los organismos e instituciones responsables de la
protección de esos derechos, y en la consolidación del sis-
tema no jurisdiccional de protección a los mismos.

La Cámara de Senadores al enriquecer la iniciativa de refor-
mas ha participado decididamente en la construcción de un
marco jurídico nacional que responde no solo a la evolución
histórica de los derechos humanos de nuestro país, sino tam-
bién al desarrollo de estos en el ámbito internacional.

De esta manera el Poder Legislativo, sienta las bases para
el desarrollo de una sociedad más igualitaria, equitativa,
justa, tolerante, solidaria, democrática y más consciente de
la necesidad de respetar los derechos como premisa para
lograr una vida armónica.

Segunda. La reforma ubica a la persona como titular de los
derechos humanos, incluidos aquellos establecidos en los
tratados internacionales celebrados por nuestro país, que
agreguen alguna garantía a la Constitución, formen parte
integrante de la misma.

La protección de los derechos humanos es uno de postula-
dos del Estado mexicano. Ningún acto de autoridad puede
estar por encima de la ley, nadie en su actuar debe apartar-
se de la ley sin recibir sanción.

El fortalecimiento de los derechos humanos requiere la ar-
monización del texto constitucional con las normas inter-
nacionales.

Tercera. En el presente dictamen se plantearon los si-
guientes objetivos fundamentales:

1. Introducir plenamente el concepto de derechos humanos
a la Constitución Mexicana.

2. Garantizar la más alta jerarquía y eficacia normativa de
los instrumentos internacionales de derechos humanos
dentro del orden jurídico mexicano.

3. Introducir expresamente los derechos humanos que no
se encontraban reconocidos en la Constitución.

4. Incorporar el principio de interpretación de los derechos
humanos de conformidad con la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internaciona-
les.

5. Fortalecer la protección de los derechos humanos reco-
nocidos por la Constitución a la luz del derecho internacio-
nal.

6. Reforzar las garantías y los mecanismos de protección
de los derechos humanos.

7. Establecer una clara definición de cómo y en qué cir-
cunstancias se puede declarar la restricción o suspensión de
derechos humanos y cuáles deben permanecer sin tocar.

8. Incorporar la enseñanza de los derechos humanos en la
educación, su respeto en el sistema penitenciario y su
orientación en la política exterior.

9. Fortalecer a la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos en sus facultades de investigación de violaciones
graves.

10. Obligar a los servidores públicos a que justifiquen su
negativa a aceptar las recomendaciones de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos o el incumplimiento de
las mismas.

11. Brindar garantías a los extranjeros contra su expulsión
arbitraria.

Cuarta. Las propuestas de reformas incorporadas en el
presente dictamen parten de las formuladas por las y los le-
gisladores de diversos partidos políticos, de las aportacio-
nes presentadas por diversos grupos de la sociedad civil,
los trabajos de la Comisión Ejecutiva de Negociación y
Construcción de Acuerdos del Congreso de la Unión en el
grupo de Garantías Sociales y el trabajo coordinado por la
Oficina en México de la Alta Comisionada de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos con integrantes de la
academia y organizaciones no gubernamentales, así como



por las aportaciones que hizo llegar la Comisión de Dere-
chos Humanos del Distrito Federal.

Por los argumentos antes señalados las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Derechos Humanos, so-
meten a la consideración de la Honorable Asamblea de la
Cámara de Diputados el siguiente:

Dictamen con proyecto de decreto que modifica la de-
nominación del Capítulo I del Título Primero y reforma
diversos artículos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos

Artículo único. Se reforma la denominación del Capítulo
I del Título Primero; el primero y quinto párrafos del artí-
culo 1; el segundo párrafo del artículo 3°; el primer párra-
fo del artículo 11; el artículo 15; el segundo párrafo del ar-
tículo 18, el primer párrafo del artículo 29; el primer
párrafo del artículo 33, la fracción X del artículo 89; el se-
gundo párrafo del artículo 97; el segundo y tercer párrafos
del apartado B del artículo 102, y el inciso g) de la fracción
II del artículo 105; se adicionan dos nuevos párrafos se-
gundo y tercero, al artículo 1º, recorriéndose los actuales
en su orden; un nuevo párrafo segundo al artículo 11; los
párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto al artículo 29; un
nuevo párrafo segundo al artículo 33, recorriéndose el ac-
tual en su orden; y los nuevos párrafos quinto, octavo, dé-
cimo primero y décimo segundo al artículo 102, apartado
B, recorriéndose los actuales en su orden, todos ellos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Título Primero

Capítulo I
De los Derechos Humanos y sus garantías

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantí-
as para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

(…)

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

Artículo 3. (…)

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fo-
mentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los
derechos humanos y la conciencia de la solidaridad inter-
nacional, en la independencia y en la justicia.

I a VIII. (…)

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en la
República, salir de ella, viajar por su territorio y mudar de
residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte,
salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio
de este derecho estará subordinado a las facultades de la
autoridad judicial, en los casos de responsabilidad criminal
o civil, y a las de la autoridad administrativa, por lo que to-
ca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigra-
ción, inmigración y salubridad general de la República, o
sobre extranjeros perniciosos residentes en el país.

En caso de persecución, por motivos de orden político, to-
da persona tiene derecho de solicitar asilo; por causas de
carácter humanitario se recibirá refugio. La ley regulará
sus procedencias y excepciones.

Artículo 15. No se autoriza la celebración de tratados para
la extradición de reos políticos, ni para la de aquellos de-
lincuentes del orden común que hayan tenido en el país
donde cometieron el delito, la condición de esclavos; ni de
convenios o tratados en virtud de los que se alteren los de-
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rechos humanos reconocidos por esta Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte.

Artículo 18. (…)

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del
respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacita-
ción para el mismo, la educación, la salud y el deporte co-
mo medios para lograr la reinserción del sentenciado a la
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando
los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres com-
purgarán sus penas en lugares separados de los destinados
a los hombres para tal efecto.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación grave
de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la socie-
dad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titu-
lares de las Secretarías de Estado y la Procuraduría Gene-
ral de la República y con la aprobación del Congreso de la
Unión o de la Comisión Permanente cuando aquel no estu-
viere reunido, podrá restringir o suspender en todo el país
o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las
garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y
fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo por un tiem-
po limitado, por medio de prevenciones generales y sin que
la restricción o suspensión se contraiga a determinada per-
sona. Si la restricción o suspensión tuviese lugar hallándo-
se el Congreso reunido, éste concederá las autorizaciones
que estime necesarias para que el Ejecutivo haga frente a la
situación; pero si se verificase en tiempo de receso, se con-
vocará de inmediato al Congreso para que las acuerde. 

En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discrimina-

ción, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vi-
da, a la integridad personal, a la protección a la familia, al
nombre, a la nacionalidad; los derechos de la niñez; los de-
rechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia
y de profesar creencia religiosa alguna; el principio de le-
galidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muer-
te; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la pro-
hibición de la desaparición forzada y la tortura; ni las
garantías judiciales indispensables para la protección de ta-
les derechos.

La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y
garantías debe estar fundada y motivada en los términos es-
tablecidos por esta Constitución y ser proporcional al peli-
gro a que se hace frente, observando en todo momento los
principios de legalidad, racionalidad, proclamación, publi-
cidad y no discriminación.

Cuando se ponga fin a la restricción o suspensión del ejer-
cicio de los derechos y garantías, bien sea por cumplirse el
plazo o porque así lo decrete el Congreso, todas las medi-
das legales y administrativas adoptadas durante su vigencia
quedarán sin efecto de forma inmediata. El Ejecutivo no
podrá hacer observaciones al decreto mediante el cual el
Congreso revoque la restricción o suspensión.

Los decretos expedidos por el Ejecutivo durante la restric-
ción o suspensión, serán revisados de oficio e inmediata-
mente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la que
deberá pronunciarse con la mayor prontitud sobre su cons-
titucionalidad y validez.

Artículo 33. Son personas extranjeras las que no posean
las calidades determinadas en el artículo 30 constitucional
y gozarán de los derechos humanos y garantías que reco-
noce esta Constitución.

El Ejecutivo de la Unión, previa audiencia, podrá expulsar
del territorio nacional a personas extranjeras con funda-
mento en la ley, la cual regulará el procedimiento adminis-
trativo, así como el lugar y tiempo que dure la detención.

(…)

Artículo 89. (…)

I. a IX. (…)

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, así como terminar, denunciar, suspender,



modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndo-
los a la aprobación del Senado. En la conducción de tal
política, el titular del Poder Ejecutivo observará los si-
guientes principios normativos: la autodeterminación de
los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de
controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de
la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad
jurídica de los Estados; la cooperación internacional pa-
ra el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de
los derechos humanos y la lucha por la paz y la seguri-
dad internacionales;

XI a XX. (…)

Artículo 97. (…)

La Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá solicitar
al Consejo de la Judicatura Federal que averigüe la con-
ducta de algún juez o magistrado federal.

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 102.

A. (…)

B. (…)

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formu-
larán recomendaciones públicas, no vinculatorias, denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas. Todo servi-
dor público está obligado a responder las recomendaciones
que les presenten estos organismos. Cuando las recomen-
daciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por las
autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar,
motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de

Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las
legislaturas de las entidades federativas, según correspon-
da, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las au-
toridades o servidores públicos responsables para que com-
parezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que
expliquen el motivo de su negativa.

Estos organismos no serán competentes tratándose de
asuntos electorales, y jurisdiccionales.

(…)

Las Constituciones de los Estados y el Estatuto de Gobier-
no del Distrito Federal establecerán y garantizarán la auto-
nomía de los organismos de protección de los derechos hu-
manos.

(…)

(…)

La elección del titular de la presidencia de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como de los inte-
grantes del Consejo Consultivo, y de titulares de los orga-
nismos de protección de los derechos humanos de las
entidades federativas, se ajustarán a un procedimiento de
consulta pública, que deberá ser transparente, en los térmi-
nos y condiciones que determine la ley.

(…)

(…)

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá in-
vestigar hechos que constituyan violaciones graves de de-
rechos humanos cuando así lo juzgue conveniente o lo pi-
diere el Ejecutivo Federal, alguna de las Cámaras del
Congreso de la Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe
de Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las
entidades federativas.

El desarrollo y desahogo del procedimiento corresponderá
al Consejo Consultivo, cuya decisión se adoptará por el vo-
to de las dos terceras partes de sus integrantes. Ninguna au-
toridad podrá negar la información que se le requiera.  La
Comisión mantendrá la reserva de la información que se le
proporcione con ese carácter. Cuando así proceda, presen-
tará las denuncias ante la autoridad competente.
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Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excep-
ción de las que se refieran a la materia electoral y a lo
establecido en el artículo 46 de esta Constitución, se
susciten entre:

a - k) (…)

(…)

(…)

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan
por objeto plantear la posible contradicción entre una
norma de carácter general y esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha
de publicación de la norma, por:

a - f) (…)

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
en contra de leyes de carácter federal, estatal y del
Distrito Federal, así como de tratados internaciona-
les celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados
por el Senado de la República, que vulneren los de-
rechos humanos consagrados en esta Constitución y
en los tratados internacionales de los que México sea
parte. Asimismo, los organismos de protección de
los derechos humanos equivalentes en los estados de
la República, en contra de leyes expedidas por las le-
gislaturas locales y la Comisión de Derechos Huma-
nos del Distrito Federal, en contra de leyes emitidas
por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

(…)

(…)

(…)

III. (…)

(…)

(…)

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artí-
culo 1 constitucional sobre reparación deberá ser expedida
en un plazo máximo de un año contado a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto.

Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucio-
nal sobre el asilo, deberá ser expedida en un plazo máximo
de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de es-
te decreto.

Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Regla-
mentaria del Artículo 29 Constitucional en materia de sus-
pensión del ejercicio de los derechos y las garantías, en un
plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la
vigencia de este decreto.

Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Regla-
mentaria del artículo 33 constitucional, en materia de ex-
pulsión de extranjeros en un plazo máximo de un año con-
tado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. En
tanto se expida la ley referida, este artículo se seguirá apli-
cando en los términos del texto vigente.

Sexto. Los casos previstos en el segundo párrafo del artí-
culo 97 constitucional, que estén pendientes de resolución
al momento de entrar en vigor la reforma, los continuará
desahogando la Suprema Corte de Justicia de la Nación
hasta su conclusión.

Séptimo. En lo que se refiere al Apartado B del artículo
102 constitucional y a la autonomía de los organismos lo-
cales de derechos humanos, las legislaturas locales deberán
realizar las adecuaciones que correspondan en un plazo
máximo de un año contados a partir del inicio de la vigen-
cia de este Decreto.

Octavo. El Congreso de la Unión adecuará la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos en un plazo
máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigen-
cia de este decreto.

Noveno. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.



Notas:

1 http://www.cidh.org/asilo.htm

2 http://www.cidh.org/annualrep/84.85sp/cap.5.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 13 de diciembre de
2010.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Juventino
Castro y Castro (rúbrica), presidente; Nazario Norberto Sánchez (rú-
brica), Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica), Reginaldo Rivera de
la Torre (rúbrica), Francisco Saracho Navarro (rúbrica), Héctor Gue-
vara Ramírez (rúbrica), Gustavo González Hernández (rúbrica), Carlos
Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Guillermo Cueva Sada (rúbrica), Jai-
me Fernando Cárdenas Gracia (rúbrica en lo general), secretarios; Jo-
sé Luis Jaime Correa, Ma. Dina Herrera Soto (rúbrica), Rafael Rodrí-
guez González, José Ricardo López Pescador (rúbrica), Felipe Solís
Acero (rúbrica), Guadalupe Pérez Domínguez (rúbrica), Rolando Ro-
drigo Zapata Bello, Justino Eugenio Arraiga Rojas, Morelos Jaime
Carlos Canseco Gómez, Fermín Gerardo Alvarado Arroyo (rúbrica),
Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica), Emilio Chuayffet Chemor
(rúbrica), Fernando Ferreyra Olivares (rúbrica), Diva Hadamira Gasté-
lum Bajo, Víctor Alejandro Balderas Vaquera, Mario Alberto Becerra
Pocoroba, Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Sonia Mendoza Díaz
(rúbrica), Camilo Ramírez Puente (rúbrica).

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Jesús Alfonso Na-
varrete Prida (rúbrica), presidente; Sabino Bautista Concepción, Jaime
Flores Castañeda, Diva Hadamira Gastélum Bajo, Clara Gómez Caro,
Rosa Adriana Díaz Lizama (rúbrica), Rosi Orozco (rúbrica), Enoé
Margarita Uranga Muñoz (rúbrica), secretarios; Velia Idalia Aguilar
Armendáriz, María del Rosario Brindis Álvarez, Yulenny Guylaine
Cortés León (rúbrica), Sami David David, Margarita Gallegos Soto,
Martín García Avilés (rúbrica), Lizbeth García Coronado (rúbrica),
Juan Pablo Jiménez Concha, Noé Fernando Garza Flores, Héctor Her-
nández Silva, Yolanda del Carmen Montalvo López (rúbrica), Salvador
Caro Cabrera (rúbrica), Silvia Esther Pérez Ceballos (rúbrica), Teresa
Guadalupe Reyes Sahagún, Aránzazu Quintana Padilla (rúbrica), Glo-
ria Romero León (rúbrica), Florentina Rosario Morales (rúbrica), Jai-
me Sánchez Vélez, María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica), Guadalu-
pe Valenzuela Cabrales (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño
(rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION 
DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
«Dictamen de la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con proyecto de decreto que expide la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad

Honorable Asamblea:

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 39, 40 y 45 nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; 38 y 40 del Acuerdo
de la Conferencia para la Dirección y Programación de los
Trabajos Legislativos, por el que se Establecen las Normas
Relativas al Funcionamiento de las Comisiones y Comités
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía el siguiente dictamen, de acuerdo con los si-
guientes:

I. Antecedentes

Primero. El presente dictamen comprendió el análisis, es-
tudio y dictamen de las Iniciativas de Reformas a la Ley
General de las Personas con Discapacidad, presentadas por
Legisladoras y Legisladores de diversos grupos parlamen-
tarios durante las LX y LXI Legislaturas de la Cámara de
Diputados, mismas que a continuación se enlistan.

a) La siputada Rubí Laura López Silva, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentó el
martes 19 de diciembre de 2006, iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma la fracción III del artículo 10
y adiciona el artículo 37 de la Ley General de las Perso-
nas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y
elaboración del dictamen correspondiente.

b) La diputada Silvia Emilia Degante Romero, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó
el jueves 25 de octubre de 2007 iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 31 y 32 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.
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c) La diputada María Esperanza Morelos Borja, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el martes 31 de octubre de 2007 iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8 de la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

d) El diputado Jorge Quintero Bello, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó el lunes
12 de noviembre de 2007 iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma la fracción XIV del artículo 10, y adi-
ciona las fracciones IV del artículo 15 y VI del artículo
17 de la Ley General de las Personas con Discapacidad,
la cual fue turnada a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, para su estudio y elaboración del dictamen
correspondiente.

e) La diputada María Esperanza Morelos Borja, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el martes 20 de noviembre de 2007 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del
artículo 1, la fracción V del artículo 9, la fracción VIII
del artículo 10, la fracción VIII del articulo 30; y se adi-
ciona el inciso i) del artículo 5, y la fracción XI del ar-
tículo 7 de la Ley General de las Personas con Discapa-
cidad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

f) La diputada Silvia Emilia Degante Romero y el Di-
putado Francisco Antonio Fraile García, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, presentaron el
martes 20 de noviembre de 2007 iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona los artículos 1o.,
las fracciones IV, V, XI, XII, XIII, del artículo 2o., 3, 4,
5, 6, 6 Bis, 7, 7 Bis, 8, fracción VII del artículo 9, 9 Bis,
10, 10 Bis, 13, 13 Bis, 13 Ter, 14, 15, 15 Bis, 16, frac-
ciones VI y VII del artículo 17, 17 Bis, 18, 18 Bis, 19,
21, 21 Bis, 22,23,24 Bis, 24 Ter, 24 Quáter, 28, 29, frac-
ciones XIX a XXIII del artículo 29 y 31 de la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad, la cual fue tur-
nada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para su estudio y elaboración del dictamen correspon-
diente.

g) El diputado Arnulfo Elías Cordero Alfonzo, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, presentó el jueves 3 de abril de 2008 iniciativa con

proyecto de decreto que reforma los artículos 2o., pá-
rrafo XI, el 6o. párrafo I, II y III, y el 7o., párrafo II, III
y IX de la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

h) El diputado Jorge Godoy Cárdenas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Convergencia, presentó el jueves
17 de abril de 2008 iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un inciso XI Bis al artículo 2 del Titulo Pri-
mero Capítulo Único y se modifican los artículos 13, 15
fracción III y el artículo 16 del Capítulo IV Titulo Se-
gundo de la Ley General de las Personas con Discapa-
cidad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

i) El diputado Miguel Ángel Peña Sánchez, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó el miércoles 30 de abril de 2008 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículo 7, 17, 18, 19, 21 y 22 la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

j) El diputado Eduardo Elías Espinosa Abuxapqui, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentó el martes 7 de octubre de 2008 inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 1o.,
las fracciones IX y XI del artículo 2o., los artículos 3o.
y 4o., los incisos c), d), y g) del artículo 5o., el artículo
6o., las fracciones I, II, III, y IV del artículo 6o., el artí-
culo 7o., las fracciones I, II, IV, VI y XI del artículo 7o.,
los artículos 8o., y 9o., las fracciones I, II, IV, V, y VI
del artículo 9o., el artículo 10, las fracciones I, II, III, IV,
VI, VII, VIII, IX, X, XI, y XIII del artículo 10, el artí-
culo 12, el artículo 13, el artículo 14, el artículo 15, las
fracciones I y II del artículo 15, el artículo 17, las frac-
ciones I, II y IV del artículo 17, el artículo 18, la deno-
minación del capítulo VI, el artículo 19, las fracciones I,
III, V, VI, VIII y IX del artículo 19, el artículo 20, la de-
nominación del Capítulo VII, el artículo 21, el artículo
22, las fracciones I y II del artículo 22, y el artículo 23;
y adiciona las fracciones XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, y
XX al artículo 2o., los incisos i), j), k), l), m), y n) al ar-
tículo 5o., las fracciones VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV, y XVI al artículo 6o., las fracciones XII
y XIII al artículo 7o., la fracción VII al artículo 9, la



fracción XV al artículo 10, las fracciones I, II y III al ar-
tículo 13, el artículo 19 Bis, la fracción IV del artículo
23, el artículo 23 Bis, el título tercero, los artículos 29,
30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44,
45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, el título cuar-
to, y el artículo 56; y se derogan la fracción VI del artí-
culo 2o., la fracción II del artículo 19, el título tercero y
el título cuarto de la Ley General de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

k) Los integrantes de la Quincuagésima Quinta Legisla-
tura del Congreso del Estado Libre y Soberano de Coli-
ma, presentaron el jueves 12 de marzo de 2009 iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma la fracción XI,
del artículo 2o. de la Ley General para las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

l) La diputada María Victoria Gutiérrez Lagunes, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el miércoles 18 de marzo de 2009 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 29 y adicio-
na la fracción XIX al artículo 30 de la Ley General pa-
ra las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su
estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

m) La diputada Beatriz Collado Lara, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó el jue-
ves 30 de abril de 2009 iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona el inciso j) al artículo 5 y reforma la
fracción IV del artículo 6 y la fracción VIII del artículo
30 de la Ley General para las Personas con Discapaci-
dad, la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

n) La diputada María Joann Novoa Mossberger, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó el jueves 15 de octubre de 2009 iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos: 1, primer y
segundo párrafo; 2, fracción XI; 4; 7, fracciones V, VI,
y X; 10, primer párrafo, y fracciones III, IV, V, VII y
XIV; 11, primer párrafo; 18 y 19 fracciones, I y II; y adi-
ciona un último párrafo al artículo 18 de la Ley General
de las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a

la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su
estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

o) Los diputados federales por Coahuila Rubén Moreira
Valdez, Francisco Saracho Navarro, Hugo Héctor Mar-
tínez González, Miguel Ángel Riquelme Solís, Héctor
Fernández Aguirre, Héctor Franco López, Tereso Medi-
na Ramírez, Melchor Sánchez de la Fuente, en voz de la
Diputada Hilda Esthela Flores Escalera, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el jueves 10 de diciembre de 2009 iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona una fracción VI
al artículo 6 y una fracción XIX al artículo 30 de la Ley
General de las Personas con discapacidad, la cual fue
turnada a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para su estudio y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

p) Las diputadas Tomasa Vives Preciado y Sonia Men-
doza Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentaron el jueves 4 de febrero de 2010
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 29; 30, fracciones I, II, IV, VI, VIII y X; 31; 32; y
35; y adiciona las fracciones XIX, XX, XXI, XXII y un
último párrafo al artículo 30 de la Ley General de las
Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estu-
dio y elaboración del dictamen correspondiente.

q) La diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, presentó el martes 23 de febrero de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto por el que se abroga la Ley Ge-
neral de las Personas con Discapacidad y se crea la Ley
General para la Integración Social de las Personas con
Discapacidad, la cual fue turnada a la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio y ela-
boración del dictamen correspondiente.

r) Las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Daniela
Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el miércoles 28 de abril de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 1o. pá-
rrafo segundo, artículo 2o. y las fracciones IV, VII, VIII,
IX, XI, XIII, artículo 3o., artículo 4o., artículo 5o. inci-
sos d), artículo 6o. y las fracciones I, II, III, IV, V, artí-
culo 7o. y las fracciones I, II, II, IV, V, VI, VII, VIII, X,
XI, artículo 8o., la denominación del capítulo II; el artí-
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culo 9o. y las fracciones I, II, V, y VI, artículo 10 y las
fracciones I, II, III, IV, VI, VII, VIII, X, XI, XIII, artí-
culo 11 párrafo cuarto, artículo 12, artículo 13, artículo
14, la denominación del capítulo IV; el artículo 15 y las
fracciones I, II, artículo 16, artículo 17 y las fracciones
I, II, y III, artículo 18, la denominación del capítulo VI;
el artículo 19 y las fracciones I, III, V, VIII, artículo 20,
la denominación del capítulo VII; el artículo 21, artícu-
lo 22 y las fracciones II, III, artículo 23 y la fracción III,
artículo 24, artículo 25, artículo 28, la denominación del
Título Tercero, artículo 29, artículo 30 y las fracciones
I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV,
XV, XVI, XVII y XVIII, artículo 31 y las fracciones I,
II, III, IV, V, VI, y VII, los párrafos 1o. y 2o. del artícu-
lo 31, artículo 32, artículo 33, artículo 34, la denomina-
ción del capítulo II del Título Tercero; el artículo 35, ar-
tículo 36; y adiciona las fracciones I-Bis, III-Bis, y
III-Ter al artículo 2o., los incisos j), k), l), m) al artícu-
lo 5o., las fracciones VI, VII, y VIII al artículo 6o., las
fracciones XI y XII al artículo 7o., el artículo 7o.-Bis,
las fracciones VII, VIII y IX al artículo 9o., las fraccio-
nes XV, XVI y XVII al artículo 10, las fracciones I, y II
al artículo 13, la fracción IV al artículo 15, la fracción
VI al artículo 17, el artículo 19-Bis, el artículo 19-Ter,
la fracción IV al artículo 22, las fracciones IV, V y VI al
artículo 23, el artículo 23-Bis, el artículo 28-Bis, el artí-
culo 29-A, el artículo 29-B, el artículo 29-C, las frac-
ciones XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XIV, XV al artícu-
lo 30, el artículo 30-A, las fracciones IX, X, XI y XII al
artículo 31, el párrafo tercero. al artículo 31, el artículo
31-A, el artículo 34-A, el artículo 34-B, los artículos 35-
A, 35-B, 35-C, 35-D, 35-E, 35-F, 35-G, 35-H, 35-I, 35-
J, 35-K; el artículo 35-L, y el capítulo III al Título Ter-
cero; y deroga la fracción IX del artículo 7o. y la
fracción II del artículo 19 de la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, la cual fue turnada a la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

s) Los legisladores Guillermo Tamborrel Suárez, María
Joann Novoa Mossberger, Yolanda del Carmen Montal-
vo López, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana Elia Pa-
redes Arciga, Laura Margarita Suárez González, María
Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Cabra-
les, Emma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y
Pacheco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional e integrantes de la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables de ambas Cámaras, presentaron el
Jueves 6 de Mayo de 2010 iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 1, 2 fracciones I, IV, V,

IX, XI, XIII, 3, 4, 5 en todos sus incisos, 6 y todas sus
fracciones, 7 y todas sus fracciones, 8, 9 y sus fraccio-
nes I, II, y V, 10 y sus fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII,
VIII, XI y XIV, 13, 14, 15 en su fracción II, 16, 17 y to-
das fracciones, 18, 19 en sus fracciones I, II, IV, V, VI,
VIII incisos b) y c), 20, 21, 22 fracciones II y III, 23
fracción III, 24, 28, 29, 30 en sus fracciones II, III, IV,
VI, VII, XII, XV y XVII, 31, 35 en su primer párrafo;
adiciona las fracciones XV a la XXVI al artículo 2, los
incisos j) y k) al artículo 5, las fracciones VI y VII al ar-
tículo 6, un segundo párrafo al artículo 8, las fracciones
VII y VIII al artículo 9, los párrafos cuarto y quinto al
artículo 13, la fracción VI al artículo 17, un segundo pá-
rrafo al artículo 21 recorriéndose el subsecuente para
pasar a ser tercer párrafo, la fracción IV al artículo 22,
las fracciones IV, V y VI al artículo 23, un segundo pá-
rrafo a la fracción V y las fracciones XIX a XXIII del
artículo 30, un último párrafo al artículo 31, los párrafos
tercero y cuarto al artículo 35, un artículo 36 Bis; y de-
roga la fracción IX del artículo 7 de la Ley General de
las Personas con Discapacidad, la cual fue turnada a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para su es-
tudio y elaboración del dictamen correspondiente.

t) El diputado Jorge Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza, presentó el miércoles 25 de
agosto de 2010 iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 11 y adiciona un Capítulo IV al Tí-
tulo Segundo de la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad, la cual fue turnada a la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, para su estudio y
elaboración del dictamen correspondiente.

u) La diputada María Cristina Díaz Salazar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó el martes 7 de septiembre de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 3 y el tí-
tulo tercero, recorriéndose el demás articulado, de la
Ley General de las Personas con Discapacidad para cre-
ar el Instituto Nacional de las Personas con Discapaci-
dad , la cual fue turnada a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, para su estudio y elaboración del
dictamen correspondiente.

II. Metodología de análisis, estudio y dictamen

a) Los integrantes de la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos, aprobaron en sesión ordinaria del miércoles 22 de sep-
tiembre de 2010, que cada grupo parlamentario indicaría



mediante oficio dirigido a la Presidencia de la Comisión,
las iniciativas que en su caso, debían considerarse como
materia para la elaboración del presente dictamen. Al res-
pecto:

1) El Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, indico que debía considerarse la iniciativa
de la diputada Claudia Edith Anaya Mota, presentada el
martes 23 de febrero de 2010.

2) El Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, indico que debía considerarse la iniciativa
de las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Daniela
Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, presentada el
miércoles 28 de abril de 2010.

3) El Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
indico que debía considerarse la iniciativa de los legis-
ladores Guillermo Tamborrel Suárez, María Joann No-
voa Mossberger, Yolanda del Carmen Montalvo López,
Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana Elia Paredes Arci-
ga, Laura Margarita Suárez González, María Sandra
Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Cabrales, Em-
ma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y Pache-
co, presentada el Jueves 6 de Mayo de 2010, 

b) Así mismo, aprobaron considerar los preceptos de las
demás iniciativas indicadas en el apartado “I. Antece-
dentes”, a fin de enriquecer el presente dictamen.

c) A fin de facilitar el análisis, estudio y discusión de las
iniciativas presentadas, los integrantes de la Comisión
aprobaron la elaboración de un cuadro comparativo in-
tegrado por la siguiente información:

1) La Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad

2) La Ley General de las Personas con Discapacidad
vigente.

3) La iniciativa presentada por el Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, del
martes 16 de febrero de 2010.

4) La iniciativa del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, del miércoles 28 de
abril de 2010.

5) La iniciativa del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, del jueves 6 de mayo de 2010.

6) La iniciativa del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, del 27 de agosto de 2010.

d) Los integrantes de la Comisión aprobaron la consti-
tución de una Comisión de Trabajo para el análisis, es-
tudio y elaboración del dictamen correspondiente, inte-
grada por:

1) La Presidenta de la Comisión

2) Diputado representante del PRD

3) Diputado representante del PAN

4) Diputado representante del PRI

5) Diputado representante del PVEM

6) Secretario Técnico de la Comisión

7) Las diputadas o diputados integrantes de la Co-
misión interesados en los trabajos.

8) Asesores de los diputados

III. Foro Nacional de Consulta

a) Con el propósito de cumplir con lo establecido por la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad en su artículo 4º, relativa a la participación y
consulta a las personas con discapacidad en las decisiones
administrativas o legislativas que se desarrollen institucio-
nalmente, los días 23 y 24 de noviembre de 2010, la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables llevó a cabo el
Foro Nacional de Consulta “Los Derechos del siglo XXI
para las Personas con Discapacidad”, en el cual participa-
ron personas con discapacidad y representantes de organis-
mos públicos, privados y sociales.

b) Las propuestas presentadas durante el foro, han sido
consideradas para el análisis y en su caso, incorporadas al
presente dictamen.

IV. Contenido de las Iniciativas

Primera. La diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
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ca, presentó el martes 23 de febrero de 2010 iniciativa con
proyecto de decreto por el que se abroga la Ley General de
las Personas con Discapacidad y se crea la Ley General pa-
ra la Integración Social de las Personas con Discapacidad
y de su exposición de motivos se destacan las siguientes
consideraciones y propuestas.

1) Considera que la prohibición de la no discriminación
posee, por lo menos, dos ámbitos de aplicación suma-
mente importantes: por un lado, el de la restricción diri-
gida a las autoridades gubernamentales, consistente en
que éstas no podrán privilegiar a determinados grupos
por considerarlos superior, o bien, no podrán limitar los
derechos de otros, por considerarlos en una situación de
inferioridad; y por otro, se desprende una regulación de
las relaciones entre particulares, quienes deberán tener
un trato igualitario entre ellos.

2) Considera además, que el derecho a la igualdad y a la
no discriminación, reconoce que las personas con disca-
pacidad deben tener la posibilidad de ejercer sus dere-
chos ciudadanos, económicos, culturales, sociales, etc.,
y pese a que existen numerosas declaraciones interna-
cionales y nacionales formuladas con el fin de garanti-
zar que las personas con discapacidad disfruten de los
mismos derechos que el resto de la ciudadanía, el acce-
so de éstas a bienes y servicios, que deben estar al al-
cance de cualquier persona, se efectúa con mayor difi-
cultad.

3) Así mismo, considera apremiante la necesidad de es-
tablecer expresamente determinados derechos que les
permitan salir de su situación de desventaja social y así,
lograr su inclusión en la sociedad y su desarrollo perso-
nal pleno y para el cumplimiento del principio de no dis-
criminación, el Estado debe realizar políticas públicas
que promuevan las condiciones necesarias para que la
igualdad de los individuos y los grupos en que estos se
integran sean reales y efectivas.

4) Propone la creación de una ley en la que se reconoz-
can no sólo los derechos que las personas con discapa-
cidad tienen frente a las autoridades Estatales; sino tam-
bién, los efectos horizontales que estos derechos
fundamentales producen frente a los particulares, ya que
considera, debemos reconocer que la discriminación y
la exclusión de la que han sido objeto, se origina no só-
lo en el seno de la legislación, sino que, tiene su raíz en
la sociedad, por lo cual, es necesario crear un cambio de
visión al respecto.

5) Considera la necesidad de armonizar la legislación
federal y estatal con las disposiciones contenidas en los
instrumentos internacionales, como la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la
propia Constitución Política que nos rige.

6) La iniciativa reconoce, como lo establece la Conven-
ción sobre los derechos de las personas con discapaci-
dad, que este grupo social tiene el derecho de vivir den-
tro de una comunidad, gozando de las mismas
oportunidades que el resto de hombres y mujeres; que
haga énfasis en la necesidad de desarrollar medidas que
les permitan vivir de manera independiente, a través de
la identificación y eliminación de obstáculos y barreras
que impidan la concreción efectiva de dichas garantías.

7) Considera lo previsto en la Convención Interameri-
cana para la Eliminación de todas las formas de discri-
minación contra las Personas con Discapacidad, que es-
tipula en su artículo III, numeral 1, que los Estados se
comprometen a “adoptar las medidas de carácter legis-
lativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra ín-
dole, necesarias para eliminar la discriminación contra
las personas con discapacidad y propiciar su plena inte-
gración en la sociedad, incluidas medidas para eliminar
progresivamente la discriminación y promover la inte-
gración por parte de las autoridades gubernamentales
y/o entidades privadas en la prestación o suministro de
bienes, servicios, instalaciones, programas y activida-
des, tales como el empleo, el transporte, las comunica-
ciones, la vivienda, la recreación.. etc.”

8) Señala que en el mundo existen alrededor de 650 mi-
llones de personas que viven con algún tipo de discapa-
cidad, lo que equivale al 10% de la población mundial,
y para el caso de México, considera necesario que el
Instituto Nacional de Geografía y Estadística construya
indicadores precisos que nos permitan conocer el núme-
ro de personas con discapacidad que habitan en el país
y las distintas tipologías de la misma, para estar en po-
sibilidades de implementar políticas públicas dirigidas a
las necesidades específicas de este sector de la pobla-
ción.

9) Destaca que en el ámbito del derecho al acceso labo-
ral, organismos internacionales han hecho claros pro-
nunciamientos respecto a la exclusión que las personas
con discapacidad, como la Organización Internacional
del Trabajo (OTI), que en su informe para el Día Inter-
nacional de las Personas con Discapacidad del año



2008, señaló que del total de personas con discapacidad
que existen en el mundo, 470 millones están en edad de
trabajar, pero deben enfrentar empleos de bajo nivel y
bajo ingreso, dificultades de acceso al lugar de trabajo y
estar expuestos a los prejuicios de sus colegas, emplea-
dores y la sociedad en general.

10) Sustenta la necesidad de una nueva Ley, conside-
rando el diagnóstico del Programa Nacional para el
Desarrollo de las Personas con Discapacidad, que seña-
la entre otras condiciones, las siguientes:

- Entre las personas más pobres del mundo, una de
cada cinco es una persona con discapacidad.

- Más de la mitad de las personas con discapacidad
no reciben ingresos y casi el 20%, percibe menos de
un salario mínimo.

- Las personas con discapacidad ocupan el tercer lu-
gar como grupo social que se siente más desprotegi-
do y el segundo lugar como grupo social más discri-
minado.

- La discapacidad motriz es la más frecuente en la
población mexicana, ya que está presente en el
45.3% de las personas con discapacidad. En segun-
do lugar se encuentra la discapacidad de tipo visual
(26%), que incluye a las personas ciegas y a quienes
tienen debilidad visual. En tercer lugar figura la dis-
capacidad mental (16.1%), en cuarto la auditiva
(15.7%) y en quinto, la discapacidad del lenguaje
(4.9%).

- La principal causa de la discapacidad es la enfer-
medad (31.6%); en segundo lugar se encuentra la
edad avanzada (22.7%); la tercera causa de la disca-
pacidad está representada por el conjunto de anoma-
lías que se producen durante el embarazo, o por
aquellas que se presentan al momento del nacimien-
to; casi 18% a como causa un accidente o una agre-
sión violenta.

- Sólo cuatro de cada 10 personas con discapacidad
eran derechohabientes en ese momento de alguna
institución de seguridad social. El 33.4 está afiliado
al IMSS, el 5.8 al ISSSTE, a PEMEX, SEDENA O
SEMAR el 1.2, Secretaría de Salud 21.9, IMSS
Oportunidades 3.7, e Instituciones privadas 31.9% 

- El 62.6% de los niños con discapacidad entre 6 a
14 años asistía a la escuela; 35.5% de las personas
con discapacidad manifestó no tener escolaridad al-
guna y el 27.8%, que tenía primaria incompleta; pro-
medio de escolaridad en la población con discapaci-
dad es de 3.8 años. El 33% de la población con
discapacidad es analfabeta.

- De acuerdo con la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) cerca del 60% del total de las perso-
nas con discapacidad en edad de trabajar están de-
sempleadas; la tasa de participación económica en la
población con discapacidad es sólo de 25%; el gru-
po de edad con mayor participación económica es el
de 40 a 44 años, en el cual el 45.3% es población
económicamente activa; el 43.9% son empleados u
obreros, el 9.9 jornaleros o peones, el 2.5 patrones,
33,3 trabaja por su cuenta, y el 6.4 trabaja sin pago;
13.9%. de los que trabajan no percibían ningún in-
greso, 22.9% de la población con discapacidad reci-
bía menos de un salario mínimo; del total de la po-
blación con discapacidad ocupada, cerca de la mitad
no tenía ningún nivel de instrucción o no había ter-
minado la primaria, menos del 8% tenía un nivel de
instrucción superior o de postgrado.

11) La iniciativa propone abrogar la actual Ley General
de las Personas con Discapacidad, en virtud de conside-
rar que sus disposiciones no han sido aplicadas por las
instancias responsables de ejecutarlas, y a casi 5 años de
vigencia, ésta no cuenta con un reglamento que detalle
la manera en la que se ejecutará su contenido.

12) Propone la expedición de la Ley General para la In-
tegración Social de las Personas con Discapacidad, que
conste de cuatro títulos: disposiciones generales, dere-
chos fundamentales de las personas con discapacidad, el
sistema nacional para integración social de las personas
con discapacidad y la distribución de competencias.

13) El título primero define la filosofía de la Ley, al se-
ñalar que es objeto de ésta: “garantizar el desarrollo in-
tegral de las personas con discapacidad, de manera ple-
na y autónoma, de acuerdo con sus capacidades”,
proponiendo así, una visión alejada del modelo médico-
asistencialista. Propone además que este objeto se al-
cance mediante políticas públicas que observen los si-
guientes principios: igualdad, no discriminación,
respeto, libertad y autonomía, accesibilidad universal,
igualdad de oportunidades, normalización, participa-
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ción, transversalidad y responsabilidad pública. En este
mismo título, propone las modalidades de la discapaci-
dad y un esquema para definir la misma. Un principio
que se desarrolla en todo el cuerpo de la Ley, es la trans-
versalidad. Así mismo, define la prevención, atención y
rehabilitación las discapacidades, a fin de que sean to-
mados como ejes de acción prioritaria los ámbitos de sa-
lud, educación, trabajo, cultura y medios de comunica-
ción.

14) Partiendo de la base de dotar de capacidad jurídica
a las personas con discapacidad y de establecer meca-
nismos de exigibilidad de sus derechos, la iniciativa
propone la expedición de una serie de derechos relacio-
nados con la igualdad de oportunidades, salud, trabajo,
vivienda, accesibilidad, transporte, justicia, cultura, re-
creación, deporte, acceso a la información, derechos po-
líticos y exenciones fiscales.

15) Además del reconocimiento de las personas con dis-
capacidad como sujetos de derecho, considera que debe
existir dentro de la Ley, un capítulo que se encargue de
la tutela judicial de los derechos de las personas con dis-
capacidad.

16) Propone también la creación del Sistema Nacional
para la Integración Social de las Personas con Discapa-
cidad, que articule de manera transversal las políticas
públicas que se generen en la Administración Pública, a
fin de satisfacer las necesidades de las personas con dis-
capacidad, y que este integrado por 12 dependencias de
la Administración Pública Federal, representantes de los
tres Poderes de la Unión y representantes de las entida-
des federativas.

17) Propone que el Sistema sea presidido por el Secreta-
rio de Gobernación, con fundamento en la fracción XIII
Artículo 27de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal misma que señala que a la Secretaría le co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos: “Vigilar
el cumplimiento de los preceptos constitucionales por
parte de las autoridades del país, especialmente en lo
que se refiere a las garantías individuales y dictar las
medidas administrativas necesarias para tal efecto”. En
adición, propone al CONAPRED como secretario técni-
co del Sistema, con fundamento en lo establecido en el
artículo 20, fracción I de la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación, que señala “… el Consejo
tendrá las atribuciones siguientes: I. Diseñar estrategias

e instrumentos, así como promover programas, proyec-
tos y acciones para prevenir y eliminar la discrimina-
ción”.

18) Señala que el Sistema no tendrá un impacto en las
finanzas públicas del país, ya que, las acciones deriva-
das de sus atribuciones, se realizarán con los recursos
humanos, materiales y financieros de las dependencias
y de los Poderes que la integran.

19) Propone el Programa Nacional para la Integración
Social de las Personas con Discapacidad, como el ins-
trumento rector de las políticas y estrategias de la Ad-
ministración Pública, que buscan la inclusión social y la
igualdad de oportunidades de las personas con discapa-
cidad, en el que se establecerán acciones de mediano y
corto plazo, que involucren a los tres órdenes de gobier-
no, a fin de posicionar a la inclusión de las personas con
discapacidad como una política de Estado, así como el
papel protagónico de las personas con discapacidad y de
sus organizaciones al participar en la elaboración del
Programa Nacional.

20) Propone la creación del Registro Nacional de las
Personas con Discapacidad, que este vinculado con las
modalidades y clasificación de las discapacidades, con
el objeto de contribuir a construir una radiografía fide-
digna de la realidad de las personas con discapacidad en
México.

21) Por último establece una serie de obligaciones para
los integrantes del Sistema.

Segunda. Las diputadas Yolanda de la Torre Valdez, Da-
niela Nadal Riquelme y Nely Miranda Herrera, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentaron el miércoles 28 de abril de 2010 iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad y de su exposición de motivos se destacan las siguien-
tes consideraciones y propuestas.

1) La iniciativa tiene por objeto hacer realidad una re-
forma urgente y necesaria para un amplio sector social
integrado aproximadamente por 10 millones de perso-
nas con discapacidad que enfrenta el más alto nivel de
discriminación en México registrado en 94.4% por el
Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación. Es
decir, 9 de cada 10 personas son afectadas.



2) Considera que por años las personas con discapaci-
dad han permanecido relegadas y marginadas del desa-
rrollo y que en los años recientes su situación se ha vis-
to agravada por los rezagos institucionales, la pobreza,
la falta de oportunidades o mejor atención y que dichos
factores van en aumento, porque no se observa en el Go-
bierno de la República la determinación y voluntad po-
lítica que se requieren para transformar los programas y
servicios de las instituciones, para invertir los recursos
que sean necesarios y para crear las alternativas que les
permitan atender sus discapacidades en el marco de la
salud, rehabilitación y habilitación, así como acceder a
la educación, el trabajo, el deporte, la vivienda o el
transporte.

3) Considera además, que la inclusión social de las per-
sonas con discapacidad está bloqueada por múltiples ba-
rreras físicas que limitan su derecho a desplazarse libre-
mente o está bloqueada por el flagelo social de la
discriminación, que invisible los margina y los orilla a
llevar una vida de limitaciones y frustraciones.

4) Destaca que la iniciativa representa el interés supe-
rior de brindar a millones de personas con discapacidad
y sus familias, la certeza de que es posible ofrecerles
mayores oportunidades y lograr una mejor calidad de
vida.

5) Señala que para lograr la reforma de la Ley, es nece-
sario el acuerdo y consenso con todos los grupos parla-
mentarios y que se debe buscar un marco legal que per-
mita al gobierno desarrollar más y mejores programas
sociales reconociendo los plenos derechos y combatan
con mayor efectividad los efectos de la discriminación.
Convoca a lograr que la Ley no sea letra muerta y gene-
re los beneficios, apoyos, oportunidades y servicios que
exige la población, y así mismo,

6) Considera que el Ejecutivo Federal debe adoptar con
mayor voluntad política, los compromisos contraídos
con la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad, aprobada por la Organización de las
Naciones Unidas.

7) La iniciativa sostiene que toda vez que el Estado Me-
xicano firmo y ratifico la Convención en 2007 y está vi-
gente desde hace dos años, es tiempo que defina un plan
de acción para su implementación y armonización, el
cual contribuya a lograr sus objetivos y a revisar lo que

se está haciendo bien y lo que resta por construirse para
impulsar el desarrollo y la inclusión de las personas con
discapacidad, en una sociedad que les discrimina y les
impide superarse como seres humanos. Considera rele-
vante, reconocer la necesidad de revisar y fortalecer el
trabajo de las instituciones públicas y de los organismos
sociales de y para personas con discapacidad, señalando
que se requieren entre otras cuestiones, mejorar, ampliar
y fortalecer todos los aspectos técnicos, humanos y pre-
supuestales de los programas existentes, incluyendo la
creación de nuevas políticas y programas en el marco de
la Convención, que respondan a las necesidades de la
población en las Entidades Federativas y los Munici-
pios, porque es ahí precisamente donde persisten los
problemas, rezagos y falta de servicios o apoyos.

8) La iniciativa propone que las reformas legales y la
aplicación de la Convención, deben orientar una políti-
ca de Estado para que las instituciones atiendan mejor,
con dignidad y calidad a las personas con discapacidad,
sin perder de vista que urgente fortalecer programas de
prevención que reduzcan la aparición de nuevas disca-
pacidades y nuevos casos de discapacidad.

9) Destaca, como lo señala la Convención en su artícu-
lo 4º párrafo tercero, que en el diseño de la política de
Estado y de las políticas públicas será de suma impor-
tancia la participación de los organismos sociales de y
para personas con discapacidad de todo el país, de insti-
tuciones académicas o de investigación públicas, priva-
das o sociales e incluso de personas físicas o morales,
que por su experiencia son un baluarte que el gobierno
no puede excluir o minimizar en las decisiones que pro-
picien el desarrollo e integración de las personas con
discapacidad en México.

10) Señala que la Convención representa una nueva
oportunidad para el Estado Mexicano para construir po-
líticas reales de igualdad y equidad para la atención de
la discapacidad.

11) Considera que en los últimos 30 años los mexicanos
han observado paulatinamente un proceso de reconoci-
miento y apoyo hacia la persona con discapacidad en
distintos momentos de la gestión gubernamental y de-
batir o discutir los avances institucionales es un tema
que nos debe ser útil para identificar cuáles son los
avances positivos y cuáles son las áreas donde las refor-
mas legales deben incidir para impulsar un crecimiento.
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12) También, considera urgente un diagnóstico real so-
bre la población con discapacidad a través del Censo
Nacional de Población y Vivienda que realiza el INEGI,
en el que se incluyan preguntas para identificar algunos
indicadores sobre cuántos son, donde viven y que disca-
pacidades enfrentan.

13) Considera preocupantes los datos presentados en el
Programa Nacional de Salud 2001-2006, donde la Se-
cretaria de Salud estima que cada año se producen
265,000 nuevos casos de discapacidad, por lo que la Ley
debe proporcionar los elementos suficientes para forta-
lecer o construir políticas de prevención, asistencia,
desarrollo e inclusión.

14) Cuestiona el funcionamiento del actual Consejo Na-
cional para las Personas con Discapacidad (CONADIS),
el incumplimiento del Ejecutivo Federal que no publi-
cado el Reglamento de la Ley y el retraso de nueve años
para la publicación del Programa Nacional para el Desa-
rrollo de las Personas con Discapacidad, por lo que con-
sidera necesario reestructurar a dicho organismo e in-
corporar mecanismos de transparencia.

15) Considera que el presupuesto de los programas vi-
gentes de DIF Nacional, del Instituto Nacional de Reha-
bilitación y de la Secretaria de Educación Pública, han
tenido reducciones inexplicables y así mismo identifica
cambios en las reglas de operación que limitan el presu-
puesto a las Entidades Federativas lo que repercute en la
atención a la población con discapacidad.

16) La iniciativa se fundamenta en la interpretación de
las disposiciones de la Convención.

17) Adecua el objeto de la Ley al propósito y espíritu de
la Convención, reconociendo los derechos y la instru-
mentación de acciones para garantizar su pleno ejerci-
cio;

18) Incorpora las definiciones de persona con discapa-
cidad, ajustes razonables, discriminación por motivo de
discapacidad, comunicaciones y diseño universal pre-
vistas por la Convención y adecuamos las definiciones
de Lengua de Señas Mexicana, Educación Inclusiva o
Especial.

19) Armoniza de acuerdo a la Convención los derechos
correspondientes a Salud, Educación, Trabajo y Em-
pleo, Facilidades Arquitectónicas, de Desarrollo Urbano

y de Vivienda, Transporte Público y las Comunicacio-
nes, Desarrollo, Asistencia Social y Estadística, Depor-
te, Cultura, y Turismo y Seguridad Jurídica.

20) Armoniza de acuerdo a la Convención los principios
que deben observar las políticas públicas, incluyendo la
transparencia, continuidad y transversalidad.

21) Define en el artículo 6º la obligatoriedad que tendrá
el Titular del Poder Ejecutivo Federal para aplicar ésta
Ley y la Convención y se propone que el 60% del mon-
to total del presupuesto para los programas de discapa-
cidad se distribuya a las Entidades Federativas y así
mismo se acuerde con los Gobiernos Estatales.

22) Propone la creación de un Sistema Nacional de In-
formación; y la incorporación de criterios de investiga-
ción en el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología.

23) Incorpora la disposición prevista en el artículo 4º de
la Convención, para que el Estado Mexicano en la ela-
boración de legislación y políticas, consulte y permita la
participación activa de las personas con discapacidad,
incluidos los niños y las niñas.

24) Define responsabilidades para la Secretaria de Sa-
lud, Secretaria de Educación, Secretaria de Trabajo y
Previsión Social, Secretaria de Comunicaciones y
Transportes, Secretaria de Desarrollo Social, Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática, Con-
sejo Nacional para la Cultura y las Artes, Comisión Na-
cional de Cultura Física y Deporte y la Secretaria de Tu-
rismo.

25) Propone la constitución de un organismo público,
descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio
propio que sea presidido por el Titular del Poder Ejecu-
tivo Federal.

26) Propone que el nuevo organismo se denomine Con-
sejo Nacional para el Desarrollo e Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad y que su objeto será la Coordi-
nación Institucional e Interinstitucional

27) Define que participarán en el Consejo: las Secreta-
rías de Salud, Educación, Desarrollo Social, Trabajo y
Previsión Social, Economía, Hacienda y Crédito Públi-
co, Agricultura, Ganadería y Pesca y Turismo. Así mis-
mo se invitará al Consejo Ciudadano Consultivo del
DIF, a la CNDH, al INEGI, a representantes de cada uno



de los Gobiernos de las Entidades Federativas y del Dis-
trito Federal, a 6 representantes de las personas con dis-
capacidad electos de la Asamblea Consultiva, a repre-
sentantes expertos, académicos o investigadores que
serán propuestos por el Titular del Ejecutivo Federal, a
representantes de los Presidentes Municipales y a los
Presidentes de las Comisiones de Atención a Grupos
Vulnerables de ambas Cámaras del Congreso de la
Unión.

28) Propone que el Consejo contará con un Secretario
Ejecutivo que será el Titular de la Secretaria de Salud
quien fungirá como Presidente de la Junta de Gobierno.

29) Propone que para el cumplimiento de las atribucio-
nes del Consejo, el Titular del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia DIF fungirá como titu-
lar de la Secretaría Técnica del Consejo.

30) Propone que los órganos de administración del Con-
sejo se integren por una Junta de Gobierno y una Secre-
taría Técnica.

31) Propone que el Consejo cuente con una Asamblea
Consultiva integrada por representantes de personas con
discapacidad de cada una de las Entidades Federativas
electos de acuerdo con la convocatoria pública que emi-
ta el Consejo, por 5 representantes de organizaciones
nacionales que serán electos por un Comité integrado
por el Secretario de Salud, los Presidentes de las Comi-
siones de Atención a Grupos Vulnerables del Congreso
de la Unión, el Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos y la Secretaría Técnica, así como
por 5 representantes entre expertos, académicos o in-
vestigadores que serán propuestos por el Titular del Po-
der Ejecutivo Federal.

32) La iniciativa propone que la Comisión Nacional de
Derechos Humanos sea el Mecanismo Nacional Inde-
pendiente para promover, proteger y supervisar la apli-
cación de la Convención.

33) Propone lineamientos generales para la elaboración
del Programa Nacional para el Desarrollo de las Perso-
nas con Discapacidad y que el mismo cuente con el con-
senso y aprobación de los Gobiernos de las Entidades
Federativas y del Distrito Federal y que sea publicado
en el Diario Oficial de la Federación en el primer tri-
mestre de cada año para su revisión, modificación o ra-
tificación.

34) Define que toda persona, grupo social, organizacio-
nes no gubernamentales, asociaciones o sociedades, po-
drán denunciar ante la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos o las Comisiones Estatales de Derechos
Humanos, todo hecho, acto u omisión que produzca o
pueda producir discriminación, daño o afectación a los
derechos y garantías.

35) Propone que las personas con discapacidad tengan
acceso en igualdad de circunstancias y condiciones a los
servicios que ofrecen las instituciones bancarias.

36) Define la prohibición de cualquier tipo de discrimi-
nación contra las personas con discapacidad en el otor-
gamiento de seguros de salud o de vida.

37) Propone que el Titular del Ejecutivo Federal garan-
tice la consulta y participación de las personas con dis-
capacidad y las Organizaciones, en la elaboración y
aplicación de legislación, políticas y programas, así co-
mo en la elaboración de los informes que México deben
presentar a Naciones Unidas.

38) Se define la prohibición de cualquier discriminación
en planteles, centros educativos, guarderías o del perso-
nal docente o administrativo del Sistema Educativo Na-
cional.

39) Define la prohibición de cualquier tipo de discrimi-
nación por motivo de discapacidad en la selección, con-
tratación, remuneración, tipo de empleo, reinserción,
continuidad, capacitación, liquidación, promoción pro-
fesional y condiciones de trabajo accesibles, seguras y
saludables.

40) Propone incorporar de forma gratuita al Seguro Po-
pular a la población con discapacidad.

41) Propone que las niñas y los niños con discapacidad
gozarán del derecho a la admisión gratuita y obligatoria
y recibirán atención especializada en los centros de de-
sarrollo infantil y las guarderías públicas y mediante
convenios de servicios, en guarderías privadas y que no
podrán ser condicionados en su integración a la educa-
ción inicial o preescolar.

42) Propone que los estudiantes puedan cumplir con el
requisito del servicio social, prestando apoyo a estu-
diantes o personas con discapacidad que así lo requie-
ran;
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43) Propone que en las licitaciones de concesión del ser-
vicio de transporte público aéreo, terrestre o marítimo,
las unidades e instalaciones garanticen a las personas
con discapacidad la accesibilidad para el desplazamien-
to y los servicios incluyendo especificaciones técnicas y
antropométricas, apoyos técnicos, humanos y personal
capacitado.

44) Define que los medios de comunicación implemen-
tarán obligatoriamente el uso de tecnología y, en su ca-
so, de intérpretes de la Lengua de Señas Mexicana, que
permitan a la comunidad de sordos las facilidades de co-
municación y el acceso al contenido de su programa-
ción;

45) Propone el diseño de programas para la prestación
de servicios de asistencia social, aplicándolos para per-
sonas con discapacidad en situación de pobreza, aban-
dono o marginación, incluidos servicios de capacita-
ción, asistencia financiera y servicios de cuidados
temporales, los cuales se extenderán a las regiones rura-
les y comunidades indígenas;

46) Define que la CONADE sea responsable del otorga-
miento de apoyos administrativos, técnicos, humanos y
financieros, requeridos para la práctica de actividades
físicas y deportivas a la población con discapacidad, en
sus niveles de desarrollo popular, nuevos valores, pros-
pectos, alto rendimiento de primera fuerza y juveniles,
máster y paralímpico;

47) Propone que CONACULTA apoye el derecho de las
personas con discapacidad al desarrollo de sus capaci-
dades artísticas y culturales y la protección de sus dere-
chos de propiedad intelectual;

48) Define que la Secretaria de Turismo promueva el
derecho de las personas con discapacidad para acceder
y disfrutar de los programas y servicios turísticos, re-
creativos y de esparcimiento, adaptación y accesibilidad
de las instalaciones de servicios que comprenden la in-
fraestructura para el turismo nacional;

49) Propone que las personas con discapacidad reciban
un trato digno y apropiado en los procedimientos admi-
nistrativos y judiciales en que sean parte y de forma gra-
tuita; así mismo que los órganos de derechos humanos y
de administración y procuración de justicia, brinden
asesoría, representación jurídica cuando así lo requieran
las personas con discapacidad y que cuenten con los ele-

mentos técnicos, humanos o materiales y condiciones de
accesibilidad.

50) También propone que se formulen programas de ca-
pacitación al personal adscrito y conformar un cuerpo
de especialistas, traductores, peritos o defensores de ofi-
cio, que asistan, orienten y defiendan a las personas con
discapacidad, a fin de garantizar la promoción y defen-
sa de sus derechos.

Tercera. Los legisladores Guillermo Tamborrel Suárez,
María Joann Novoa Mossberger, Yolanda del Carmen
Montalvo López, Velia Idalia Aguilar Armendáriz, Ana
Elia Paredes Arciga, Laura Margarita Suárez González,
María Sandra Ugalde Basaldúa, Guadalupe Valenzuela Ca-
brales, Emma Lucía Larios Gaxiola y Alfredo Rodríguez y
Pacheco, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional presentaron el Jueves 6 de Mayo de 2010 iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad y de su exposición de motivos se destacan las si-
guientes consideraciones y propuestas.

1) La iniciativa considera que la discapacidad debe ser
vista como parte de la naturaleza humana y no como una
condición ajena a ella y de acuerdo a cálculos de la Or-
ganización de Mundial de la Salud, cerca del diez por
ciento de la población en el mundo vive con alguna con-
dición de discapacidad, es decir más de 650 millones de
personas.

2) Considera que a nivel nacional se estima que la po-
blación de personas con discapacidad asciende aproxi-
madamente a poco más de 9 millones de personas y en
el ámbito laboral apenas el 25 por ciento del total de las
personas con discapacidad en edad para laborar se en-
cuentran económicamente activas u ocupadas en alguna
actividad. Así mismo señala que las niñas y niños con
discapacidad están impedidos para acceder a una educa-
ción integral pues se menciona que el 90 por ciento de
ellos no asiste a la escuela.

3) Considera que las anteriores situaciones, implican la
necesidad de llevar a cabo acciones contundentes que
propicien mejores condiciones para el cumplimiento de
los derechos de las personas con discapacidad y que ha
sido en la última década donde se han empezado a ma-
terializar esfuerzos en beneficio de ese sector de pobla-
ción con un rigor mayor que en los anteriores años.



4) Considera que a partir del año 2000 se reconoce la
ausencia de condiciones a favor de las personas con dis-
capacidad, que derivaron en la creación de estructuras
gubernamentales y programas de mediano y largo al-
cance.

5) Considera que en los últimos diez años las personas
con discapacidad pasaron de ser sujetos de caridad a ser
verdaderos sujetos de derechos, tal que ahora se en-
cuentran dentro de la agenda política del gobierno y los
partidos políticos y reconoce que aun existen muchas
cosas por hacer y materializar en la protección integral
a los derechos de de las personas con discapacidad.

6) La iniciativa tiene como motivación principal la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad y su Protocolo Facultativo, instrumento interna-
cional que tienen entre una de sus características, el
hecho de imponer al Estado Parte la obligación para
realizar ciertas acciones en materia de política pública,
reformas legislativas o su propia aplicación como dere-
cho sustantivo, a favor de los derechos de las personas
con discapacidad.

7) Destaca que la Convención es un instrumento que en-
cierra una serie de deberes generales, así como precep-
tos que se refieren a derechos como el de igualdad y no
discriminación, derechos a favor de niñas, niños y mu-
jeres con discapacidad, a la vida, al igual reconocimien-
to como personas ante la ley, al acceso a la justicia, la li-
bertad, a la protección contra la tortura, la violencia, la
explotación y el abuso.

8) También establece derechos como a vivir de forma
independiente, a la libertad de expresión, de opinión, de
acceso a la información, a la educación, a la salud, al
trabajo, además de aspectos como la toma de concien-
cia, la accesibilidad, las situaciones de riesgo y emer-
gencias, la movilidad personal, el respeto a la privaci-
dad, el respeto del hogar y la familia, la habilitación y
rehabilitación, la participación social y política, y as-
pectos relativos a la aplicación de dicho instrumento co-
mo la cooperación internacional, la aplicación y segui-
miento nacionales y el funcionamiento del Comité sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad.

9) Basada en el artículo 4 numeral 1, fracciones a y b
que señalan: “Adoptar todas las medidas legislativas, ad-
ministrativas y de otra índole que sean pertinentes para

hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente
Convención” y “Tomar todas las medidas pertinentes,
incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar
leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes
que constituyan discriminación contra las personas con
discapacidad”.

10) La iniciativa tiene como propósito, además de lograr
la armonización de la Ley General de las Personas con
Discapacidad al citado instrumento internacional, ir más
allá de los derechos mínimos que marca la Convención
para lograr establecer las bases donde se finque el res-
peto a los derechos de este importante sector de la po-
blación.

11) La iniciativa propone reformar el objeto de la Ley
General de las Personas con Discapacidad a partir del
enfoque que plantea la Convención en su artículo 1 con
el propósito de darle una mayor amplitud y sentido ga-
rantista a la Ley, pues actualmente únicamente limita su
objeto al establecimiento de la bases que permitan la
plena inclusión de las personas con discapacidad dentro
de un marco de igualdad en todos los ámbitos de la vi-
da, siendo necesaria la inclusión del goce de derechos
humanos y libertades de ellas.

12) Propone la inclusión de términos actualmente no
previstos en la Ley o planteados de forma equivocada de
acuerdo a lo establecido en la Convención como los de;
educación inclusiva, implementación de igualdad de
oportunidades, lengua de señas mexicana, Asistencia
social, Rehabilitación integral, Comunicación, Ajustes
Razonables, Diseño Universal, Progresividad, Autorida-
des Competentes, Políticas Públicas, Principio Pro-ho-
mine, Accesibilidad, Transversalidad, Convenio, Discri-
minación por razones de discapacidad y Perro guía o
animal de servicio.

13) Considera que actualmente la Ley es ambigua o la-
xa en el establecimiento puntual de aquellas autoridades
que serán competentes para el cumplimiento de tales
disposiciones y propone definir el término “autoridad
competente” como aquellas encargadas de velar por
cumplimiento de los derechos previstos en la Ley.

14) Propone establecer criterios que deben observar las
autoridades competentes en el diseño, ejecución, eva-
luación y seguimiento de las políticas públicas a favor
de las personas con discapacidad.
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15) Propone dar mayores responsabilidades al Ejecuti-
vo, como son la constante supervisión de Normas Ofi-
ciales Mexicanas y la promoción y apoyo de las accio-
nes y programas de los sectores social y privado a favor
de las personas con discapacidad.

16) Propone en lo relativo al derecho a la salud, esta-
blecer obligaciones para que en su respectivo ámbito se
diseñen, ejecuten y evalúen programas de salud pública
para la orientación, prevención, detección y estimula-
ción temprana, atención integral, habilitación y rehabi-
litación sobre los diferentes tipos de discapacidad y que
dichos servicios deben brindarse con calidad, calidez y
perspectiva de género. Asimismo, establece un marco
de responsabilidades y no de facultades discrecionales
que integra la investigación como parte de las acciones
del derecho a la salud, además de adicionar el derecho a
la salud sexual y reproductiva.

17) Propone la responsabilidad a las autoridades de sa-
lud para la creación de mecanismos para garantizar la
adecuada prestación de servicios de información, orien-
tación, atención y tratamiento psicológico para las per-
sonas con discapacidad, sus familias o quienes se encar-
guen de su cuidado y atención.

18) Establece que la Clasificación Nacional de las Dis-
capacidades tome criterios internacionales para su co-
rrecta estandarización, aspecto que permitiría tener una
mejor perspectiva de la discapacidad.

19) En el aspecto laboral, la iniciativa propone introdu-
cir el principio de “no discriminación” expresamente
para ese rubro e introducir en el Programa Nacional en
materia de trabajo, la capacitación e inclusión laboral a
través de convenios, promoviendo también la creación
de agencias de inclusión laboral, centros de trabajo pro-
tegido, talleres, asistencia técnica y becas económicas
temporales.

20) Establece como obligación de las autoridades com-
petentes la constante vigilancia y revisión de las Nor-
mas Oficiales Mexicanas en materia laboral.

21) Considera que este sector de población reiterada-
mente es excluido del ejercicio del derecho a la educa-
ción, por lo que propone recomponer los objetivos de la
Ley para especificar la educación “inclusiva” en vez de
“especial”, y propone además la obligación del diseño y
ejecución de criterios obligatorios para la inclusión de

las personas con discapacidad en las escuelas ordinarias
de los sectores público y privado.

22) Propone la creación de programas de sensibilización
y capacitación sobre la discapacidad al personal docen-
te y alumnos, así como prever mayores ayudas técnicas
en materia educativa y principalmente en cuanto a ma-
teriales que componen el Sistema Educativo Nacional y
la estimulación temprana, en donde se busca replantear
sus objetivos en base a la Convención.

23) Por lo que se refiere a la accesibilidad y al libre trán-
sito, propone imponer a las autoridades mayores obliga-
ciones en la creación de políticas públicas encaminadas
a prever en leyes y reglamentos respectivos la edifica-
ción de instalaciones arquitectónicas e infraestructura
adecuada para que las personas con discapacidad pue-
dan vivir de forma independiente y autónoma frente al
resto de las personas.

24) Propone como obligación de las autoridades com-
petentes, que dentro de los inmuebles en donde se otor-
gan servicios públicos se proporcionen formas de asis-
tencia personal e intermediarios, incluidos guías,
lectores e intérpretes certificados de la Lengua de Señas
Mexicana, a fin de que cuenten con la accesibilidad ne-
cesaria que garantice el acceso y traslado seguro a los
servicios públicos a cualquier persona con discapacidad
de forma autónoma.

25) Con relación a la accesibilidad en el transporte y las
comunicaciones la iniciativa propone establecer como
obligaciones de las autoridades acciones para que en el
transporte se realicen adecuaciones tendientes a brindar
accesibilidad y condiciones de comodidad y asistencia a
favor de tales personas. 

26) Propone que en los medios de comunicación masi-
va, se implementen de forma progresiva adelantos y
nuevas tecnologías que puedan utilizarse en beneficio
de las personas con discapacidad, siendo el órgano re-
gulador de ese medio de comunicación aquel que debe-
rá ir dictando las medidas de accesibilidad a implemen-
tarse en base a las posibilidades propias del momento.

27) En materia de desarrollo social, considera como
prioritaria la asistencia social a favor de las personas
con discapacidad, estableciendo como parte de esta asis-
tencia a la habilitación, rehabilitación y superación de la
pobreza.



28) En los aspectos del deporte y la cultura, propone
atribuir a las autoridades competentes la responsabili-
dad de reconocer las capacidades, méritos y habilidades
de las personas con discapacidad y sus aportaciones al
ámbito cultural y social, debiendo promover una imagen
que sea compatible con los principios y disposiciones de
la Ley, así como de los tratados internacionales y demás
ordenamientos legales al respecto.

29) Faculta al Consejo Nacional para las Personas con
Discapacidad para que concurra al Programa Nacional
del Deporte para las Personas con Discapacidad.

30) En el ámbito de la cultura, propone la adecuación
progresiva a la altura de las posibilidades, de formatos
accesibles con ayuda de las tecnologías en el rubro del
teatro y la cinematografía; así como las respectivas ade-
cuaciones físicas y arquitectónicas, además del estable-
cimiento de programas de apoyo a las actividades artís-
ticas y culturales para las personas con discapacidad.

31) Relativo al acceso a la justicia, propone que las au-
toridades competentes deberán tener en todo momento
el deber y la responsabilidad de garantizar el derecho de
las personas con discapacidad para que en igualdad de
condiciones reciban un trato digno y apropiado, de
acuerdo a su tipo de discapacidad, en los procedimien-
tos administrativos y judiciales, además de velar por la
correcta aplicación de las disposiciones legales y trata-
dos internacionales en que México sea parte.

32) Propone modificaciones al funcionamiento del Con-
sejo Nacional para las Personas con Discapacidad con el
propósito de fortalecerlo, entre otras cosas para que in-
cida por conducto de la Secretaría de Hacienda en la
suscripción de convenios y bases de desempeño, con el
propósito de promover el ejercicio más eficiente y efi-
caz de recursos asignados a programas para las personas
con discapacidad, además de una efectiva rendición de
cuentas en los mismos, pues reiteradamente se ha dado
la queja de un subejercicio de los recursos generalmen-
te asignados para solventar necesidades de los grupos
con mayor vulnerabilidad, siendo parte de éstos, las per-
sonas con discapacidad.

33) Propone que el Consejo tenga la responsabilidad de
ser promotor ante la Secretaría de Relaciones Exteriores
en la firma y cumplimiento de aquellos instrumentos in-
ternacionales y regionales de la materia.

34) Propone que el Consejo integre el Registro Nacio-
nal de Personas con Discapacidad, promueva la crea-
ción de Consejos Estatales de Personas con Discapaci-
dad y la elaboración de su Reglamento.

35) Propone integrar al Consejo a la Secretaría de Go-
bernación, Secretaría de Relaciones Exteriores, Secreta-
ría de Economía, Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y la Procuradu-
ría General de la República. Considera que tal inclusión
es propicia y viable a efecto de involucrar a esas depen-
dencias a las decisiones y políticas públicas necesarias
para la implementación y cumplimiento de los derechos,
ya que no se trata de la inclusión a un órgano de admi-
nistración sino a un Consejo cuyas decisiones versan so-
bre la transversalidad del tema en la Administración Pú-
blica Federal.

36) Propone mayor certeza al órgano del Consejo Con-
sultivo del Consejo Nacional de las Personas con Dis-
capacidad, con plena facultad de establecer sus propios
lineamientos de funcionamiento.

37) Propone facultar a las autoridades competentes para
aplicar las sanciones establecidas en la Ley General de
Educación para aquellas instituciones educativas que no
cumplan con las disposiciones legales de integración a
la educación de niñas y niños con discapacidad que se-
an susceptibles de ser admitidos.

38) Considera que las propuestas de la iniciativa son rea-
lizadas en base a la posibilidad y voluntad que debe
existir en todo Estado que se precia de ser eminente-
mente humanista y, en ese sentido, establece el principio
de “progresividad”, pues los proponentes son conscien-
tes que las reformas aquí propuestas no cambiarán de la
noche a la mañana las condiciones de las personas con
discapacidad ya que es precisamente ese principio, el
que permitirá dar pasos paulatinamente, para que se
cumplan de manera cabal los derechos y obligaciones
previstas en las modificaciones planteadas.

39) Considera que la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad representa un cambio pa-
radigmático en la forma de ver y tratar a estas personas;
hecho que, desde luego, implica variados y profundos
cambios a la legislación vigente, proceso en el cual,
coinciden los legisladores, deben sumarse los esfuerzos
de los distintos actores involucrados. 
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40) Destaca que la iniciativa es resultado de más de
quince reuniones de trabajo en las cuales se conjuntó el
esfuerzo de organizaciones de la sociedad civil e inte-
grantes de las Comisiones de Atención a Grupos Vulne-
rables de ambas Cámaras durante la LX Legislatura,
donde además se contó con la participación de quienes
les corresponderá la ejecución de estas disposiciones; es
decir, dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, lo cual brinda una mayor factibilidad y
viabilidad respecto de las reformas que se proponen.

VI. Consideraciones

Primera. La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables
realizó el análisis, estudio y dictamen de los planteamien-
tos contenidos en las iniciativas, valorando y debatiendo
cuidadosamente sus contenidos, para integrar el presente
dictamen.

Segunda. Por acuerdo de los Presidentes de las Comisio-
nes de Atención a Grupos Vulnerables de la Cámara de Di-
putados y del Senado de la República, el grupo de trabajo
dio lectura a las Iniciativas de Reformas presentadas en el
Senado de la República, con la finalidad de que los inte-
grantes de la Comisión tuvieran una visión integral de las
propuestas impulsadas por todos los legisladores del Con-
greso de la Unión y su impacto en la reforma de la Ley. A
continuación se enlistan dichas iniciativas.

a) Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de las Personas
con Discapacidad y de la Ley Federal del Procedimien-
to Administrativo, presentada por el Senador Alfonso
Elías Serrano, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, presentada el 11 de octubre
de 2007.

b) Iniciativa con proyecto de decreto de reforma a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por la Senadora Ludivina Menchaca Castellanos y
los Senadores Francisco Agundis Arias, Arturo Escobar
y Vega, Javier Orozco Gómez, Manuel Velásco Coello y
Jorge Legorreta Ordorica, todos del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, presentada
el 6 de noviembre de 2007.

c) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el Artículo 3° de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Senado-
res Guillermo Tamborrel Suárez y Héctor Pérez Plazo-

la, ambos del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentada el 22 de noviembre de 2007.

d) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación, presentada por los Senadores Gui-
llermo Tamborrel Suárez, Héctor Pérez Plazola y
Andrés Galván Rivas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, presentada el 22 de noviembre de
2007.

e) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de las
Personas con Discapacidad, presentada por las Senado-
ras y Senadores Guillermo Tamborrel Suárez, Claudia
Sofía Corichi García, María de los Ángeles Moreno
Uriegas, Lázara Nelly González Aguilar, Lázaro Mazón
Alonso, Alfredo Rodríguez y Pacheco y Andrés Galván
Rivas, presentada el 4 de diciembre de 2007.

f) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones a la Ley Gene-
ral de las Personas con Discapacidad, presentada por el
Senador Manuel Velasco Coello, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México, presentada
el 11 de marzo de 2008.

g) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona la fracción IV al artículo 22 de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geografía, pre-
sentada por el Senador Adolfo Toledo Infanzón, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentada el 27 de mayo de 2009, ante el ple-
no de la Comisión Permanente.

h) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Ley
General de las Personas con Discapacidad, presentada
por el Senador Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, pre-
sentada el 12 de noviembre de 2009.

i) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones a la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, presentada por el Senador Ma-
nuel Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentada el 15 de
diciembre de 2009.



j) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones a la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad, presentada por el Senador Ri-
cardo Torres Origel, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentada el 20 de abril de
2010.

k) Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Per-
sonas con Discapacidad y de la Ley del Seguro Social,
presentada por el Senador Alfonso Elías Serrano, del
Grupos Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, el 23 de septiembre de 2010.

l) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reforma a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por la Senadora Ludivina Menchaca Castellanos y
los Senadores Francisco Agundis Arias, Arturo Escobar
y Vega, Javier Orozco Gómez, Manuel Velásco Coello y
Jorge Legorreta Ordorica, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

m) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reformas y
adiciones a la Ley General de las Personas con Disca-
pacidad, presentada por el Sen. Guillermo Tamborrel
Suárez y los Senadores Claudia Sofía Corichi García,
María de los Ángeles Moreno Uriegas, Lázara Nelly
González Aguilar, Lázaro Mazón Alonso, Alfredo Ro-
dríguez y Pacheco y Andrés Galván Rivas.

n) Iniciativa con Proyecto de Decreto de adiciones a la
Ley General de las Personas con Discapacidad y la Ley
Federal del Procedimiento Administrativo, presentada
por el Sen. Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

o) Iniciativa con Proyecto de Decreto adiciones a la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-
tada por el Sen. Alfonso Elías Serrano, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional

p) Iniciativa con Proyecto de Decreto de reformas y adi-
ciones a la Ley General de las Personas con Discapaci-
dad, presentada por el Sen. Manuel Velasco Coello, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

q) Iniciativa con Proyecto de Decreto de adiciones a la
Ley General de las Personas con Discapacidad, presen-

tada por el Sen. Ricardo Torres Origel, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Tercera. La Comisión revisó e identificó las premisas
coincidentes sobre los fines, objetivos y propuestas de ca-
da una de las iniciativas, mismas que reflejan el espíritu de
las y los legisladores promotores y justifican de forma ge-
neral la reforma de la Ley. En este sentido, las iniciativas
comparten las siguientes premisas:

a) La visión de que las personas con discapacidad re-
quieren respeto a sus derechos, mayor atención del Es-
tado y oportunidades generadas por políticas, programas
y servicios públicos que les brinden la posibilidad de
una mejor calidad de vida, superación de la pobreza e
inclusión a la sociedad.

b) El compromiso de armonizar la Ley actual con la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad aprobada por la Organización de las Na-
ciones Unidas, firmada y ratificada por México en 2007
y vigente desde el 3 de mayo de 2008 a nivel interna-
cional, incorporada al marco jurídico nacional como una
Ley Suprema de acuerdo con el artículo 133 constitu-
cional.

c) El hecho de que la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad, es una nueva oportuni-
dad para el Estado Mexicano, de saldar una deuda de
justicia social, rezagos, discriminación y pobreza en que
miles de mexicanos con discapacidad viven actualmen-
te.

d) Que el 10% del total de la población vive algún tipo
de discapacidad y se requiere diseñar una política orien-
tada a conocer mediante censos o registros el número
real de personas, los tipos de discapacidad y otros indi-
cadores que contribuyan a la identificación de necesida-
des y el diseño de políticas públicas.

e) La importancia de que México cuente con una Ley
que permita a los tres órdenes de gobierno, hacer reali-
dad las soluciones que demandan las personas con dis-
capacidad.

f) Que los derechos deben abordarse en la Ley, desde el
nuevo paradigma de la Convención, que busca la igual-
dad, equidad y no discriminación para las personas con
discapacidad.
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g) Que existen profundos rezagos en la atención a las
personas con discapacidad en diversos ámbitos, así co-
mo la ausencia de políticas públicas, reglamento de la
Ley actual y reducciones al presupuesto en los progra-
mas vigentes.

h) Circunstancias por las que el Consejo Nacional para
las Personas con Discapacidad (CONADIS), se observa
como una instancia que no ha sido capaz de desarrollar
la aplicación de la Ley actual, ya sea por su falta de atri-
buciones o por la supuesta imprecisión de la legislación.

Cuarta. Por lo que corresponde a la visión y conceptos que
se desarrollaron en cada una de las iniciativas, la Comisión
identifico de cada una ellas las siguientes características:

a) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática plantea la
abrogación de la Ley actual y la creación de la Ley Ge-
neral para la Integración Social de las Personas con Dis-
capacidad integrada por cuatro títulos: disposiciones ge-
nerales, derechos fundamentales de las personas con
discapacidad, el sistema nacional para integración social
de las personas con discapacidad y la distribución de
competencias.

b) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional plantea la re-
forma a los títulos de disposiciones generales y de dere-
chos y la creación de un organismo público descentrali-
zado con personalidad jurídica, patrimonio propio y
autonomía técnica y de gestión, incluida la reforma al
Consejo Consultivo.

c) La iniciativa promovida por el Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional plantea reformas a los títu-
los de disposiciones generales, de derechos y del actual
Consejo.

Quinta. El análisis anterior, permitió observar que prácti-
camente el total de los artículos de la Ley vigente debían
ser reformados, por lo que la Comisión concluyo proce-
dente la creación de una nueva Ley que incorpore la visión
de los legisladores y los conceptos armonizados de la Con-
vención.

Sexta. Analizando el contenido de las iniciativas, la Comi-
sión procedió a identificar los temas propuestos, mismos
que procedió a organizar en una estructura para dar cuerpo

a un nuevo ordenamiento de Ley. La estructura de la nue-
va Ley, reconoce la mayoría de las propuestas de las y los
legisladores, quedando integrada por 60 artículos distribui-
dos en 4 Títulos y 20 capítulos, como a continuación se
presenta:

Ley General para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad

- Título Primero
• Capítulo Único
• Disposiciones Generales
Objeto
Definiciones
Observancia
Reconocimiento de derechos
Principios
Facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal

- Título Segundo
Derechos de las Personas con Discapacidad
• Capítulo I
Salud y Asistencia Social
• Capítulo II
Trabajo y Empleo
• Capítulo III
Educación
• Capítulo IV
Accesibilidad y Vivienda
• Capítulo V
Transporte Público y Comunicaciones
• Capítulo VI
Desarrollo Social
• Capítulo VII
Recopilación de datos y Estadística
• Capítulo VIII
Deporte, Recreación, Cultura y Turismo
• Capítulo IX
Seguridad Jurídica
• Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión y Acceso a la Informa-
ción
• Capítulo XI
Lineamientos del Programa Nacional para el Desarrollo
y la Inclusión de las Personas con Discapacidad

• Capítulo XII
Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad



- Título Tercero
Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de
las Personas con Discapacidad
• Capítulo I
Denominación, objeto, domicilio y patrimonio
• Capítulo II
Atribuciones
• Capítulo III
Órganos de Administración
• Capítulo IV
Asamblea Consultiva
• Capítulo V
Órganos de Vigilancia
• Capítulo VI
Régimen de Trabajo

- Título Cuarto
• Capítulo I
Responsabilidades y Sanciones
- Transitorios

Sexta. La Comisión procedió a desarrollar el contenido de
los nuevos artículos, analizando conceptualmente las pro-
puestas de las iniciativas, con los preceptos de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
y los contenidos de la Ley vigente, en éste último caso,
considerando que determinados conceptos de la Ley ac-
tual son compatibles jurídicamente con la nueva legisla-
ción.

1) Denominación de la Ley

Por lo que corresponde a la denominación de la nueva Ley,
se identifico una sola propuesta de los legisladores, la cual
propone que el nombre de “Ley General de las Personas
con Discapacidad” incorpore el concepto de “inclusión”
para modificarse a “Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad”.

Con la incorporación del concepto “inclusión”, se for-
talece el nombre que identifica la Ley creada para pro-
teger los derechos de las personas con discapacidad,
destacando que el máximo estadio al que se pretende
lleguen las personas con discapacidad es la “inclu-
sión” en todos los ámbitos de desarrollo de las perso-
nas y de la sociedad. El nuevo paradigma es que las
personas no solo estén integradas, sino que se les reco-
nozca con sus capacidades y limitaciones y formen par-
te de la sociedad, igual que todos los ciudadanos.

2) Título Primero

El Título Primero comprende: el objeto de la Ley; las defi-
niciones de conceptos que serán utilizados una o más veces
en el cuerpo de la Ley; los destinatarios de su cumplimien-
to y aplicación; el reconocimiento de los derechos de las
personas con discapacidad sin discriminación de ningún ti-
po; los principios que deben atender las políticas públicas;
y las facultades del Titular del Ejecutivo Federal.

El Título Primero se integra por un “Capítulo Único” de-
nominado “Disposiciones Generales”, el cual se integra
por los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, y 6º.

3) Objeto de la Ley

El artículo 1º define que la “Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad”, es un ordenamiento ju-
rídico de carácter público, interés social y de observancia
general en los Estados Unidos Mexicanos.

Reglamentación del artículo 1º de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos

Como un avance jurídico trascendente para la población
con discapacidad en la nueva Ley, se dispone en el primer
párrafo del artículo 1º referente al objeto de la Ley, la re-
glamentación del artículo 1º de la Constitución de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el cual reconoce que toda perso-
na en los Estados Unidos Mexicanos goza de todas las
garantías que la Constitución otorga y establece la prohibi-
ción de cualquier tipo de discriminación contra cualquier
persona, incluidas las personas con discapacidad, y que a
letra señala:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo in-
dividuo gozará de las garantías que otorga esta Consti-
tución, las cuales no podrán restringirse ni suspender-
se, sino en los casos y con las condiciones que ella
misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Me-
xicanos. Los esclavos del extranjero que entren al terri-
torio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su li-
bertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
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dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y
libertades de las personas.”

Con fundamento en lo anterior, la reglamentación del artí-
culo 1º de la Constitución en la Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad, significa el recono-
cimiento constitucional de los derechos de las personas con
discapacidad en los Estados Unidos Mexicanos.

Se complementa el primer párrafo del artículo 1º de la nue-
va Ley, reconociendo lo dispuesto por el artículo 1 y el nu-
meral 1 del artículo 5, ambos de la Convención.

Convención

“Artículo 1 Propósito. El propósito de la presente Con-
vención es promover, proteger y asegurar el goce pleno
y en condiciones de igualdad de todos los derechos hu-
manos y libertades fundamentales por todas las perso-
nas con discapacidad, y promover el respeto de su dig-
nidad inherente”.

“Artículo 5. Igualdad y No discriminación.- 1. Los Es-
tados Partes reconocen que todas las personas son
iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen dere-
cho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en
igual medida sin discriminación alguna.”.

Complementan la definición del objeto, los conceptos de
“plena inclusión”, “respeto”, “igualdad” y “equiparación
de oportunidades” propuestos por legisladores.

El párrafo segundo, define el reconocimiento de la nueva
Ley a los derechos de las personas con discapacidad y el
establecimiento de políticas públicas para el ejercicio de
los mismos, sin limitaciones por lo que otros ordenamien-
tos jurídicos señalen.

Considerando lo anterior, el artículo 1º se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 1o. Las disposiciones de la presente ley son
de orden público, de interés social y de observancia ge-
neral en los Estados Unidos Mexicanos.

Su objeto es reglamentar en lo conducente, el Artículo 1
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos estableciendo las condiciones en las que el Es-
tado deberá promover, proteger y asegurar el pleno
ejercicio de los derechos humanos y libertades funda-
mentales de las personas con discapacidad, asegurando
su plena inclusión a la sociedad en un marco de respe-
to, igualdad y equiparación de oportunidades.

De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reco-
noce a las personas con discapacidad sus derechos hu-
manos y mandata el establecimiento de las políticas pú-
blicas necesarias para su ejercicio.”

4) Definición de conceptos

Este artículo incorpora definiciones de conceptos que son
utilizados en el cuerpo de la Ley una o más ocasiones, que
de forma general, precisan el significado de conceptos es-
pecíficos para su uso en el desarrollo de políticas públicas
y el lenguaje asociado a los temas de discapacidad o nor-
mativos del proceso legislativo o administrativo.

Conceptos de la Ley actual

Se recuperan definiciones de la legislación actual como:
“asistencia social”, cuya definición corresponde a la esta-
blecida en el artículo 3º de la Ley de Asistencia Social que
señala:

Ley de Asistencia Social

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entiende por
asistencia social el conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo,
así como la protección física, mental y social de perso-
nas en estado de necesidad, indefensión desventaja físi-
ca y mental, hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva.

La asistencia social comprende acciones de promoción,
previsión, prevención, protección y rehabilitación.

Así mismo, se recuperan y adecuan los textos de las defi-
niciones vigentes de: “ayudas técnicas”; “comunidad de
sordos”; “consejo”; “estenografía proyectada”; “lengua de
señas”; “organizaciones”; “prevención”; “rehabilitación” y
“sistema de escritura braille”.



Definiciones de la Convención

Se incorporan las definiciones previstas en el artículo 2 de
la Convención, relativas a “ajustes razonables”, “comuni-
cación”, “discriminación por motivos de discapacidad”,
“diseño universal” y “lenguaje”.

Convención

“Artículo 2 Definiciones

A los fines de la presente Convención:

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualiza-
ción de textos, el Braille, la comunicación táctil, los ma-
crotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así
como el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el len-
guaje sencillo, los medios de voz digitalizada y otros
modos, medios y formatos aumentativos o alternativos
de comunicación, incluida la tecnología de la informa-
ción y las comunicaciones de fácil acceso;

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconoci-
miento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de
todos los derechos humanos y libertades fundamentales
en los ámbitos político, económico, social, cultural, ci-
vil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discrimi-
nación, entre ellas, la denegación de ajustes razona-
bles;

Por “ajustes razonables” se entenderán las modifica-
ciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no
impongan una carga desproporcionada o indebida,
cuando se requieran en un caso particular, para garan-
tizar a las personas con discapacidad el goce o ejerci-
cio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos
los derechos humanos y libertades fundamentales;

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de pro-
ductos, entornos, programas y servicios que puedan uti-
lizar todas las personas, en la mayor medida posible,
sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El
“diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas pa-

ra grupos particulares de personas con discapacidad,
cuando se necesiten.”

Definiciones propuestas por los legisladores

Se incorporan definiciones propuestas por los legisladores
como: “accesibilidad”, “convención”, “estimulación tem-
prana”, “igualdad de oportunidades”, “Ley”, “perro guía o
animal de servicio”, “políticas públicas”, “programa”, “sis-
tema” y “transversalidad”.

Adecuación de definiciones

Por lo que corresponde al concepto “educación especial”,
que en la Ley actual se define como: “Educación Especial.
Conjunto de servicios, programas, orientación y recursos
educativos especializados, puestos a disposición de las
personas que padecen algún tipo de discapacidad, que fa-
vorezcan su desarrollo integral, y faciliten la adquisición
de habilidades y destrezas que les capaciten para lograr
los fines de la educación.”, la Comisión propone redactar
en la nueva Ley, los conceptos ya reconocidos en la Ley
General de Educación, que distinguen la “educación espe-
cial” y la “educación inclusiva” y reconoce ambos como
procesos educativos.

Ley General de Educación

“Artículo 41. La educación especial está destinada a in-
dividuos con discapacidades transitorias o definitivas,
así como a aquellos con aptitudes sobresalientes. Aten-
derá a los educandos de manera adecuada a sus pro-
pias condiciones, con equidad social incluyente y con
perspectiva de género. (Párrafo reformado DOF 12-06-
2000, 17-04-2009)

Tratándose de menores de edad con discapacidades, es-
ta educación propiciará su integración a los planteles
de educación básica regular, mediante la aplicación de
métodos, técnicas y materiales específicos. Para quie-
nes no logren esa integración, esta educación procura-
rá la satisfacción de necesidades básicas de aprendiza-
je para la autónoma convivencia social y productiva,
para lo cual se elaborarán programas y materiales de
apoyo didácticos necesarios. (Párrafo reformado DOF
12-06-2000.)

Para la identificación y atención educativa de los alum-
nos con capacidades y aptitudes sobresalientes, la au-
toridad educativa federal, con base en sus facultades y
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la disponibilidad presupuestal, establecerá los linea-
mientos para la evaluación diagnóstica, los modelos pe-
dagógicos y los mecanismos de acreditación y certifica-
ción necesarios en los niveles de educación básica,
educación normal, así como la media superior y supe-
rior en el ámbito de su competencia. Las instituciones
que integran el sistema educativo nacional se sujetarán
a dichos lineamientos. (Párrafo adicionado DOF 22-
06-2009.)

Las instituciones de educación superior autónomas por
ley, podrán establecer convenios con la autoridad edu-
cativa federal a fin de homologar criterios para la aten-
ción, evaluación, acreditación y certificación, dirigidos
a alumnos con capacidades y aptitudes sobresalientes.”

En función de lo anterior se proponen las siguientes defini-
ciones:

“Educación Especial. La educación especial está desti-
nada a individuos con discapacidades transitorias o de-
finitivas, así como a aquellos con aptitudes sobresalien-
tes. Atenderá a los educandos de manera adecuada a sus
propias condiciones, con equidad social incluyente y
con perspectiva de género.”

“Educación Inclusiva. Es la educación que propicia la
integración de personas con discapacidad a los planteles
de educación básica regular, mediante la aplicación de
métodos, técnicas y materiales específicos.”

Definición de Persona con Discapacidad

La definición de “persona con discapacidad” se integra por
el concepto definido en el artículo 1 de la Convención y las
propuestas de los legisladores que observan el carácter
“temporal o permanente” de la discapacidad, la interacción
con el entorno social y los conceptos de inclusión e igual-
dad.

Convención

“Artículo 1 Propósito. El propósito de la presente Conven-
ción es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y li-
bertades fundamentales por todas las personas con disca-
pacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que
tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sen-

soriales a largo plazo que, al interactuar con diversas ba-
rreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”

Considerando lo anterior, el artículo 2º incorpora las
definiciones de conceptos listadas en orden alfabético y
se propone para quedar como sigue:

“Artículo 2º. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igual-
dad de condiciones con las demás, al entorno físico, el
transporte, la información y las comunicaciones, inclui-
dos los sistemas y las tecnologías de la información y
las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público, tanto en zonas ur-
banas como rurales;

II. Ajustes Razonables. Se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no im-
pongan una carga desproporcionada o indebida, cuan-
do se requieran en un caso particular, para garantizar
a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en
igualdad de condiciones con las demás, de todos los de-
rechos humanos y libertades fundamentales;

III. Asistencia Social. Conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo,
así como la protección física, mental y social de perso-
nas en estado de necesidad, indefensión, desventaja fí-
sica y mental, hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva;

IV. Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y mate-
riales que permiten habilitar, rehabilitar o compensar
una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoria-
les o intelectuales de las personas con discapacidad;

V. Comunicación. Se entenderá el lenguaje escrito, oral
y la lengua de señas mexicana, la visualización de tex-
tos, sistema Braille, la comunicación táctil, los macro-
tipos, los dispositivos multimedia escritos o auditivos de
fácil acceso, el lenguaje sencillo, los medios de voz di-
gitalizada y otros modos, medios, sistemas y formatos
aumentativos o alternativos de comunicación, incluida
la tecnología de la información y las comunicaciones de
fácil acceso;



VI. Comunidad de Sordos. Todo aquel grupo social cu-
yos miembros tienen alguna deficiencia del sentido au-
ditivo que les limita sostener una comunicación y so-
cialización regular y fluida en lengua oral;

VII. Consejo. Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad;

VIII. Convención. Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad;

IX. Discriminación por motivos de discapacidad.- Se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes ra-
zonables;

X. Diseño universal. se entenderá el diseño de produc-
tos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar
todas las personas, en la mayor medida posible, sin ne-
cesidad de adaptación ni diseño especializado. El dise-
ño universal no excluirá las ayudas técnicas para gru-
pos particulares de personas con discapacidad cuando
se necesiten;

XI. Educación Especial. La educación especial está
destinada a individuos con discapacidades transitorias
o definitivas, así como a aquellos con aptitudes sobre-
salientes. Atenderá a los educandos de manera adecua-
da a sus propias condiciones, con equidad social inclu-
yente y con perspectiva de género;

XII. Educación Inclusiva. Es la educación que propicia
la integración de personas con discapacidad a los plan-
teles de educación básica regular, mediante la aplica-
ción de métodos, técnicas y materiales específicos;

XIII. Estenografía Proyectada. Es el oficio y la técnica
de transcribir un monólogo o un diálogo oral de mane-
ra simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, proyec-
tar el texto resultante por medios electrónicos visuales;

XIV. Estimulación Temprana. Atención brindada a ni-
ños y niñas de entre 0 y 6 años para potenciar y desa-

rrollar al máximo sus posibilidades físicas, intelectua-
les, sensoriales y afectivas, mediante programas siste-
máticos y secuenciados que abarquen todas las áreas
del desarrollo humano, sin forzar el curso natural de su
maduración;

XV. Igualdad de Oportunidades. Proceso de adecuacio-
nes, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirmati-
vas necesarias en el entorno jurídico, social, cultural y
de bienes y servicios, que faciliten a las personas con
discapacidad su inclusión, integración, convivencia y
participación, en igualdad de oportunidades con el res-
to de la población;

XVI. Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

XVII. Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una co-
munidad de sordos, que consiste en una serie de signos
gestuales articulados con las manos y acompañados de
expresiones faciales, mirada intencional y movimiento
corporal, dotados de función lingüística, forma parte
del patrimonio lingüístico de dicha comunidad y es tan
rica y compleja en gramática y vocabulario como cual-
quier lengua oral;

XVIII. Ley. Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad;

XIX. Organizaciones. Todas aquellas organizaciones
sociales constituidas legalmente para el cuidado, aten-
ción o salvaguarda de los derechos de las personas con
discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su parti-
cipación en las decisiones relacionadas con el diseño,
aplicación y evaluación de programas para su desarro-
llo e integración social;

XX. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que
han sido certificados para el acompañamiento, conduc-
ción y auxilio de personas con discapacidad;

XXI. Persona con Discapacidad. Toda persona que por
razón congénita o adquirida presenta una o más defi-
ciencias de carácter físico, mental, intelectual o senso-
rial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de
condiciones con los demás;
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XXII. Política Pública. Todos aquellos planes, progra-
mas o acciones que la autoridad desarrolle para asegu-
rar los derechos establecidos en la presente Ley;

XXIII. Prevención. La adopción de medidas encamina-
das a impedir que se produzcan deficiencias físicas, in-
telectuales, mentales y sensoriales;

XXIV. Programa. El Programa Nacional para el De-
sarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad;

XXV. Rehabilitación. Proceso de duración limitada y
con un objetivo definido, de orden médico, social y edu-
cativo entre otros, encaminado a facilitar que una per-
sona con discapacidad alcance un nivel físico, mental,
sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de
una función, así como proporcionarle una mejor inte-
gración social;

XXVI. Sistema. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXVII. Sistema de Escritura Braille. Sistema para la
comunicación representado mediante signos en relieve,
leídos en forma táctil por las personas ciegas; y

XXVIII. Transversalidad. Es el proceso mediante el cual
se instrumentan las políticas, programas y acciones,
desarrollados por las dependencias y entidades de la
administración pública, que proveen bienes y servicios
a la población con discapacidad con un propósito co-
mún, y basados en un esquema de acción y coordina-
ción de esfuerzos y recursos en tres dimensiones: verti-
cal, horizontal y de fondo.”

5) Observancia de la Ley

El artículo 3º define a quienes corresponde observar las
disposiciones de la Ley, indicando de forma jerárquica a
las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal,
los organismos constitucionales autónomos, los Poderes
Legislativo y Judicial, el Consejo de la Ley, los Gobiernos
de las Entidades Federativas y los Municipios, quienes de-
ben actuar conforme a sus respectivas atribuciones y se in-
corporan como nuevos sujetos de observancia de la Ley a
las personas físicas y morales.

Se incluye en un segundo párrafo la responsabilidad de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como el or-

ganismo nacional que debe actuar como Mecanismo Inde-
pendiente para promover, proteger y supervisar la aplica-
ción de la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, tal y como se
define en el artículo 33 numeral 2 de la Convención que se-
ñala:

Convención

“Artículo 33. Aplicación y seguimiento nacionales

1. ...

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas
jurídicos y administrativos, mantendrán, reforzarán,
designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco,
que constará de uno o varios mecanismos independien-
tes, para promover, proteger y supervisar la aplicación
de la presente Convención. Cuando designen o esta-
blezcan esos mecanismos, los Estados Partes tendrán
en cuenta los principios relativos a la condición jurídi-
ca y el funcionamiento de las instituciones nacionales
de protección y promoción de los derechos humanos.”

Considerando lo anterior, el artículo 3º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 3º. La observancia de esta Ley corresponde a
las dependencias, entidades paraestatales y órganos
desconcentrados de la Administración Pública Federal,
organismos constitucionales autónomos, Poder Legisla-
tivo, Poder Judicial, el Consejo, a los Gobiernos de las
Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, así como a las per-
sonas físicas o morales de los sectores social y privado
que presten servicios a las personas con discapacidad.

Corresponde a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, en su carácter de Mecanismo Independiente,
promover, proteger y supervisar la aplicación de la
Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad y su Protocolo Facultativo.”

6) Reconocimiento de los derechos sin discriminación
de ningún tipo.

El artículo 4º de la nueva Ley define, con fundamento en
las propuestas de los legisladores y lo dispuesto en el artí-
culo 5 de la Convención, que los derechos de las personas
con discapacidad deben ser reconocidos sin discriminación



de ningún tipo, indicando posibles causales de discrimina-
ción como: origen étnico o nacional, género, edad, condi-
ción social, económica o de salud, religión, opiniones, es-
tado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad
política, lengua, situación migratoria o cualquiera otra ca-
racterística propia de la condición humana o que atente
contra su dignidad.

Convención

“Artículo 5 Igualdad y no discriminación

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas
son iguales ante la ley y en virtud de ella y que tienen
derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la
ley en igual medida sin discriminación alguna.

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación
por motivos de discapacidad y garantizarán a todas las
personas con discapacidad protección jurídica igual y
efectiva contra la discriminación por cualquier motivo.

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discrimi-
nación, los Estados Partes adoptarán todas las medidas
pertinentes para asegurar la realización de ajustes ra-
zonables.

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la
presente Convención, las medidas específicas que sean
necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho
de las personas con discapacidad.”

Considerando lo anterior, el artículo 4º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 4º. Las personas con discapacidad gozarán
de todos los derechos que establece el orden jurídico
mexicano, sin distinción de origen étnico o nacional,
género, edad, condición social, económica o de salud,
religión, opiniones, estado civil, preferencias sexuales,
embarazo, identidad política, lengua, situación migra-
toria o cualquier otra característica propia de la condi-
ción humana o que atente contra su dignidad. Las me-
didas contra la discriminación tienen como finalidad
prevenir o corregir que una persona con discapacidad
sea tratada de una manera directa o indirecta menos fa-
vorable que otra que no lo sea, en una situación com-
parable.

Las medidas contra la discriminación consisten en la
prohibición de conductas que tengan como objetivo o
consecuencia atentar contra la dignidad de una perso-
na, crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante u
ofensivo, debido a la discapacidad que ésta posee.

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos
de carácter específico destinados a prevenir o compen-
sar las desventajas o dificultades que tienen las perso-
nas con discapacidad en la incorporación y participa-
ción plena en los ámbitos de la vida política,
económica, social y cultural.

La Administración Pública, de conformidad con su ám-
bito de competencia, impulsará el derecho a la igualdad
de oportunidades de las personas con discapacidad, a
través del establecimiento de medidas contra la discri-
minación y acciones afirmativas positivas que permitan
la integración social de las personas con discapacidad.
Será prioridad de la Administración Pública adoptar
medidas de acción afirmativa positiva para aquellas
personas con discapacidad que sufren un grado mayor
de discriminación, como son las mujeres, las personas
con discapacidad con grado severo, las que viven en el
área rural, o bien, no pueden representarse a sí mis-
mas.”

7) Principios

En el artículo 5º se definen los principios que deben consi-
derarse en el diseño de las políticas públicas, los cuales tie-
nen como fundamento lo dispuesto en el artículo 3 de la
Convención.

Convención

“Artículo 3

Principios Generales

Los principios de la presente Convención serán:

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas;

b) La no discriminación;

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;
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d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las
personas con discapacidad como parte de la diversidad
y la condición humanas;

e) La igualdad de oportunidades;

f) La accesibilidad;

g) La igualdad entre el hombre y la mujer;

h) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad.”

Conceptos de la Ley actual

Considerando que el artículo 5º de la Ley actual fue armo-
nizado respecto de la Convención el 1 de agosto de 2008,
se recuperan los principios de: “la equidad”, “la justicia so-
cial”, “la accesibilidad” y la “no discriminación”.

Considerando lo anterior, se incorporan las definiciones
expresas de la Convención sobre los principios de: “la
igualdad de oportunidades”, “el respeto a la evolución de
las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y
de su derecho a preservar su identidad”, “el respeto de la
dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la li-
bertad de tomar las propias decisiones y la independencia
de las personas”, “la participación e inclusión plenas y
efectivas en la sociedad”, “el respeto por la diferencia y la
aceptación de la discapacidad como parte de la diversidad
y la condición humanas”, “la igualdad entre mujeres y
hombres con discapacidad” y “la transversalidad”.

Considerando lo anterior, el artículo 5º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 5º. Los principios que deberán observar las
políticas públicas, son:

a) La equidad;

b) La justicia social;

c) La igualdad de oportunidades;

d) El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad;

e) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones y la independencia de las personas;

f) La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

g) El respeto por la diferencia y la aceptación de la dis-
capacidad como parte de la diversidad y la condición
humanas;

h) La accesibilidad;

i) La no discriminación;

j) La igualdad entre mujeres y hombres con discapaci-
dad; y

k) La transversalidad;”

8) Facultades del Titular del Ejecutivo Federal

En el artículo 6º de la nueva Ley se definen las facultades
del Titular del Ejecutivo Federal en materia de la nueva
Ley, observando que no invada otras competencias e indi-
cándose las necesarias para cumplir con lo establecido en
el artículo 4 de la Convención.

Convención

“Artículo 4. Obligaciones Generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y
promover el pleno ejercicio de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales de las personas
con discapacidad sin discriminación alguna por moti-
vos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrati-
vas y de otra índole que sean pertinentes para hacer
efectivos los derechos reconocidos en la presente Con-
vención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas me-
didas legislativas, para modificar o derogar leyes, re-
glamentos, costumbres y prácticas existentes que cons-
tituyan discriminación contra las personas con
discapacidad;



c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los derechos
humanos de las personas con discapacidad;

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompati-
bles con la presente Convención y velar por que las au-
toridades e instituciones públicas actúen conforme a lo
dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ningu-
na persona, organización o empresa privada discrimine
por motivos de discapacidad;

f) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo de bienes, servicios, equipo e instalaciones de dise-
ño universal, con arreglo a la definición del artículo 2
de la presente Convención, que requieran la menor
adaptación posible y el menor costo para satisfacer las
necesidades específicas de las personas con discapaci-
dad, promover su disponibilidad y uso, y promover el
diseño universal en la elaboración de normas y direc-
trices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tec-
nologías, incluidas las tecnologías de la información y
las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para
las personas con discapacidad, dando prioridad a las
de precio asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las
personas con discapacidad sobre ayudas a la movili-
dad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, in-
cluidas nuevas tecnologías, así como otras formas de
asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el per-
sonal que trabajan con personas con discapacidad res-
pecto de los derechos reconocidos en la presente Con-
vención, a fin de prestar mejor la asistencia y los
servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes se comprometen a adop-
tar medidas hasta el máximo de sus recursos disponi-
bles y, cuando sea necesario, en el marco de la coope-
ración internacional, para lograr, de manera
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin per-
juicio de las obligaciones previstas en la presente Con-

vención que sean aplicables de inmediato en virtud del
derecho internacional.

3. En la elaboración y aplicación de legislación y polí-
ticas para hacer efectiva la presente Convención, y en
otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestio-
nes relacionadas con las personas con discapacidad,
los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y co-
laborarán activamente con las personas con discapaci-
dad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a
través de las organizaciones que las representan.

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afec-
tará a las disposiciones que puedan facilitar, en mayor
medida, el ejercicio de los derechos de las personas con
discapacidad y que puedan figurar en la legislación de
un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor
en dicho Estado. No se restringirán ni derogarán nin-
guno de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales reconocidos o existentes en los Estados Partes
en la presente Convención de conformidad con la ley,
las convenciones y los convenios, los reglamentos o la
costumbre con el pretexto de que en la presente Con-
vención no se reconocen esos derechos o libertades o se
reconocen en menor medida.

5. Las disposiciones de la presente Convención se apli-
carán a todas las partes de los Estados federales sin li-
mitaciones ni excepciones.

Considerando lo anterior, las propuestas de los legisladores
y lo establecido en la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, se establecen las siguientes facultades:

Establecer las Políticas Públicas para las personas con dis-
capacidad, a fin de cumplir con las obligaciones derivadas
de los tratados internacionales de derechos humanos ratifi-
cados por el estado Mexicano, adoptando medidas legisla-
tivas, administrativas y de otra índole, para hacer efectivos
los derechos de las personas con discapacidad;

Se interpreta como una facultad general que permita
definir en el Plan Nacional de Desarrollo, que es com-
petencia del Ejecutivo, los lineamientos generales de
las políticas públicas, mismos que deben provenir de las
consultas que efectúe el Consejo con la sociedad civil.
El marco de referencia para definir dichos lineamien-
tos, al señalar “tratados internacionales de derechos
humanos”, es la Convención y todos aquellos relacio-
nados con la materia. El desarrollo de las políticas pú-
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blicas considera la disposición de la Convención relati-
va a que el Ejecutivo efectué “medidas legislativas, ad-
ministrativas y de otra índole”, lo cual se encuentra
dentro de sus facultades constitucionales, como la posi-
bilidad de promover leyes o realizar las modificaciones
que estime convenientes en la administración pública.

Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno Fede-
ral a que instrumenten acciones en favor de la inclusión so-
cial y económica de las personas con discapacidad en el
marco de las políticas públicas;

El espíritu de la Convención es impulsar políticas que
atiendan al principio de la transversalidad y en ese sen-
tido, el Ejecutivo debe promover que todas las depen-
dencias y entidades del Estado, de acuerdo a sus com-
petencias, revisen y cumplan las acciones que les
corresponden de acuerdo a la Convención.

Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración los recursos para la implementación y ejecución
de la política pública derivada de la presente Ley, tomando
en consideración la participación de las Entidades Federa-
tivas en el reparto de estos recursos, de conformidad con
los ordenamientos legales aplicables;

Es facultad del Ejecutivo elaborar y enviar el proyecto de
presupuesto de egresos de la federación a la Cámara de
Diputados y en este sentido, la facultad aquí propuesta se
refiere al conjunto de programas que las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal y los que
desarrollen las Entidades Federativas, sean incluidos al
momento de elaborar el proyecto de presupuesto. El Con-
sejo será el responsable de conocer las propuestas presu-
puestales de los diversos programas que integren el Pro-
grama Nacional y proponerlo por la vía institucional.

Establecer políticas públicas que garanticen la equidad e
igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad;

Con esta facultad se propone garantizar que los pro-
gramas públicos sean accesibles para todas las perso-
nas con discapacidad, sin discriminación de ningún ti-
po y cuidando que los mismos no sean utilizados parcial
o favorablemente a un solo sector de la discapacidad, lo
que contribuye a que la cobertura sea mayor y para to-
do el colectivo de personas.

Conceder, de conformidad con las disposiciones legales
aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o morales

que realicen acciones a favor de las personas con discapa-
cidad, adecuen sus instalaciones en términos de accesibili-
dad, o de cualquier otra forma se adhieran a las políticas
públicas en la materia, en términos de la legislación apli-
cable;

Se propone esta facultad con fundamento en lo dispuesto
en la fracción III del artículo 39 del Código Fiscal de la
Federación que señala:

Código Fiscal de la Federación

Artículo 39. El Ejecutivo Federal mediante resoluciones
de carácter general podrá:

...

III. Conceder subsidios o estímulos fiscales.

Promover la consulta y participación de las personas
con discapacidad, personas físicas o morales y las orga-
nizaciones de la sociedad civil en la elaboración y apli-
cación de políticas, legislación y programas, con base
en la presente Ley;

Una de los avances más importantes en materia de par-
ticipación social de las personas con discapacidad, es
el reconocimiento en la Convención, para que en la
“adopción de decisiones” en cuestiones relativas a las
personas con discapacidad, éstas sean consultadas y
colaboren activamente. De igual forma debe consultar-
se a la infancia con discapacidad a través de las orga-
nizaciones que los representen. El alcance de esta obli-
gación del Estado Mexicano, es que las personas con
discapacidad, deben participar en las decisiones que
implican la elaboración y aplicación de leyes, así como
de políticas en todos sentidos, es decir, es obligatorio
que participen en las decisiones de los tres órdenes de
gobierno, incluido el Congreso de la Unión y los Con-
gresos Locales.

Para hacer efectivo este derecho, el Ejecutivo Federal
debe promover el cumplimiento de ésta norma de la
Convención y por su parte, el Consejo debe procurar
que dicha participación se extienda en todos niveles.

Lo anterior se establece en el artículo 4, numeral 3, de
la Convención, relativo a las obligaciones de los Esta-
dos, que para el caso, dicha responsabilidad recae en el
Titular del Ejecutivo Federal.



Convención

“Artículo 4. Obligaciones generales

...

3. En la elaboración y aplicación de legislación y polí-
ticas para hacer efectiva la presente Convención, y en
otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestio-
nes relacionadas con las personas con discapacidad,
los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y co-
laborarán activamente con las personas con discapaci-
dad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a
través de las organizaciones que las representan.”

Asegurar la participación de las personas con discapacidad
y las organizaciones de la sociedad civil en la elaboración
de los informes que el Gobierno Mexicano presentará a la
Organización de las Naciones Unidas en cumplimiento a la
Convención y ante otros organismos internacionales, rela-
cionados con la materia de discapacidad y los derechos hu-
manos;

En el mismo sentido que la anterior, esta es una facul-
tad obligatoria para el Titular del Ejecutivo Federal, la
cual se indica en el artículo 35, numeral 4 de la Con-
vención.

Convención

“Artículo 35 Informes presentados por los Estados Par-
tes

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por con-
ducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
un informe exhaustivo sobre las medidas que hayan
adoptado para cumplir sus obligaciones conforme a la
presente Convención y sobre los progresos realizados al
respecto en el plazo de dos años contado a partir de la
entrada en vigor de la presente Convención en el Esta-
do Parte de que se trate.

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán in-
formes ulteriores al menos cada cuatro años y en las de-
más ocasiones en que el Comité se lo solicite.

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al con-
tenido de los informes.

4. El Estado Parte que haya presentado un informe ini-
cial exhaustivo al Comité no tendrá que repetir, en sus
informes ulteriores, la información previamente facili-
tada. Se invita a los Estados Partes a que, cuando pre-
paren informes para el Comité, lo hagan mediante un
procedimiento abierto y transparente y tengan en cuen-
ta debidamente lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo
4 de la presente Convención.

5. En los informes se podrán indicar factores y dificul-
tades que afecten al grado de cumplimiento de las obli-
gaciones contraídas en virtud de la presente Conven-
ción.

Cabe destacar que la Convención señala este proceso
como “abierto y transparente”, para lo cual el gobier-
no o el Consejo en su caso, deberán desarrollar el me-
canismo que garantice dicha participación, eliminán-
dose así la práctica de emitir “convocatorias” que lo
que menos tienen en sus bases o lineamientos es la con-
cepción de apertura y pluralidad.”

Garantizar el desarrollo integral de las personas con disca-
pacidad, de manera plena y autónoma, en los términos de
la presente Ley;

Esta facultad, propuesta por los legisladores, está di-
rectamente relacionada con el espíritu general del artí-
culo 4 de la Convención.

Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y
promover el pleno ejercicio de todos los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales de las personas
con discapacidad sin discriminación alguna por moti-
vos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se
comprometen a:”

Fomentar la integración social de las personas con disca-
pacidad, a través del ejercicio de sus derechos civiles y po-
líticos;

Es una obligación del Estado comprometerse a adoptar
medidas para hacer efectivos los derechos económicos,
sociales y culturales de las personas con discapacidad,
tal y como lo establece el artículo 4 numeral 2 de la
Convención.
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Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales, los Estados Partes se comprometen a adop-
tar medidas hasta el máximo de sus recursos disponi-
bles y, cuando sea necesario, en el marco de la coope-
ración internacional, para lograr, de manera
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin per-
juicio de las obligaciones previstas en la presente Con-
vención que sean aplicables de inmediato en virtud del
derecho internacional.”

Promover el pleno ejercicio de los derechos fundamentales
de las personas con discapacidad en condiciones equitati-
vas;

Impulsar la adopción de acciones afirmativas orientadas a
evitar y compensar las desventajas de una persona con dis-
capacidad para participar plenamente en la vida política,
económica, social y cultural;

Un tema que aborda una de las iniciativas, es la pro-
puesta para desarrollar acciones afirmativas, las cuales
permitan evitar y compensar las desventajas de las per-
sonas con discapacidad, como sería el caso de estable-
cer medidas que favorezcan el trato hacia las personas,
la atención preferente y el otorgamiento de beneficios.
Las acciones afirmativas son desarrolladas en diversos
países incluido el nuestro, y tienden a servir de soporte
en procesos temporales de inclusión, como por ejemplo,
la preferencia para no hacer fila en servicios públicos
para facilitar a las personas sus gestiones, en tanto se
consolida una cultura de respeto a la persona con dis-
capacidad en la sociedad; Uno más, lo observamos en
el otorgamiento de apoyos económicos, que son valio-
sos a las personas con discapacidad en situación de
marginación o pobreza y que se otorgan en tanto su
condición económica pueda contar con otros mecanis-
mos para su manutención o sobrevivencia, como la po-
sibilidad de un empleo o una actividad productiva que
le permita recibir ingresos. La acción afirmativa puede
o no continuar en todo caso.

Impulsar la participación solidaria de la sociedad y la fa-
milia en la preservación, y restauración de la salud, así co-
mo la prolongación y mejoramiento de la calidad de vida
de las personas con discapacidad; y

Esta propuesta de los legisladores, se fundamenta en lo
dispuesto por la Convención en su artículo 8.

Convención

“Artículo 8. Toma de conciencia

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medi-
das inmediatas, efectivas y pertinentes para:

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar,
para que tome mayor conciencia respecto de las perso-
nas con discapacidad y fomentar el respeto de los dere-
chos y la dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las
prácticas nocivas respecto de las personas con discapa-
cidad, incluidos los que se basan en el género o la edad,
en todos los ámbitos de la vida;

c) Promover la toma de conciencia respecto de las ca-
pacidades y aportaciones de las personas con discapa-
cidad.

Considerando lo anterior, el artículo 6º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 6º. Son facultades del Titular del Poder Eje-
cutivo Federal en materia de esta ley, las siguientes:

I. Establecer las Políticas Públicas para las personas
con discapacidad, a fin de cumplir con las obligaciones
derivadas de los tratados internacionales de derechos
humanos ratificados por el estado Mexicano ,adoptan-
do medidas legislativas, administrativas y de otra índo-
le, para hacer efectivos los derechos de las personas
con discapacidad;

II. Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno
Federal a que instrumenten acciones en favor de la in-
clusión social y económica de las personas con disca-
pacidad en el marco de las políticas públicas;

III. Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación los recursos para la implementación y
ejecución de la política pública derivada de la presente
Ley, tomando en consideración la participación de las
entidades federativas en el reparto de estos recursos, de
conformidad con los ordenamientos legales aplicables;



IV. Establecer y aplicar las políticas públicas a través
de las dependencias y entidades del Gobierno Federal,
que garanticen la equidad e igualdad de oportunidades
a las personas con discapacidad;

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o
morales que realicen acciones a favor de las personas
con discapacidad, adecuen sus instalaciones en térmi-
nos de accesibilidad, o de cualquier otra forma se ad-
hieran a las políticas públicas en la materia, en térmi-
nos de la legislación aplicable;

VI. Promover la consulta y participación de las perso-
nas con discapacidad, personas físicas o morales y las
organizaciones de la sociedad civil en la elaboración y
aplicación de políticas, legislación y programas, con
base en la presente Ley;

VII. Asegurar la participación de las personas con dis-
capacidad y las organizaciones de la sociedad civil en
la elaboración de los informes que el Gobierno Mexi-
cano presentará a la Organización de las Naciones Uni-
das en cumplimiento a la Convención y ante otros orga-
nismos internacionales, relacionados con la materia de
discapacidad y los derechos humanos;

VIII. Garantizar el desarrollo integral de las personas
con discapacidad, de manera plena y autónoma, en los
términos de la presente Ley;

IX. Fomentar la integración social de las personas con
discapacidad, a través del ejercicio de sus derechos ci-
viles y políticos;

X. Promover el pleno ejercicio de los derechos funda-
mentales de las personas con discapacidad en condi-
ciones equitativas;

XI. Impulsar la adopción de acciones afirmativas orien-
tadas a evitar y compensar las desventajas de una per-
sona con discapacidad para participar plenamente en
la vida política, económica, social y cultural;

XII. Impulsar la participación solidaria de la sociedad
y la familia en la preservación, y restauración de la sa-
lud, así como la prolongación y mejoramiento de la ca-
lidad de vida de las personas con discapacidad; y

XIII. Las demás que otros ordenamientos le confieran.”

9) Título Segundo

El Título Segundo de la Ley se denomina “Derechos de las
Personas con Discapacidad” y define de forma integral
cuales son los derechos de las personas con discapacidad
en materia de: Salud y Asistencia Social, Trabajo y Em-
pleo, Educación, Accesibilidad y Vivienda, Transporte Pú-
blico y Comunicaciones, Desarrollo Social, Recopilación
de datos y Estadística, Deporte, Recreación, Cultura y Tu-
rismo, Acceso a la Justicia, Libertad de Expresión, Opinión
y Acceso a la Información, Lineamientos del Programa Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con
Discapacidad y Sistema Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

El Título Segundo se integra por 12 capítulos y los artícu-
los 7º a 37.

10) Capítulo I. Salud y Asistencia Social

El Capítulo I se denomina “Salud y Asistencia Social” y
describe los derechos de las personas con discapacidad en
materia de “salud” y la “asistencia social”.

El Capítulo I se integra por los artículos: 7º, 8º, 9º y 10º.

Los derechos en materia de salud y asistencia social, se
desarrollan con base en las propuestas de los legisladores y
lo establecido en el artículo 25 de la Convención.

Convención

“Artículo 25 Salud

Los Estados Partes reconocen que las personas con dis-
capacidad tienen derecho a gozar del más alto nivel po-
sible de salud sin discriminación por motivos de disca-
pacidad. Los Estados Partes adoptarán las medidas
pertinentes para asegurar el acceso de las personas con
discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta
las cuestiones de género, incluida la rehabilitación re-
lacionada con la salud. En particular, los Estados Par-
tes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad
programas y atención de la salud gratuitos o a precios
asequibles de la misma variedad y calidad que a las de-
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más personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y
reproductiva, y programas de salud pública dirigidos a
la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten
las personas con discapacidad específicamente como
consecuencia de su discapacidad, incluidas la pronta
detección e intervención, cuando proceda, y servicios
destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición
de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las ni-
ñas y las personas mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible
de las comunidades de las personas con discapacidad,
incluso en las zonas rurales;

d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten
a las personas con discapacidad atención de la misma
calidad que a las demás personas sobre la base de un
consentimiento libre e informado, entre otras formas
mediante la sensibilización respecto de los derechos hu-
manos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de
las personas con discapacidad a través de la capacita-
ción y la promulgación de normas éticas para la aten-
ción de la salud en los ámbitos público y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con
discapacidad en la prestación de seguros de salud y de
vida cuando éstos estén permitidos en la legislación na-
cional, y velarán por que esos seguros se presten de ma-
nera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminato-
ria, servicios de salud o de atención de la salud o ali-
mentos sólidos o líquidos por motivos de discapaci-
dad.”

Se incorpora en este capítulo el derecho de las personas
con discapacidad a la “asistencia social”, debido a que es
facultad expresa de la Secretaria de Salud, brindar atención
en materia de asistencia social, en particular, a las personas
con discapacidad, tal y como lo señalan los artículos 3º
fracción XX, 6º fracción III, 27 fracción X, 167, 168 frac-
ciones I, II y V, 173 y 174.

Ley General de Salud

“Artículo 3o. En los términos de esta Ley, es materia
de salubridad general:

XX. La asistencia social;”

“Artículo 6o. El sistema nacional de salud tiene los
siguientes objetivos:

III. Colaborar al bienestar social de la población me-
diante servicios de asistencia social, principalmente a
menores en estado de abandono, ancianos desampara-
dos y minusválidos, para fomentar su bienestar y propi-
ciar su incorporación a una vida equilibrada en lo eco-
nómico y social;

“Artículo 27. Para los efectos del derecho a la pro-
tección de la salud, se consideran servicios básicos de
salud los referentes a:

X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y,
de éstos, de manera especial, a los pertenecientes a las
comunidades indígenas.”

Artículo 167. Para los efectos de esta Ley, se entien-
de por Asistencia Social el conjunto de acciones ten-
dientes a modificar y mejorar las circunstancias de ca-
rácter social que impidan al individuo su desarrollo
integral, así como la protección física, mental y social
de personas en estado de necesidad, desprotección o
desventaja física y mental, hasta lograr su incorpora-
ción a una vida plena y productiva.

Artículo 168. Son actividades básicas de Asistencia
Social:

I. La atención a personas que, por sus carencias so-
cio-económicas o por problemas de invalidez, se ve-
an impedidas para satisfacer sus requerimientos bá-
sicos de subsistencia y desarrollo;

II. La atención en establecimientos especializados a
menores y ancianos en estado de abandono o desam-
paro e inválidos sin recursos;

III. La prestación de servicios de asistencia jurídica
y de orientación social, especialmente a menores, an-
cianos e inválidos sin recursos;

Artículo 173. Para los efectos de esta Ley, se entien-
de por invalidez la limitación en la capacidad de una
persona para realizar por sí misma actividades necesa-
rias para su desempeño físico, mental, social, ocupa-
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cional y económico como consecuencia de una insufi-
ciencia somática, psicológica o social.

Artículo 174. La atención en materia de prevención
de invalidez y rehabilitación de inválidos compren-
de:

I. La investigación de las causas de la invalidez y de los
factores que la condicionan;

II. La promoción de la participación de la comunidad
en la prevención y control de las causas y factores con-
dicionantes de la invalidez;

III. La identificación temprana y la atención oportuna
de procesos físicos, mentales y sociales que puedan cau-
sar invalidez;

IV. La orientación educativa en materia de rehabilita-
ción a la colectividad en general, y en particular a las
familias que cuenten con algún inválido, promoviendo
al efecto la solidaridad social;

V. La atención integral de los inválidos, incluyendo la
adaptación de las prótesis, órtesis y ayudas funcionales
que requieran;

Responsabilidades de la Secretaría de Salud

El artículo 7º de la nueva Ley, define a la Secretaría de Sa-
lud como la dependencia responsable de promover el dere-
cho de las personas con discapacidad a la salud, rehabilita-
ción y habilitación, así como las acciones que debe realizar
en la materia.

Transversalidad

Como una innovación en la nueva Ley, se atiende el prin-
cipio de transversalidad previsto por la Convención y las
propuestas de los legisladores, para que desde la propia
Ley, se definan las responsabilidades que le corresponden
en materia de ésta Ley a la dependencia rectora de la salud.
Lo que contribuye a una mejor organización institucional y
un efectivo desarrollo de políticas y programas.

Se incorpora además, la definición para que el derecho a la
salud se otorgue sin discriminación por motivos de disca-
pacidad y que los programas y servicios consideren crite-
rios de calidad, especialización, género, gratuidad y precio
asequible.

Acciones de la Secretaría de Salud

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 7º define diversas ac-
ciones, que la Secretaría de Salud debe realizar a fin de que
la institución pueda hacer efectivo el derecho a la salud,
rehabilitación y habilitación de las personas con discapaci-
dad, como las siguientes:

Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud pública pa-
ra la orientación, prevención, detección, estimulación tem-
prana, atención integral o especializada, rehabilitación y
habilitación, para las diferentes discapacidades;

Se propone que la Secretaría desarrolle programas con
una visión integral y para todas las discapacidades.

Crear o fortalecer establecimientos de salud y de asistencia
social que permita ejecutar los programas señalados en la
fracción anterior, los cuales se extenderán a las regiones ru-
rales y comunidades indígenas, considerando los derechos
humanos, dignidad, autonomía y necesidades de las perso-
nas con discapacidad;

Considerando que las personas con discapacidad se en-
frentan en su mayoría, a diversas dificultades para en-
contrar atención a su salud, rehabilitación o asistencia
social, se propone que la Secretaria pueda construir
nuevos centros de salud o de rehabilitación o en su ca-
so fortalecer la infraestructura existente en la materia;
así mismo se considera la creación de centros de asis-
tencia social, que no existen en el país, y en los cuales
se atienda a personas con discapacidad en situación de
abandono, desamparo o sin recursos, incluso en regio-
nes rurales o comunidades indígenas.

Elaborar e implementar en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública, en lo que corresponda, programas
de educación, capacitación, formación y especialización
para la salud en materia de discapacidad, a fin de que los
profesionales de la salud proporcionen a las personas con
discapacidad una atención digna y de calidad, sobre la ba-
se de un consentimiento libre e informado;

Considerando que las personas con discapacidad re-
quieren servicios especializados en materia de salud o
rehabilitación, así como una atención adecuada que en
la actualidad observa carencias de todo tipo, se propo-
ne que la Secretaría en coordinación con la Secretaría
de Educación Pública elabore programas que contribu-
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yan a mejorar los servicios de salud en el país, incluida
una mejor preparación del personal y profesionales que
deben atender a las personas con discapacidad.

Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y medi-
cinas de uso restringido, que sean accesibles a la población
con discapacidad;

De acuerdo con cifras oficiales, cada se producen
265,000 nuevos casos de discapacidad, mismos que re-
quieren todo tipo de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido que en la actualidad re-
presentan un alto costo económico y social, tanto para
el Estado y las personas, debido a la carencia o reduci-
da oferta de dichos apoyos. En este sentido, se propone
la creación de “bancos”, que mediante la asignación de
recursos públicos y donaciones, permitan proporcionar
a las personas con discapacidad dichos apoyos con ma-
yor facilidad.

Fomentar la creación de centros asistenciales, temporales o
permanentes, para personas con discapacidad en desampa-
ro, donde sean atendidas en condiciones que respeten su
dignidad y sus derechos, de conformidad con los principios
establecidos en la presente ley;

Considerando las carencias económicas así como las
condiciones de marginación o desamparo a que se en-
frentan las personas con discapacidad, se propone que
la Secretaría construya o instale centros asistenciales
donde las personas puedan vivir o ser atendidas de for-
ma temporal o permanente.

Celebrar convenios con instituciones educativas públicas y
privadas, para impulsar la investigación y conocimiento
sobre la materia de discapacidad;

Con la finalidad de promover la investigación sobre to-
dos los aspectos que involucran a las personas con dis-
capacidad y extender el conocimiento sobre la discapa-
cidad en la sociedad, se propone que la Secretaría
celebre convenios con instituciones educativas públicas
o privadas, que colaboren a fin de multiplicar los es-
fuerzos en este sentido.

Implementar programas de sensibilización, capacitación y
actualización, dirigidos al personal médico y administrati-
vo, para la atención de la población con discapacidad;

Considerando que frecuentemente las personas con dis-
capacidad, denuncian falta de atención, discriminación
o maltrato en los servicios de salud, se propone que la
Secretaría promueva programas que contribuyan a que
el personal médico y administrativo, conozca más de las
personas con discapacidad y les brinde un trato digno.

Establecer servicios de información, orientación, atención
y tratamiento psicológico para las personas con discapaci-
dad, sus familias o personas que se encarguen de su cuida-
do y atención;

Considerando que las personas con discapacidad re-
quieren para la superación personal de apoyo psicoló-
gico profesional y oportuno, se propone que la Secreta-
ría establezca servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico, de los que aún se
carece en el país.

Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la presta-
ción de los servicios de salud y asistencia social para las
personas con discapacidad por parte del sector público, so-
cial y privado;

Se propone que la Secretaría de Salud desarrolle nor-
mas para todos los servicios de salud y asistencia so-
cial.

Crear programas de orientación, educación, y rehabilita-
ción sexual y reproductiva para las personas con discapaci-
dad y sus familias;

Considerando que existe un atraso importante en lo que
se refiere a la atención sexual y reproductiva de las per-
sonas con discapacidad en los servicios de salud públi-
cos, se propone que la Secretaría desarrolle programas
en la materia.

Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la pobla-
ción con discapacidad;

La mayoría de las personas con discapacidad enfrentan
carencias económicas que les impiden acceder a cualquier
tipo de servicio privado en materia de salud.

Por otra parte, el Seguro Popular, de acuerdo con las
bases establecidas para tener acceso, define que las
personas con discapacidad pueden acceder por la vía
del registro familiar, en cuyo caso, el costo del seguro
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popular se calcula con base al decir de ingreso por ho-
gar y puede oscilar entre cero y 11378 pesos anuales.

Si la persona es mayor de 18 años y se afilia de manera in-
dividual, debe aportar el equivalente al 50% del monto de
la cuota familiar que corresponda al decil de ingresos en
que se ubique.

Considerando lo anterior, el acceso de las personas con
discapacidad al seguro popular se ve limitado por el
factor económico, por lo que se propone que la Secre-
taría establezca la gratuidad del seguro popular a toda
persona con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 7º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 7º. La Secretaría de Salud promoverá el dere-
cho de las personas con discapacidad a gozar del más
alto nivel posible de salud, rehabilitación y habilitación
sin discriminación por motivos de discapacidad, me-
diante programas y servicios que serán diseñados y pro-
porcionados, considerando criterios de calidad, espe-
cialización, género, gratuidad o precio asequible. Para
tal efecto, realizará las siguientes acciones:

I. Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud pú-
blica para la orientación, prevención, detección, esti-
mulación temprana, atención integral o especializada,
rehabilitación y habilitación, para las diferentes disca-
pacidades;

II. Crear o fortalecer establecimientos de salud y de
asistencia social que permita ejecutar los programas
señalados en la fracción anterior, los cuales se extende-
rán a las regiones rurales y comunidades indígenas,
considerando los derechos humanos, dignidad, autono-
mía y necesidades de las personas con discapacidad;

III. Elaborar e implementar programas de educación,
capacitación, formación y especialización para la salud
en materia de discapacidad, a fin de que los profesio-
nales de la salud proporcionen a las personas con dis-
capacidad una atención digna y de calidad, sobre la ba-
se de un consentimiento libre e informado;

IV. Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido, que sean accesibles a la
población con discapacidad;

V. Fomentar la creación de centros asistenciales, tem-
porales o permanentes, para personas con discapaci-
dad en desamparo, donde sean atendidas en condicio-
nes que respeten su dignidad y sus derechos, de
conformidad con los principios establecidos en la pre-
sente ley;

VI. Celebrar convenios con instituciones educativas pú-
blicas y privadas, para impulsar la investigación y co-
nocimiento sobre la materia de discapacidad;

VII. Implementar programas de sensibilización, capaci-
tación y actualización, dirigidos al personal médico y
administrativo, para la atención de la población con
discapacidad;

VIII. Establecer servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico para las personas
con discapacidad, sus familias o personas que se en-
carguen de su cuidado y atención;

IX. Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la
prestación de los servicios de salud y asistencia social
para las personas con discapacidad por parte del sec-
tor público, social y privado;

X. Crear programas de orientación, educación, y reha-
bilitación sexual y reproductiva para las personas con
discapacidad y sus familias;

XI. Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la
población con discapacidad; y

XII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Asistencia Social

En el artículo 8º se definen los servicios de asistencia so-
cial, mediante los cuales se brinde atención a las personas
con discapacidad y se elaboro con base en las propuestas
de los legisladores y lo establecido en el artículo 28 de la
Convención.

Convención

“Artículo 28 Nivel de vida adecuado y protección social

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a un nivel de vida adecuado
para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación,
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vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de
sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas perti-
nentes para salvaguardar y promover el ejercicio de es-
te derecho sin discriminación por motivos de discapaci-
dad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la protección social y a gozar
de ese derecho sin discriminación por motivos de disca-
pacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para pro-
teger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las
personas con discapacidad a servicios de agua potable
y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra
índole adecuados a precios asequibles para atender las
necesidades relacionadas con su discapacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad, en particular las mujeres y niñas y las personas
mayores con discapacidad, a programas de protección
social y estrategias de reducción de la pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
y de sus familias que vivan en situaciones de pobreza a
asistencia del Estado para sufragar gastos relacionados
con su discapacidad, incluidos capacitación, asesora-
miento, asistencia financiera y servicios de cuidados
temporales adecuados;

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad
a programas de vivienda pública;

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las
personas con discapacidad a programas y beneficios de
jubilación.”

En función de lo anterior, se propone que el Consejo, los
Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Munici-
pios celebren convenios con los sectores privado y social,
a fin de promover acciones en materia de asistencia social,
como las siguientes:

Promover los servicios de asistencia social para las perso-
nas con discapacidad en todo el país;

Promover la aportación de recursos materiales, humanos y
financieros;

Procurar la integración y el fortalecimiento de la asistencia
pública y privada en la prestación de los servicios de asis-
tencia social dirigidos a las personas con discapacidad;

Establecer mecanismos para atender la demanda de servi-
cios de asistencia social de las personas con discapacidad;

Los demás que tengan por objeto garantizar la prestación
de servicios de asistencia social para las personas con dis-
capacidad.

Entre los beneficios que en materia de asistencia social
proponen los legisladores, se incluye el otorgamiento de
apoyos materiales o económicos, apoyos para la educa-
ción, rehabilitación, vivienda, transporte, financiamien-
to de ayudas, descuentos en servicios públicos como el
agua potable o la luz, alimentos, medicinas, vestido, al-
bergues, servicios de casas hogar, entre otros.

Considerando lo anterior, el artículo 8º se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 8º. El Consejo, los Gobiernos de las Entida-
des Federativas y de los Municipios podrán celebrar
convenios con los sectores privado y social, a fin de:

I. Promover los servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad en todo el país;

II. Promover la aportación de recursos materiales, hu-
manos y financieros;

III. Procurar la integración y el fortalecimiento de la
asistencia pública y privada en la prestación de los ser-
vicios de asistencia social dirigidos a las personas con
discapacidad;

IV. Establecer mecanismos para atender la demanda de
servicios de asistencia social de las personas con dis-
capacidad; y

V. Los demás que tengan por objeto garantizar la pres-
tación de servicios de asistencia social para las perso-
nas con discapacidad.”

Seguros de Salud o de vida

En el artículo 9º se define con base en las propuestas de los
legisladores y lo dispuesto en el inciso e del artículo 25 de
la Convención.
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Convención

“Artículo 25 Salud

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con
discapacidad en la prestación de seguros de salud y de
vida cuando éstos estén permitidos en la legislación na-
cional, y velarán por que esos seguros se presten de ma-
nera justa y razonable;”

1. Considerando lo anterior, el artículo 9º se propone
para quedar como sigue:

“Artículo 9º. Queda prohibido cualquier tipo de discri-
minación contra las personas con discapacidad en el
otorgamiento de seguros de salud o de vida.”

Clasificación Nacional de Discapacidades, Certificado
de Discapacidad

En el artículo 10 se define la responsabilidad de la Secre-
taría de Salud y el Consejo para emitir con base en los li-
neamientos de la CIF (Clasificación Internacional del Fun-
cionamiento, de la Discapacidad y de la Salud) la
Clasificación Nacional de Discapacidades. Así mismo se
establece la responsabilidad de la Secretaría para que otor-
gar a las personas con discapacidad un certificado de reco-
nocimiento y calificación de la discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 10 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 10. La Secretaría de Salud en coordinación con
el Consejo, emitirá la Clasificación Nacional de Disca-
pacidades, con base en los lineamientos establecidos
por la Clasificación Internacional del Funcionamiento,
de la Discapacidad y de la Salud, la cual estará dispo-
nible al público y deberá ser utilizada en el diseño de
Políticas Públicas.

El Sector Salud expedirá a las personas con discapaci-
dad un certificado de reconocimiento y calificación de
discapacidad con validez nacional.

11) Capítulo II. Trabajo y Empleo

El Capítulo II se denomina “Trabajo y Empleo” y describe
los derechos de las personas con discapacidad en materia
laboral.

El Capítulo II se integra por el artículo: 11

Los derechos en materia laboral, se desarrollan con base en
las propuestas de los legisladores y lo establecido en el ar-
tículo 25 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos laborales de las personas
con discapacidad que se indican en el artículo 27 de la
Convención.

Convención

“Artículo 27 Trabajo y empleo

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a trabajar, en igualdad de con-
diciones con las demás; ello incluye el derecho a tener
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo
libremente elegido o aceptado en un mercado y un en-
torno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesi-
bles a las personas con discapacidad. Los Estados Par-
tes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del
derecho al trabajo, incluso para las personas que ad-
quieran una discapacidad durante el empleo, adoptan-
do medidas pertinentes, incluida la promulgación de le-
gislación, entre ellas:

a) Prohibir la discriminación por motivos de discapaci-
dad con respecto a todas las cuestiones relativas a
cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de
selección, contratación y empleo, la continuidad en el
empleo, la promoción profesional y unas condiciones de
trabajo seguras y saludables;

b) Proteger los derechos de las personas con discapaci-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, a con-
diciones de trabajo justas y favorables, y en particular
a igualdad de oportunidades y de remuneración por tra-
bajo de igual valor, a condiciones de trabajo seguras y
saludables, incluida la protección contra el acoso, y a
la reparación por agravios sufridos;

c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan
ejercer sus derechos laborales y sindicales, en igualdad
de condiciones con las demás;

d) Permitir que las personas con discapacidad tengan
acceso efectivo a programas generales de orientación
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técnica y vocacional, servicios de colocación y forma-
ción profesional y continua;

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción
profesional de las personas con discapacidad en el mer-
cado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención,
mantenimiento del empleo y retorno al mismo;

f) Promover oportunidades empresariales, de empleo
por cuenta propia, de constitución de cooperativas y de
inicio de empresas propias;

g) Emplear a personas con discapacidad en el sector
público;

h) Promover el empleo de personas con discapacidad
en el sector privado mediante políticas y medidas perti-
nentes, que pueden incluir programas de acción afir-
mativa, incentivos y otras medidas;

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las
personas con discapacidad en el lugar de trabajo;

j) Promover la adquisición por las personas con disca-
pacidad de experiencia laboral en el mercado de traba-
jo abierto;

k) Promover programas de rehabilitación vocacional y
profesional, mantenimiento del empleo y reincorpora-
ción al trabajo dirigidos a personas con discapacidad.

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad no sean sometidas a esclavitud ni servi-
dumbre y que estén protegidas, en igualdad de condi-
ciones con las demás, contra el trabajo forzoso u obli-
gatorio.”

En función de lo anterior, el artículo 11 define como res-
ponsable de los derechos laborales de las personas con dis-
capacidad a la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, la
cual es la entidad facultada por la Ley Federal del Trabajo
para la regulación del trabajo. Así mismo se consideran las
propuestas de los legisladores.

Responsabilidades de la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social

Se define en el artículo 11 de la nueva Ley, que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social es la entidad responsable

de promover los derechos laborales de las personas con
discapacidad en igualdad de oportunidades y equidad.

Acciones de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 11 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de-
be realizar a fin de que la institución pueda hacer efectivo
el derecho al trabajo y el empleo de las personas con dis-
capacidad, como las siguientes:

Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo de
discapacidad en la selección, contratación, remuneración,
tipo de empleo, reinserción, continuidad, capacitación, li-
quidación laboral, promoción profesional y asegurar con-
diciones de trabajo accesibles, seguras y saludables;

Se propone que una de las acciones a fin de promover
los derechos laborales de las personas con discapaci-
dad, sea que la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial, adopte medidas administrativas o legales que pro-
híban cualquier tipo de discriminación para quienes
buscan un trabajo o empleo en el sector público o pri-
vado.

Es oportuno destacar que entre las propuestas presen-
tadas, se propone la definición de “cuotas” que reser-
ven espacios o plazas laborales en las empresas o de-
pendencias y entidades de la administración pública a
las personas con discapacidad. 

En este sentido es importante mencionar que la propia
Convención no reconoce esta medida, como una vía fac-
tible para la integración laboral. Por el contrario, don-
de se han legalizado las “cuotas de espacios labora-
les”, éstas han resultado segregacionistas o aún más
discriminatorias, ya que cuando se cumple la meta de
una cuota el proceso de integración se detiene y no ga-
rantiza la generación creciente o continua de oportuni-
dades de contratación a todo tipo de perfiles, salvo los
requeridos para cumplir con la norma.

La Convención propone como proceso de integración
laboral, aquel que promueva una cultura de la no dis-
criminación y se propicien oportunidades con acciones
administrativas o legales que les garanticen a las per-
sonas, medidas compensatorias que apoyen a las perso-
nas desde la capacitación hasta la integración a un es-
pacio laboral.
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Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas públicas pa-
ra la inclusión laboral de las personas con discapacidad
atendiendo a su clasificación, en el sector público o priva-
do, que protejan la capacitación, empleo, contratación y
derechos sindicales, en su caso, de las personas con disca-
pacidad;

Como ya se ha señalado, es importante que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social diseñe políticas que
protejan sus derechos y le brinden a las personas apo-
yo de capacitación para un trabajo, consecución de un
empleo, protección en el proceso de contratación con-
forme lo establece la Ley y su inclusión como trabaja-
dores a los sindicatos.

Diseñar, promover, ejecutar y evaluar programas y becas
para la formación o capacitación para el empleo y el finan-
ciamiento de actividades productivas, cooperativas o em-
presas de o para las personas con discapacidad;

Una de las limitaciones de las personas con discapaci-
dad para su inclusión laboral, es la falta de preparación
o de capacitación, que les permita ser candidatos via-
bles en un empleo. Por ello, se propone que la Secreta-
ría de Trabajo y Previsión Social elabore programas
para los fines citados y promueva el otorgamiento de
becas que permitan a las personas capacitarse y lograr
un empleo.

Elaborar e instrumentar el programa nacional de trabajo y
empleo para las personas con discapacidad, que compren-
da la capacitación, creación de agencias de integración la-
boral, acceso a bolsas de trabajo públicas o privadas, cen-
tros de trabajo protegido, talleres, asistencia técnica,
formación vocacional o profesional, becas en cualquiera de
sus modalidades, inserción laboral de las personas con dis-
capacidad en la administración pública de los tres órdenes
de gobierno, a través de convenios con los sectores públi-
co, social y privado;

Se propone que la Secretaria elabore un programa na-
cional de trabajo y empleo a fin de promover la inte-
gración laboral, en el que se incorporen nuevos meca-
nismos de apoyo como seguros de desempleo, talleres
protegidos o becas económicas temporales entre otros
acciones o medidas compensatorias.

Proporcionar asistencia técnica y legal a los sectores pro-
ductivos, social y privado, en materia laboral de discapaci-
dad, que así lo soliciten;

Considerando que es común en los sectores productivos
la falta de información sobre la discapacidad y las ca-
pacidades de las personas, lo que dificulta su integra-
ción a un empleo, se propone que la Secretaria brinde
asistencia técnica y legal sobre la materia, a los empre-
sarios que lo soliciten.

Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de per-
mitir el pleno acceso y goce de los derechos en materia la-
boral establecidos por la presente Ley y demás disposicio-
nes aplicables;

A fin de establecer normatividad sobre las diversas eta-
pas del proceso de integración laboral de las personas
con discapacidad, incluida la adecuación de instalacio-
nes o lugares de trabajo y el otorgamiento de estímulos
fiscales, se propone que la Secretaría desarrolle las
normas oficiales mexicanas que permitan la estandari-
zación de la integración laboral en el país.

Fomentar la capacitación y sensibilización al personal que
trabaje con personas con discapacidad en el sector público
o privado;

Considerando que una parte relevante del proceso de
integración laboral, son las relaciones laborales de las
personas con discapacidad con el resto del personal de
las empresas, se propone que la Secretaria apoye y fo-
mente la capacitación del personal que trabaje con per-
sonas con discapacidad.

Establecer mecanismos de denuncia y determinar sancio-
nes ante situaciones de acoso, discriminación, esclavitud,
tortura, servidumbre, trabajo forzado, empleo sin remune-
ración u obligatorio;

El mayor indicador de discriminación hacia las perso-
nas con discapacidad lo representa el hecho de que más
del 50% de las personas con discapacidad en México
son discriminadas de la posibilidad de un empleo por su
condición de discapacidad. Así mismo se registran ca-
sos de abusos o explotación de personas con discapaci-
dad a las que se les paga menos o se les asignan traba-
jos inferiores a sus capacidades. Se propone que la
Secretaría establezca mecanismos de denuncia y espe-
cifique sanciones ante diversas circunstancias que en la
actualidad se consideran delitos contra las personas en
el ámbito laboral, como el acoso, el trabajo forzado o el
empleo sin remuneración.
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Formular y desarrollar políticas públicas y estrategias que
aseguren la inserción laboral de las personas con discapa-
cidad intelectual, de acuerdo con sus capacidades y bajo
condiciones de supervisión y vigilancia;

En lo general las personas con discapacidad enfrentan
diversas dificultades para lograr un empleo. Sin embar-
go las personas con discapacidad intelectual, que en
muchos casos pueden ser entrenadas para el trabajo,
pocas o nulas oportunidades tienen en el mercado de
trabajo, por lo que se propone que la Secretaria formu-
le políticas que aseguren la inserción laboral de la per-
sona con discapacidad intelectual.

Promover medidas a efecto de que las obligaciones labora-
bles no interrumpan el proceso de rehabilitación de las per-
sonas con discapacidad;

Algunos países han adecuado su legislación, a fin de
que la persona con discapacidad que lo requiera pueda
usar parte de su tiempo o interrumpir su trabajo, para
poder continuar efectuar sus terapias de rehabilitación
o tratamientos, dentro o fuera de las instalaciones la-
borales y con el permiso de los patrones. En este senti-
do se propone que la Secretaría promueva acciones en
este sentido, como una medida compensatoria que ayu-
de al proceso de integración laboral.

Considerando lo anterior, el artículo 11 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 11. La Secretaría de Trabajo y Previsión So-
cial promoverá el derecho al trabajo y empleo de las
personas con discapacidad en igualdad de oportunida-
des y equidad, que les otorgue certeza en su desarrollo
personal, social y laboral. Para tal efecto, realizará las
siguientes acciones:

I. Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo
de discapacidad en la selección, contratación, remune-
ración, tipo de empleo, reinserción, continuidad, capa-
citación, liquidación laboral, promoción profesional y
asegurar condiciones de trabajo accesibles, seguras y
saludables;

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas pú-
blicas para la inclusión laboral de las personas con dis-
capacidad atendiendo a su clasificación, en el sector
público o privado, que protejan la capacitación, em-

pleo, contratación y derechos sindicales, en su caso, de
las personas con discapacidad;

III. Elaborar e instrumentar el programa nacional de
trabajo y empleo para las personas con discapacidad,
que comprenda la capacitación, creación de agencias
de integración laboral, acceso a bolsas de trabajo pú-
blicas o privadas, centros de trabajo protegido, talleres,
asistencia técnica, formación vocacional o profesio-
nal, becas en cualquiera de sus modalidades, inser-
ción laboral de las personas con discapacidad en la
administración pública de los tres órdenes de gobier-
no, a través de convenios con los sectores público, so-
cial y privado;

IV. Proporcionar asistencia técnica y legal a los secto-
res productivos, social y privado, en materia laboral de
discapacidad, que así lo soliciten;

V. Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de
permitir el pleno acceso y goce de los derechos en ma-
teria laboral establecidos por la presente Ley y demás
disposiciones aplicables;

VI. Fomentar la capacitación y sensibilización al per-
sonal que trabaje con personas con discapacidad en el
sector público o privado;

VII. Promover medidas a efecto de que las obligaciones
laborables no interrumpan el proceso de rehabilitación
de las personas con discapacidad;

Las demás que dispongan otros ordenamientos;”

12) Capítulo III. Educación

El Capítulo III se denomina “Educación” y describe los de-
rechos de las personas con discapacidad a la educación.

El Capítulo III se integra por el artículo: 12, 13 y 14

Los derechos en materia educativa, se desarrollan con base
en las propuestas de los legisladores y lo establecido en el
artículo 24 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos educativos como se in-
dica en el artículo 24 de la Convención.
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“Artículo 24 Educación

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la educación. Con miras a
hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre
la base de la igualdad de oportunidades, los Estados
Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a
todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la
vida, con miras a:

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el
sentido de la dignidad y la autoestima y reforzar el res-
peto por los derechos humanos, las libertades funda-
mentales y la diversidad humana;

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos
y la creatividad de las personas con discapacidad, así
como sus aptitudes mentales y físicas;

c) Hacer posible que las personas con discapacidad
participen de manera efectiva en una sociedad libre.

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes
asegurarán que:

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas
del sistema general de educación por motivos de disca-
pacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad
no queden excluidos de la enseñanza primaria gratuita
y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos
de discapacidad;

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a
una educación primaria y secundaria inclusiva, de cali-
dad y gratuita, en igualdad de condiciones con las de-
más, en la comunidad en que vivan;

c) Se hagan ajustes razonables en función de las nece-
sidades individuales;

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con dis-
capacidad, en el marco del sistema general de educa-
ción, para facilitar su formación efectiva;

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efec-
tivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo
académico y social, de conformidad con el objetivo de
la plena inclusión.

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con dis-
capacidad la posibilidad de aprender habilidades para
la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su partici-
pación plena y en igualdad de condiciones en la educa-
ción y como miembros de la comunidad. A este fin, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, en-
tre ellas:

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura al-
ternativa, otros modos, medios y formatos de comunica-
ción aumentativos o alternativos y habilidades de orien-
tación y de movilidad, así como la tutoría y el apoyo
entre pares;

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la
promoción de la identidad lingüística de las personas
sordas;

c) Asegurar que la educación de las personas, y en par-
ticular los niños y las niñas ciegos, sordos o sordocie-
gos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de
comunicación más apropiados para cada persona y en
entornos que permitan alcanzar su máximo desarrollo
académico y social.

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para
emplear a maestros, incluidos maestros con discapaci-
dad, que estén cualificados en lengua de señas o Brai-
lle y para formar a profesionales y personal que traba-
jen en todos los niveles educativos. Esa formación
incluirá la toma de conciencia sobre la discapacidad y
el uso de modos, medios y formatos de comunicación
aumentativos y alternativos apropiados, y de técnicas y
materiales educativos para apoyar a las personas con
discapacidad.

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso general a la educación su-
perior, la formación profesional, la educación para adul-
tos y el aprendizaje durante toda la vida sin discrimina-
ción y en igualdad de condiciones con las demás. A tal
fin, los Estados Partes asegurarán que se realicen ajus-
tes razonables para las personas con discapacidad.”

En función de lo anterior, el artículo 11 define como res-
ponsable de los derechos laborales de las personas con dis-
capacidad a la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, la
cual es la entidad facultada por la Ley Federal del Trabajo
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para la regulación del trabajo. Así mismo se consideran las
propuestas de los legisladores.

Responsabilidades de la Secretaría de Educación

Se define en el artículo 12 de la nueva Ley, que la Secreta-
ría de Educación es la entidad responsable de promover el
derecho a la educación de las personas con discapacidad en
igualdad de oportunidades y equidad.

Acciones de la Secretaría de Educación

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 12 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría de Educación debe realizar a fin de
que la institución pueda hacer efectivo el derecho a la edu-
cación para las personas con discapacidad, como las si-
guientes:

Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el diseño,
ejecución y evaluación del programa para la educación in-
clusiva y del programa para la educación especial de per-
sonas con discapacidad, incluyendo a la población indíge-
na y sus lenguas;

Como premisa central de las acciones de la Secretaría,
las propuestas de los legisladores, se orientan a fortale-
cer una política nacional de educación que comprenda
la “educación especial” y la “educación inclusiva” co-
mo dos programas institucionales paralelos a fin de
brindar a la población con discapacidad las oportuni-
dades educativas en función de su discapacidad.

El país cuenta desde finales de los años ochenta de un
conjunto de infraestructura para la educación especial,
el cual debe ser fortalecido y procurar nuevos y mayo-
res espacios para la infancia con discapacidad que re-
quiere servicios especiales.

Así mismo, la Secretaria ha implementado desde hace
pocos años, el proceso para la inclusión educativa de
personas con discapacidad en espacios educativos re-
gulares, acompañando un proceso que supone instala-
ciones accesibles y los apoyos de las escuelas por par-
te de autoridades, maestros y alumnos, lo que permite
sin duda, considerar que este proceso es valioso para
personas cuya discapacidad lo permite.

Se propone que la Secretaría defina incluya en el Siste-
ma Educativo Nacional una política que incorpore me-

todológicamente programas específicos para ambos ti-
pos de procesos educativos y que esto permita su pro-
gramación presupuestal a fin de multiplicar las oportu-
nidades educativas de las personas con discapacidad.

Impulsar la inclusión de las personas con discapacidad en
todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, desarro-
llando y aplicando normas y reglamentos que eviten su dis-
criminación, les aseguren condiciones de accesibilidad en
instalaciones educativas, proporcionen los apoyos didácti-
cos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente
debidamente capacitado;

Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los niños
con discapacidad gocen del derecho a la admisión gratuita
y obligatoria así como a la atención especializada, en los
centros de desarrollo infantil, guarderías públicas y en
guarderías privadas mediante convenios de servicios. Las
niñas y niños con discapacidad no podrán ser condiciona-
dos en su integración a la educación inicial o preescolar;

Formar, actualizar, capacitar y profesionalizar a los docen-
tes y personal asignado que intervengan directamente en la
integración educativa de personas con discapacidad;

Propiciar el respeto e integración de las personas con dis-
capacidad en el Sistema Educativo Nacional;

Establecer que los programas educativos que se transmiten
por televisión pública o privada, nacional o local, incluyan
tecnologías para texto, audiodescripciones, estenografía
proyectada o interpretes de Lengua de Señas Mexicana;

Proporcionar a los estudiantes con discapacidad materiales,
incentivos económicos y ayudas técnicas que apoyen su
rendimiento académico, así como equipar planteles y cen-
tros educativos con libros en braille, materiales didácticos,
apoyo de intérpretes de lengua de señas mexicana o espe-
cialistas en sistema braille, equipos computarizados con
tecnología para personas ciegas y todos aquellos apoyos
que se identifiquen como necesarios para brindar una edu-
cación con calidad;

Garantizar el acceso de las personas con discapacidad a la
educación pública obligatoria, bilingüe y acorde con el ti-
po de discapacidad que corresponda, incluyendo la ense-
ñanza del sistema Braille y la Lengua de Señas Mexicana;

Fomentar la producción y distribución de libros de texto
gratuitos en Sistema Braille, macrotipos y textos audibles
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que complementen los conocimientos que obtendrán los
alumnos con discapacidad visual;

Establecer un programa nacional de becas educativas y be-
cas de capacitación para personas con discapacidad en to-
dos los niveles del Sistema Educativo Nacional;

Establecer la Lengua de Señas Mexicana y el Sistema de
Escritura Braille en instituciones públicas o privadas, así
como en programas de educación inclusiva o especial, ca-
pacitación, comunicación, e investigación, para su utiliza-
ción en el Sistema Educativo Nacional;

Diseñar e implementar programas de formación y certifica-
ción de intérpretes, estenógrafos del español y demás perso-
nal especializado en la difusión y uso conjunto del español,
las lenguas indígenas y la Lengua de Señas Mexicana;

Impulsar toda forma de comunicación escrita que facilite al
sordo hablante, al sordo señante o semilingüe, el desarrollo
y uso de la lengua en forma escrita;

Impulsar programas de investigación, preservación y desa-
rrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de las personas con
discapacidad auditiva y de las formas de comunicación de
las personas con discapacidad visual;

Elaborar programas para las personas ciegas y débiles vi-
suales, que los integren al Sistema Educativo Nacional,
público o privado, creando de manera progresiva condicio-
nes físicas y acceso a los avances científicos y tecnológi-
cos, así como materiales y libros actualizados, necesarios
para su aprendizaje;

Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología
lineamientos que permitan la investigación y el desarrollo
de bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño uni-
versal;

Promover que los estudiantes presten apoyo a personas con
discapacidad que así lo requieran, a fin de que cumplan con
el requisito del servicio social; y

Considerando lo anterior, el artículo 12 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública pro-
moverá el derecho a la educación de las personas con
discapacidad, prohibiendo cualquier discriminación en
planteles, centros educativos, guarderías o del personal

docente o administrativo del Sistema Educativo Nacio-
nal. Para tales efectos, realizará las siguientes accio-
nes:

I. Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el dise-
ño, ejecución y evaluación del programa para la educa-
ción inclusiva y del programa para la educación espe-
cial de personas con discapacidad, incluyendo a la
población indígena y sus lenguas;

II. Impulsar la inclusión de las personas con discapaci-
dad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacio-
nal, desarrollando y aplicando normas y reglamentos
que eviten su discriminación, les aseguren condiciones
de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcio-
nen los apoyos didácticos, materiales y técnicos y cuen-
ten con personal docente debidamente capacitado;

III. Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los
niños con discapacidad gocen del derecho a la admi-
sión gratuita y obligatoria así como a la atención espe-
cializada, en los centros de desarrollo infantil, guarde-
rías públicas y en guarderías privadas mediante
convenios de servicios. Las niñas y niños con discapa-
cidad no podrán ser condicionados en su integración a
la educación inicial o preescolar;

IV. Formar, actualizar, capacitar y profesionalizar a los
docentes y personal asignado que intervengan directa-
mente en la integración educativa de personas con dis-
capacidad;

V. Propiciar el respeto e integración de las personas con
discapacidad en el Sistema Educativo Nacional;

VI. Establecer que los programas educativos que se
transmiten por televisión pública o privada, nacional o
local, incluyan tecnologías para texto, audiodescripcio-
nes, estenografía proyectada o interpretes de Lengua de
Señas Mexicana;

VII. Proporcionar a los estudiantes con discapacidad
materiales, incentivos económicos y ayudas técnicas
que apoyen su rendimiento académico, así como equi-
par planteles y centros educativos con libros en braille,
materiales didácticos, apoyo de intérpretes de lengua
de señas mexicana o especialistas en sistema braille,
equipos computarizados con tecnología para personas
ciegas y todos aquellos apoyos que se identifiquen co-
mo necesarios para brindar una educación con calidad;
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VIII. Garantizar el acceso de las personas con discapa-
cidad a la educación pública obligatoria, bilingüe y
acorde con el tipo de discapacidad que corresponda, in-
cluyendo la enseñanza del sistema Braille y la Lengua
de Señas Mexicana;

IX. Fomentar la producción y distribución de libros de
texto gratuitos en Sistema Braille, macrotipos y textos
audibles que complementen los conocimientos que ob-
tendrán los alumnos con discapacidad visual;

X. Establecer un programa nacional de becas educati-
vas y becas de capacitación para personas con disca-
pacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Na-
cional;

XI. Establecer la Lengua de Señas Mexicana y el Siste-
ma de Escritura Braille en instituciones públicas o pri-
vadas, así como en programas de educación inclusiva o
especial, capacitación, comunicación, e investigación,
para su utilización en el Sistema Educativo Nacional;

XII. Diseñar e implementar programas de formación y
certificación de intérpretes, estenógrafos del español y
demás personal especializado en la difusión y uso con-
junto del español, las lenguas indígenas y la Lengua de
Señas Mexicana;

XIII. Impulsar toda forma de comunicación escrita que
facilite al sordo hablante, al sordo señante o semilin-
güe, el desarrollo y uso de la lengua en forma escrita;

XIV. Impulsar programas de investigación, preserva-
ción y desarrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de
las personas con discapacidad auditiva y de las formas
de comunicación de las personas con discapacidad vi-
sual;

XV. Elaborar programas para las personas ciegas y dé-
biles visuales, que los integren al Sistema Educativo
Nacional, público o privado, creando de manera pro-
gresiva condiciones físicas y acceso a los avances cien-
tíficos y tecnológicos, así como materiales y libros ac-
tualizados, necesarios para su aprendizaje;

XVI. Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y
Tecnología lineamientos que permitan la investigación
y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e instalacio-
nes de diseño universal;

XVII. Promover que los estudiantes presten apoyo a
personas con discapacidad que así lo requieran, a fin de
que cumplan con el requisito del servicio social; y

XVIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Bibliotecas

Con fundamento en las propuestas de los legisladores el ar-
tículo 13 define las características que debe adoptar el Sis-
tema Nacional de Bibliotecas, a fin de que sus servicios es-
tén disponibles a todas las personas con discapacidad y
particularmente incorporen tecnología adaptada, escritura e
impresión en el Sistema de Escritura Braille, ampliadores
y lectores de texto, espacios adecuados y demás innova-
ciones tecnológicas que permita su uso a las personas con
discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 13 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 13. En el Sistema Nacional de Bibliotecas, salas
de lectura y servicios de información de la Administración
Pública Federal se incluirán, entre otros, los equipos de
cómputo con tecnología adaptada, escritura e impresión en
el Sistema de Escritura Braille, ampliadores y lectores de
texto, espacios adecuados y demás innovaciones tecnológi-
cas que permita su uso a las personas con discapacidad.

El Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas del país de-
terminará el porcentaje del acervo que cada institución
tendrá disponible en Sistema de Escritura Braille y en au-
dio, tomando en consideración criterios de bibliotecono-
mía. Asimismo se preverá que los acervos digitales estén al
alcance de las personas con discapacidad.”

Lengua de Señas Mexicana

En el artículo 14 y a propuesta de los legisladores, se pro-
pone que la Lengua de Señas Mexicana sea reconocida co-
mo una lengua nacional y así mismo sea reconocido el Sis-
tema de escritura Braille, con el propósito de que la
comunidad de sordos y las personas ciegas cuenten con
mayores apoyos para su comunicación y educación.

Considerando lo anterior, el artículo 14 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 14. La Lengua de Señas Mexicana, es reco-
nocida oficialmente como una lengua nacional y forma
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parte del patrimonio lingüístico con que cuenta la na-
ción mexicana. Serán reconocidos el Sistema Braille,
los modos, medios y formatos de comunicación accesi-
bles que elijan las personas con discapacidad;”

13) Capítulo IV. Accesibilidad y Vivienda

El Capítulo IV se denomina “Accesibilidad y Vivienda” y
describe los derechos de las personas con discapacidad a la
accesibilidad universal y la vivienda.

El Capítulo III se integra por el artículo: 15, 16, 17 y 18

Los derechos en materia de accesibilidad y vivienda, se
desarrollan con base en las propuestas de los legisladores y
lo establecido en el artículo 9 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción establecida para los derechos en materia de accesibili-
dad que se indica en el artículo 9 de la Convención.

“Artículo 9 Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de

las instalaciones y los servicios abiertos al público o de
uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de
uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su
accesibilidad para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las
personas con discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al
público de señalización en Braille y en formatos de fá-
cil lectura y comprensión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e in-
termediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes pro-
fesionales de la lengua de señas, para facilitar el acce-
so a edificios y otras instalaciones abiertas al público;

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegurar
su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo.”

En función de lo anterior, el artículo 15 define el derecho
de las personas con discapacidad a la accesibilidad univer-
sal, a la vivienda y el libre desplazamiento en condiciones
dignas y seguras, para lo cual, las propuestas de los legis-
ladores proponen que se deben emitir normas, lineamientos
y reglamentos que garanticen la accesibilidad obligatoria
en instalaciones públicas o privadas.

Responsabilidades de las dependencias y entidades de
la administración pública federal, estatal y municipal

Se define en el artículo 15 de la nueva Ley, que las depen-
dencias y entidades de la administración pública fede-
ral, estatal y municipal serán responsables de vigilar el
cumplimiento de las normas vigentes en materia de accesi-
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bilidad, desarrollo urbano y vivienda, así como de que los
edificios públicos cumplan con las regulaciones y Normas
Oficiales Mexicanas para el asegurar la accesibilidad en di-
chas instalaciones.

Acciones del Consejo

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 15 define diversas ac-
ciones, que el Consejo debe realizar a fin de que se proteja
el derecho de las personas con discapacidad a la accesibili-
dad universal y la vivienda, como las siguientes:

Coordinar con las dependencias y entidades de los tres ór-
denes de gobierno, la elaboración de programas en materia
de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda, la promo-
ción de reformas legales, elaboración de reglamentos o
normas y la certificación en materia de accesibilidad a ins-
talaciones públicas o privadas.

Supervisar la aplicación de disposiciones legales o admi-
nistrativas, que garanticen la accesibilidad en las instala-
ciones públicas o privadas;

Promover que las personas con discapacidad que tengan
como apoyo para la realización de sus actividades cotidia-
nas, un perro guía o animal de servicio, tengan derecho a
que éstos accedan y permanezcan con ellos en todos los es-
pacios en donde se desenvuelvan.

Prohibir cualquier restricción mediante la que se impida el
ejercicio de este derecho.

Considerando lo anterior, el artículo 13 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 15. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la accesibilidad universal y a la vivienda, por lo
que se deberán emitir normas, lineamientos y regla-
mentos que garanticen la accesibilidad obligatoria en
instalaciones públicas o privadas, que les permita el li-
bre desplazamiento en condiciones dignas y seguras.

Las dependencias y entidades competentes de la Admi-
nistración Pública Federal, Estatal y Municipal, vigila-
rán el cumplimiento de las disposiciones que en materia
de accesibilidad, desarrollo urbano y vivienda se esta-
blecen en la normatividad vigente.

Los edificios públicos deberán sujetarse a la legisla-
ción, regulaciones y Normas Oficiales Mexicanas vi-
gentes, para el aseguramiento de la accesibilidad a los
mismos.

Para tales efectos, el Consejo realizará las siguientes
acciones:

I. Coordinará con las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno, la elaboración de programas
en materia de accesibilidad, desarrollo urbano y vi-
vienda, la promoción de reformas legales, elaboración
de reglamentos o normas y la certificación en materia
de accesibilidad a instalaciones públicas o privadas;

II. Supervisará la aplicación de disposiciones legales o
administrativas, que garanticen la accesibilidad en las
instalaciones públicas o privadas; y

III. Promoverá que las personas con discapacidad que
tengan como apoyo para la realización de sus activida-
des cotidianas, un perro guía o animal de servicio, ten-
gan derecho a que éstos accedan y permanezcan con
ellos en todos los espacios en donde se desenvuelvan.
Asimismo, queda prohibido cualquier restricción me-
diante la que se impida el ejercicio de este derecho.”

Accesibilidad en las empresas

Con el propósito de que las personas con discapacidad pue-
dan tener mayores oportunidades de inclusión laboral, se
propone con base en las propuestas de los legisladores que
las empresas cumplan con las normas en materia de acce-
sibilidad universal.

Considerando lo anterior, el artículo 16 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 16. Las empresas privadas deberán cumplir con
las disposiciones que determine la legislación vigente, pa-
ra garantizar la accesibilidad y desplazamiento autónomo
y seguro de los trabajadores con alguna discapacidad.”

Accesibilidad en la infraestructura pública

Con base en las propuestas de los legisladores se propone
que la infraestructura pública a cargo de la administración
pública federal, estatal o municipal, cumpla con la norma-
tividad en materia de accesibilidad y además cumpla con
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lineamientos que procuren la estandarización de las medi-
das de accesibilidad.

Considerando lo anterior, el artículo 17 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la in-
fraestructura básica, equipamiento o entorno urbano y
los espacios públicos, se contemplarán entre otros, los
siguientes lineamientos:

I. Que sea de carácter universal, obligatoria y adapta-
da para todas las personas;

II. Que incluya el uso de señalización, facilidades ar-
quitectónicas, tecnologías, información, sistema braille,
lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, perros guía
o animal de servicio y otros apoyos; y

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea
progresiva;

Vivienda

Considerando que la demanda de vivienda accesible por
parte de las personas con discapacidad, ha sido una de las
cuestiones poco o nada atendidas por las autoridades de vi-
vienda, se propone que los programas públicos de vivienda
gubernamentales o privados incluyan vivienda accesible y
así mismo que las autoridades de vivienda otorguen facili-
dades de créditos o subsidios a las persona con discapaci-
dad 

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 18. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a una vivienda digna. Los programas de vivienda
del sector público o sector privado deberán incluir pro-
yectos arquitectónicos de construcciones que conside-
ren sus necesidades de accesibilidad. Las instituciones
públicas de vivienda otorgarán facilidades para recibir
créditos o subsidios para la adquisición, redención de
pasivos y construcción o remodelación de vivienda.”

14) Capítulo V. Transporte Público y Comunicaciones

El Capítulo V se denomina “Transporte Público y Comuni-
caciones” y describe los derechos de las personas con dis-
capacidad al transporte y las comunicaciones

El Capítulo V se integra por los artículos: 19, y 20.

Los derechos en materia de transporte y comunicaciones,
se desarrollan con base en las propuestas de los legislado-
res y lo establecido en el artículo 4 inciso g y el artículo 9
de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 4 Obligaciones generales

Los Estados Partes se comprometen a asegurar y pro-
mover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos
y las libertades fundamentales de las personas con dis-
capacidad sin discriminación alguna por motivos de
discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se compro-
meten a:

g) Emprender o promover la investigación y el desarro-
llo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tec-
nologías, incluidas las tecnologías de la información y
las comunicaciones, ayudas para la movilidad, disposi-
tivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para
las personas con discapacidad, dando prioridad a las
de precio asequible;”

“Artículo 9 Accesibilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo;
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b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emer-
gencia.

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para:

....

g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo.”

En función de lo anterior, el artículo 19 define el derecho
de las personas con discapacidad, sin discriminación de
ningún tipo, al acceso al transporte, los sistemas y las tec-
nologías de la información y las comunicaciones.

Responsabilidades de la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes

Se define en el artículo 19 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de
promover el derecho de las personas con discapacidad, sin
discriminación de ningún tipo, al acceso al transporte, los
sistemas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones.

Acciones de la Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 19 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría debe realizar a fin de que se pro-
teja el derecho de las personas con discapacidad al
transporte y las comunicaciones.

Establecer mecanismos de coordinación con autoridades
competentes y empresas privadas, a fin de elaborar normas
y programas que garanticen a las personas con discapaci-
dad, la accesibilidad, seguridad, comodidad, calidad y fun-
cionalidad en los medios de transporte público aéreo, te-
rrestre y marítimo;

Promover que en la concesión del servicio de transporte
público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades e instala-
ciones garanticen a las personas con discapacidad la acce-
sibilidad para el desplazamiento y los servicios, incluyen-
do especificaciones técnicas y antropométricas, apoyos
técnicos o humanos y personal capacitado;

Diseñar, promover y ejecutar programas y campañas de
educación vial, cortesía urbana y respeto hacia las personas
con discapacidad en su tránsito por la vía y lugares públi-
cos, así como para evitar cualquier tipo de discriminación
en el uso del transporte público aéreo, terrestre o marítimo;

Promover el otorgamiento de estímulos fiscales a las em-
presas concesionarias de las diversas modalidades de ser-
vicio de transporte público y de medios de comunicación,
que realicen acciones que permitan el uso integral de sus
servicios, a las personas con discapacidad; y

Promover la suscripción de convenios con los medios de
comunicación, para difundir una imagen de las personas
con discapacidad que sea compatible con el propósito de
ésta Ley, e incorporar en la programación de los canales de
televisión programas de formación, sensibilización y parti-
cipación de las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y Trans-
portes promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad, sin discriminación de ningún tipo, al acceso al
transporte, los sistemas y las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, particularmente aquellas
que contribuyan a su independencia y desarrollo inte-
gral. Para estos efectos, realizará las siguientes accio-
nes:

I. Establecer mecanismos de coordinación con autori-
dades competentes y empresas privadas, a fin de elabo-
rar normas y programas que garanticen a las personas
con discapacidad, la accesibilidad, seguridad, comodi-
dad, calidad y funcionalidad en los medios de transpor-
te público aéreo, terrestre y marítimo;

II. Promover que en la concesión del servicio de trans-
porte público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades
e instalaciones garanticen a las personas con discapa-
cidad la accesibilidad para el desplazamiento y los ser-
vicios, incluyendo especificaciones técnicas y antropo-
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métricas, apoyos técnicos o humanos y personal capa-
citado;

III. Diseñar, promover y ejecutar programas y campa-
ñas de educación vial, cortesía urbana y respeto hacia
las personas con discapacidad en su tránsito por la vía
y lugares públicos, así como para evitar cualquier tipo
de discriminación en el uso del transporte público aé-
reo, terrestre o marítimo;

IV. Promover el otorgamiento de estímulos fiscales a las
empresas concesionarias de las diversas modalidades
de servicio de transporte público y de medios de comu-
nicación, que realicen acciones que permitan el uso in-
tegral de sus servicios, a las personas con discapaci-
dad; y

V. Promover la suscripción de convenios con los medios
de comunicación, para difundir una imagen de las per-
sonas con discapacidad que sea compatible con el pro-
pósito de ésta Ley, e incorporar en la programación de
los canales de televisión programas de formación, sen-
sibilización y participación de las personas con disca-
pacidad.

Medios de comunicación

Se define en el artículo 20 la responsabilidad de los me-
dios de comunicación para incorporar en su programa-
ción tecnología e intérpretes de la Lengua de Señas Mexi-
cana que permitan a la comunidad de sordos un mejor
comprensión de todo tipo de información que difunden.

Considerando lo anterior, el artículo 18 se propone pa-
ra quedar como sigue:

“Artículo 20. Los medios de comunicación implementarán
el uso de tecnología y, en su caso, de intérpretes de la Len-
gua de Señas Mexicana, que permitan a la comunidad de
sordos las facilidades de comunicación y el acceso al con-
tenido de su programación.”

15) Capítulo VI. Desarrollo Social y Estadística

El Capítulo VI se denomina “Desarrollo Social y Estadísti-
ca” y describe los derechos de las personas con discapaci-
dad a oportunidades de desarrollo social y la existencia de
estadística sobre la materia de discapacidad.

El Capítulo VI se integra por los artículos: 21, 22, y 23.

Los derechos en materia de desarrollo social y estadística,
se desarrollan con base en las propuestas de los legislado-
res y lo establecido en el artículo 24 numeral 3 y el artícu-
lo 31 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 24 Educación

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con dis-
capacidad la posibilidad de aprender habilidades para
la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su partici-
pación plena y en igualdad de condiciones en la educa-
ción y como miembros de la comunidad. A este fin, los
Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, en-
tre ellas:

“Artículo 31 Recopilación de datos y estadísticas

1. Los Estados Partes recopilarán información adecua-
da, incluidos datos estadísticos y de investigación, que
les permita formular y aplicar políticas, a fin de dar
efecto a la presente Convención. En el proceso de reco-
pilación y mantenimiento de esta información se debe-
rá:

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida
la legislación sobre protección de datos, a fin de asegu-
rar la confidencialidad y el respeto de la privacidad de
las personas con discapacidad;

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente
para proteger los derechos humanos y las libertades
fundamentales, así como los principios éticos en la re-
copilación y el uso de estadísticas.

2. La información recopilada de conformidad con el
presente artículo se desglosará, en su caso, y se utiliza-
rá como ayuda para evaluar el cumplimiento por los
Estados Partes de sus obligaciones conforme a la pre-
sente Convención, así como para identificar y eliminar
las barreras con que se enfrentan las personas con dis-
capacidad en el ejercicio de sus derechos.
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3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de
difundir estas estadísticas y asegurar que sean accesi-
bles para las personas con discapacidad y otras perso-
nas.”

En función de lo anterior, el artículo 21 define el derecho
de las personas con discapacidad a oportunidades de desa-
rrollo social e información estadística.

Responsabilidades de la Secretaría de Desarrollo Social

Se define en el artículo 21 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Secretaría de Desarrollo Social de promover el
derecho de las personas con discapacidad a un mayor índi-
ce de desarrollo humano así como el de sus familias, in-
cluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuados y a la
mejora continua de sus condiciones de vida, sin discrimi-
nación por motivos de discapacidad.

Acciones de la Secretaría de Desarrollo Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 21 define diversas ac-
ciones, que la Secretaría debe realizar a fin de desarrollar
políticas y estrategias de desarrollo social a favor de la po-
blación con discapacidad. Se proponen las siguientes:

Establecer medidas que garanticen el acceso de las perso-
nas con discapacidad en todas las acciones, programas de
protección y desarrollo social y estrategias de reducción de
la pobreza, en observancia de todas aquellas disposiciones
que les sean aplicables de la Ley General de Desarrollo So-
cial;

Establecer programas para la prestación de servicios de
asistencia social para personas con discapacidad en situa-
ción de pobreza, abandono o marginación, incluidos servi-
cios de capacitación, asistencia financiera y servicios de
cuidados temporales, los cuales se extenderán a las regio-
nes rurales y comunidades indígenas;

Concertar la apertura de centros integrales de asistencia y
protección para personas con discapacidad en situación de
pobreza; y

Todas las demás que tengan como objeto mejorar las con-
diciones sociales y permita potenciar las capacidades de las
personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 21 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 21. La Secretaría de Desarrollo Social promo-
verá el derecho de las personas con discapacidad a un
mayor índice de desarrollo humano así como el de sus
familias, incluyendo alimentación, vestido y vivienda
adecuados a la mejora continua de sus condiciones de
vida, sin discriminación por motivos de discapacidad.
Para estos efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer medidas que garanticen el acceso de las
personas con discapacidad en todas las acciones, pro-
gramas de protección y desarrollo social y estrategias
de reducción de la pobreza, en observancia de todas
aquellas disposiciones que les sean aplicables de la Ley
General de Desarrollo Social;

II. Establecer programas para la prestación de servi-
cios de asistencia social para personas con discapaci-
dad en situación de pobreza, abandono o marginación,
incluidos servicios de capacitación, asistencia financie-
ra y servicios de cuidados temporales, los cuales se ex-
tenderán a las regiones rurales y comunidades indíge-
nas;

III. Concertar la apertura de centros integrales de asis-
tencia y protección para personas con discapacidad en
situación de pobreza; y

IV. Todas las demás que tengan como objeto mejorar las
condiciones sociales y permita potenciar las capacida-
des de las personas con discapacidad.

Estadística de personas con discapacidad

En el artículo 22 de la nueva Ley, se propone que el INEGI
garantice que el Censo Nacional de Población incluya line-
amientos para recopilar información de la población con
discapacidad, misma que sea útil para el desarrollo de las
políticas públicas.

Considerando lo anterior, el artículo 22 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 22. El Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía a través de la legislación aplicable, garantizará
que el Censo Nacional de Población incluya lineamien-
tos para la recopilación de información y estadística de

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados356



la población con discapacidad, la cuál será de orden
público y tendrá como finalidad la formulación de pla-
nes, programas y políticas. Además, desarrollará ins-
trumentos estadísticos que proporcionen información e
indicadores cualitativos y cuantitativos sobre todos los
aspectos relacionados con la discapacidad.”

Sistema Nacional de Información en Discapacidad

En el artículo 22 se propone que el Consejo en coordina-
ción con el INEGI, desarrollen un sistema nacional de in-
formación sobre los servicios públicos, privados o sociales
que existen en el país para las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 23 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 23. El Consejo en coordinación con el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, desarrollarán
el Sistema Nacional de Información en Discapacidad,
que tendrá como objetivo proporcionar información de
servicios públicos, privados o sociales, y todo tipo de
información relacionada, a la población con discapaci-
dad, la cual podrá ser consultada por medios electróni-
cos o impresos, a través de módulos de consulta dis-
puestos en instalaciones públicas.”

16) Capítulo VII. Deporte, Recreación, Cultura y Turis-
mo

El Capítulo VII se denomina “Deporte, Recreación, Cultu-
ra y Turismo” y describe los derechos de las personas con
discapacidad al deporte, la recreación, la cultura y el turis-
mo.

El Capítulo VII se integra por los artículos: 24, 25, 26 y 27.

Los derechos en materia de deporte, recreación, cultura y
turismo, se desarrollan con base en las propuestas de los le-
gisladores y lo establecido en el artículo 30 de la Conven-
ción.

La denominación del capítulo se adopta de los citados de-
rechos.

Convención

“Artículo 30 Participación en la vida cultural, las acti-
vidades recreativas, el esparcimiento y el deporte

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las per-
sonas con discapacidad a participar, en igualdad de
condiciones con las demás, en la vida cultural y adop-
tarán todas las medidas pertinentes para asegurar que
las personas con discapacidad:

a) Tengan acceso a material cultural en formatos acce-
sibles;

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas,
teatro y otras actividades culturales en formatos accesi-
bles;

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan repre-
sentaciones o servicios culturales tales como teatros,
museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la
medida de lo posible, tengan acceso a monumentos y lu-
gares de importancia cultural nacional.”

En función de lo anterior, el artículo 24 define el derecho
de las personas con discapacidad al deporte.

Responsabilidades de la Comisión Nacional de Cultura
Física y Deporte

Se define en el artículo 24 de la nueva Ley, la responsabi-
lidad de la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte
de promover el derecho de las personas con discapacidad
al deporte.

Acciones de la Secretaría de Desarrollo Social

Considerando las propuestas de los legisladores y lo dis-
puesto por la Convención, el artículo 24 define diversas ac-
ciones, que la Comisión Nacional de Cultura Física y De-
porte debe realizar para desarrollar políticas y estrategias
que incentiven la práctica del deporte en las personas con
discapacidad, como las siguientes:

Formulará y aplicará programas y acciones que garanticen
el otorgamiento de apoyos administrativos, técnicos, hu-
manos y financieros, requeridos para la práctica de activi-
dades físicas y deportivas a la población con discapacidad,
en sus niveles de desarrollo popular, nuevos valores, pros-
pectos, alto rendimiento de primera fuerza y juveniles,
máster y paralímpico;

Conjuntamente con las federaciones y asociaciones depor-
tivas de y para personas con discapacidad elaborará el Pro-
grama Nacional de Deporte Paralímpico y definirá el pre-
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supuesto correspondiente para el cumplimiento de los
compromisos nacionales e internacionales;

Las instalaciones públicas destinadas a la realización de ac-
tividades deportivas o recreativas, deberán garantizar el ac-
ceso y libre desplazamiento de las personas con discapaci-
dad;

Considerando lo anterior, el artículo 24 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 24. La Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte promoverá el derecho de las personas con dis-
capacidad al deporte. Para tales efectos, realizará las
siguientes acciones:

I. Formulará y aplicará programas y acciones que ga-
ranticen el otorgamiento de apoyos administrativos,
técnicos, humanos y financieros, requeridos para la
práctica de actividades físicas y deportivas a la pobla-
ción con discapacidad, en sus niveles de desarrollo po-
pular, nuevos valores, prospectos, alto rendimiento de
primera fuerza y juveniles, máster y paralímpico;

II. Conjuntamente con las federaciones y asociaciones
deportivas de y para personas con discapacidad elabo-
rará el Programa Nacional de Deporte Paralímpico y
definirá el presupuesto correspondiente para el cumpli-
miento de los compromisos nacionales e internaciona-
les;

III. Las instalaciones públicas destinadas a la realiza-
ción de actividades deportivas o recreativas, deberán
garantizar el acceso y libre desplazamiento de las per-
sonas con discapacidad; y

IV. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Responsabilidades del Consejo Nacional para la Cultu-
ra y las Artes

En el artículo 25 se define la responsabilidad del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes para promover el de-
recho de las personas con discapacidad a la cultura, la re-
creación, el desarrollo de sus capacidades artísticas y la
protección de sus derechos de propiedad intelectual

Así mismo, se define en el artículo 26 la responsabilidad
del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes para de-
sarrollar políticas y programas para promover la participa-

ción de las personas con discapacidad en el arte y la cultu-
ra; para establecer condiciones de inclusión que les permi-
tan con equidad el disfrute de servicios artísticos y cultura-
les; para promover las adecuaciones físicas y de
señalización en todo recinto cultural; para impulsar el re-
conocimiento de su identidad cultural, lingüística y de la
Lengua de Señas Mexicana y la cultura de los sordos; para
capacitar recursos humanos que brinden atención en los
servicios culturales; disponer el uso de materiales y tecno-
logía en la cultura; y para fomentar la elaboración de ma-
teriales de lectura en sistema Braille y otros formatos acce-
sibles.

Considerando lo anterior, los artículos 25 y 26 se pro-
ponen para quedar como sigue:

“Artículo 25. El Consejo Nacional para la Cultura y las
Artes promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad a la cultura, la recreación, el desarrollo de sus
capacidades artísticas y la protección de sus derechos
de propiedad intelectual. Para tales efectos, realizará
las siguientes acciones:

I. Establecer programas para apoyar el desarrollo ar-
tístico y cultural de las personas con discapacidad;

II. Impulsar que las personas con discapacidad cuenten
con las facilidades necesarias para acceder y disfrutar
de los servicios culturales; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.”

“Artículo 26. El Consejo Nacional para la Cultura y las
Artes, diseñará y ejecutará políticas y programas orien-
tados a:

I. Generar y difundir entre la sociedad el respeto a la di-
versidad y participación de las personas con discapaci-
dad en el arte y la cultura;

II. Establecer condiciones de inclusión de personas con
discapacidad para lograr equidad en la promoción, el
disfrute y la producción de servicios artísticos y cultu-
rales;

III. Promover las adecuaciones físicas y de señalización
necesarias para que tengan el acceso a todo recinto
donde se desarrolle cualquier actividad cultural;

IV. Difundir las actividades culturales;
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V. Impulsar el reconocimiento y el apoyo de su identi-
dad cultural y lingüística específica, incluidas la Len-
gua de Señas Mexicana y la cultura de los sordos;

VI. Establecer la capacitación de recursos humanos, el
uso de materiales y tecnología con la finalidad de lo-
grar su integración en las actividades culturales;

VII. Fomentar la elaboración de materiales de lectura,
inclusive en sistema Braille u otros formatos accesibles;
y

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Responsabilidades de la Secretaría de Turismo

En el artículo 27 de la nueva Ley se propone la responsa-
bilidad de la Secretaría de Turismo para promover el dere-
cho de las personas con discapacidad a servicios turísticos,
recreativos o de esparcimiento que cuenten con facilidades
de accesibilidad universal.

Considerando lo anterior, el artículo 27 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 27. La Secretaría de Turismo promoverá el de-
recho de las personas con discapacidad para acceder a
los servicios turísticos, recreativos o de esparcimiento.
Para tales efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer programas y normas a fin de que la in-
fraestructura destinada a brindar servicios turísticos en
el territorio nacional cuente con facilidades de accesi-
bilidad universal;

II. Establecer programas para la promoción turística de
las personas con discapacidad; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

17) Capítulo VIII. Seguridad Jurídica

El Capítulo VIII se denomina “Seguridad Jurídica” y des-
cribe el derecho de las personas con discapacidad al acce-
so a la justicia.

El Capítulo VIII se integra por los artículos: 28, 29, 30, y
31

Los derechos de acceso a la justicia, se desarrollan con ba-
se en las propuestas de los legisladores y lo establecido en
el artículo 13 de la Convención.

La denominación del capítulo se adopta de las propuestas
de los legisladores.

Convención

“Artículo 13 Acceso a la justicia

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con
discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de
condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de
procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el
desempeño de las funciones efectivas de esas personas
como participantes directos e indirectos, incluida la de-
claración como testigos, en todos los procedimientos ju-
diciales, con inclusión de la etapa de investigación y
otras etapas preliminares.

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad
tengan acceso efectivo a la justicia, los Estados Partes
promoverán la capacitación adecuada de los que traba-
jan en la administración de justicia, incluido el perso-
nal policial y penitenciario.”

En el artículo 28 de la nueva Ley se define el derecho de
las personas con discapacidad a recibir un trato digno y
apropiado en los procedimientos administrativos y judicia-
les, así como asesoría y representación jurídica en forma
gratuita.

En el artículo 29 se define el derecho de las personas con
discapacidad a contar en las instituciones de administra-
ción e impartición de justicia con peritos especializados en
las diversas discapacidades, apoyo de intérpretes de Len-
gua de Señas Mexicana y emisión de documentos en Siste-
ma de escritura Braille.

En el artículo 30 se define que las instituciones de admi-
nistración e impartición de justicia deben contar con pro-
gramas de capacitación y sensibilización dirigidos a su per-
sonal para la atención a las personas con discapacidad.

En el artículo 31 se define que el El Poder Ejecutivo Fede-
ral y los Gobiernos de las Entidades Federativas, en coor-
dinación con el Consejo, determinen los recursos presu-
puestales necesarios para implementar las medidas de
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comunicación, ayudas técnicas y humanas necesarias para
la atención de las personas con discapacidad en las instan-
cias de administración y procuración de justicia.

Considerando lo anterior, los artículos 28, 29, 30 y 31 se
proponen para quedar como sigue:

“Artículo 28. Las personas con discapacidad tendrán
derecho a recibir un trato digno y apropiado en los pro-
cedimientos administrativos y judiciales en que sean
parte, así como asesoría y representación jurídica en
forma gratuita en dichos procedimientos, bajo los tér-
minos que establezcan las leyes respectivas.”

“Artículo 29. Las instituciones de administración e im-
partición de justicia contarán con peritos especializa-
dos en las diversas discapacidades, apoyo de intérpre-
tes de Lengua de Señas Mexicana, así como la emisión
de documentos en Sistema Braille.”

“Artículo 30. Las instituciones de administración e im-
partición de justicia implementarán programas de ca-
pacitación y sensibilización dirigidos a su personal, so-
bre la atención a las personas con discapacidad.”

“Artículo 31. El Poder Ejecutivo Federal y los Gobier-
nos de las Entidades Federativas, en coordinación con
el Consejo, promoverán que las instancias de adminis-
tración e impartición de justicia, cuenten con la dispo-
nibilidad de los recursos para la comunicación, ayudas
técnicas y humanas necesarias para la atención de las
personas con discapacidad en sus respectivas jurisdic-
ciones.”

18) Capítulo IX. Libertad de Expresión, Opinión y Ac-
ceso a la Información

El Capítulo IX se denomina “Libertad de Expresión, Opi-
nión y Acceso a la Información” y describe el derecho de
las personas con discapacidad a la libertad de expresión y
opinión, así como a su derecho al acceso a la información
pública.

El Capítulo IX se integra por el artículo: 32

Los derechos de Libertad de Expresión, Opinión y Acceso
a la Información, se desarrollan con base en las propuestas
de los legisladores y lo establecido en el artículo 21 de la
Convención.

La denominación del capítulo se adopta de la denomina-
ción del artículo 21 de la Convención.

Convención

Artículo 21 Libertad de expresión y de opinión y acceso
a la información

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas perti-
nentes para que las personas con discapacidad puedan
ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión,
incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar infor-
mación e ideas en igualdad de condiciones con las de-
más y mediante cualquier forma de comunicación que
elijan con arreglo a la definición del artículo 2 de la
presente Convención, entre ellas:

a) Facilitar a las personas con discapacidad informa-
ción dirigida al público en general, de manera oportu-
na y sin costo adicional, en formatos accesibles y con
las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de dis-
capacidad;

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de se-
ñas, el Braille, los modos, medios, y formatos aumenta-
tivos y alternativos de comunicación y todos los demás
modos, medios y formatos de comunicación accesibles
que elijan las personas con discapacidad en sus rela-
ciones oficiales;

c) Alentar a las entidades privadas que presten servi-
cios al público en general, incluso mediante Internet, a
que proporcionen información y servicios en formatos
que las personas con discapacidad puedan utilizar y a
los que tengan acceso;

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los
que suministran información a través de Internet, a que
hagan que sus servicios sean accesibles para las perso-
nas con discapacidad;

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de
señas.

En el artículo 32 se define, con base en las propuestas de
los legisladores y lo dispuesto por la Convención, que las
personas con discapacidad tienen derecho a la libertad de
expresión y opinión; incluida la libertad de recabar, recibir
y facilitar información mediante cualquier forma de comu-
nicación.
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Se define que las autoridades competentes y otras como el
Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección
de Datos y sus homólogos en las Entidades Federativas de-
ben facilitar la información que soliciten en formatos acce-
sibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos
de discapacidad; así mismo promover la utilización de la
Lengua de Señas Mexicana, el Sistema de escritura Braille
y otros modos, medios y formatos de comunicación, acce-
so a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y
las comunicaciones; las instituciones a cargo de servicios y
programas sociales en materia de discapacidad deben pro-
porcionar la información y la asesoría requerida; y que los
medios de comunicación y las instituciones del sector pri-
vado que prestan servicios y suministran información, la
proporcionen en formatos accesibles y de fácil compren-
sión a las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 32 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la libertad de expresión y opinión; incluida la
libertad de recabar, recibir y facilitar información me-
diante cualquier forma de comunicación que les facilite
una participación e integración en igualdad de condi-
ciones que el resto de la población. Para tales efectos,
las autoridades competentes establecerán entre otras,
las siguientes medidas: 

I. Facilitar de manera oportuna y sin costo adicional, la
información dirigida al público en general, en formatos
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los dife-
rentes tipos de discapacidad; 

II. Promover la utilización de la Lengua de Señas Mexi-
cana, el Sistema de escritura Braille, y otros modos, me-
dios y formatos de comunicación, así como el acceso a
los nuevos sistemas y tecnologías de la información y
las comunicaciones, incluido Internet; 

III. Las instituciones a cargo de servicios y programas
sociales en materia de discapacidad proporcionarán la
información y la asesoría requerida para favorecer su
desarrollo e integración social; y

IV. Los medios de comunicación y las instituciones del
sector privado que prestan servicios y suministran in-
formación al público en general, la proporcionarán en
formatos accesibles y de fácil comprensión a las perso-
nas con discapacidad.

19) Capítulo X. Lineamientos del Programa Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas
con Discapacidad

El Capítulo X se denomina “Lineamientos del Programa
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad” y describe el proceso para la
elaboración del Programa Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las Personas con Discapacidad.

El Capítulo X se integra por los artículos: 33 y 34

Como una propuesta innovadora de los legisladores, se de-
fine en el artículo 33 la responsabilidad del Gobierno Fe-
deral, los Gobiernos de las Entidades Federativas y de los
Municipios, que en con el Consejo, deben participar en la
elaboración y ejecución del Programa Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 33 se propone para
quedar como sigue:

“Artículo 33. El Gobierno Federal, los Gobiernos de
las Entidades Federativas y de los Municipios, en el
ámbito de sus respectivas competencias y en coordina-
ción con el Consejo, participarán en la elaboración y
ejecución del Programa, debiendo observar las respon-
sabilidades y obligaciones con relación a las personas
con discapacidad establecidas en la presente Ley.”

En el artículo 34 se definen los lineamientos que debe se-
guir el Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad como la fecha de
su publicación, la presentación del programa al Congreso
de la Unión, el establecimiento de políticas públicas, metas
y objetivos en materia de discapacidad en los tres niveles
de gobierno, la inclusión de mecanismos de supervisión,
rendición de cuentas y mecanismos de transparencia y la
incorporación de lineamientos e indicadores de las políti-
cas públicas, estadística, presupuestos, impacto social, en-
tre otros.

Considerando lo anterior, el artículo 34 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 34. El Programa deberá cumplir con los si-
guientes lineamientos generales:
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I. Se deberá elaborar, revisar, modificar o ratificar y pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación en el pri-
mer trimestre del año y para su mayor difusión será pu-
blicado en las Gacetas o Periódicos Oficiales de las
Entidades Federativas;

II. El Consejo enviará el Programa a las Cámaras del
Congreso de la Unión para su conocimiento;

III. Se deberá elaborar con base en los lineamientos es-
tablecidos por la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad y esta Ley;

IV. Establecerá con claridad las políticas públicas, me-
tas y objetivos en materia de discapacidad en los tres
niveles de gobierno;

V. Cumplir con la normatividad vigente para la elabo-
ración de programas, supervisión, rendición de cuentas
y mecanismos de transparencia; y

VI. Incluirá lineamientos e indicadores de las políticas
públicas, estadística, presupuestos, impacto social y to-
dos aquellos que se estimen necesarios para una co-
rrecta y eficiente aplicación.

20) Capítulo XI. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad

El Capítulo XI se denomina “Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad” y describe como se constituye el sistema, cuáles
son sus objetivos y cuáles son sus responsabilidades.

El Capítulo XI se integra por los artículos: 35, 36 y 37

Con la visión de que el gobierno en todos sus niveles actúe
de forma integral a favor de los derechos y el desarrollo de
las personas con discapacidad, se incorpora a la nueva Ley
la propuesta innovadora para crear un “Sistema Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con
Discapacidad”

En el artículo 35 se define que el Gobierno Federal, los Go-
biernos de las Entidades Federativas y de los Municipios,
en coordinación con el Consejo, e incluyendo a personas
físicas o morales de los sectores social y privado que pre-
senten servicios a las personas con discapacidad constitu-
yen el Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad.

En el artículo 36 se define que el objeto del Sistema Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Per-
sonas con Discapacidad es coordinar, planear, implementar
y evaluar las políticas públicas para el desarrollo y la in-
clusión de las personas con discapacidad.

En el artículo 37 se define que el Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad debe formular lineamientos, políticas públicas,
programas, proyectos y estrategias para la inclusión de las
personas con discapacidad a los ámbitos social, laboral,
cultural, político o económico; participar en el diseño e
implementación del Programa Nacional para el Desarrollo
y la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad; di-
fundir los derechos de las personas con discapacidad; Inte-
grar el Registro Nacional de Personas con Discapacidad;
efectuar el seguimiento, evaluación y control de las políti-
cas públicas; y promover convenios de colaboración y co-
ordinación entre las instancias públicas y privadas para ga-
rantizar el cumplimiento de la presente Ley.

Considerando lo anterior, el artículo 35 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 35. El Gobierno Federal, los Gobiernos de las
Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias, las personas físicas
o morales de los sectores social y privado que presenten
servicios a las personas con discapacidad, en coordina-
ción con el Consejo, constituyen el Sistema Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas
con Discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 36 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 36. El Sistema tiene como objetivo coordinar, pla-
near, implementar y evaluar las políticas públicas para el
desarrollo y la inclusión de las personas con discapacidad.

Considerando lo anterior, el artículo 37 se propone para
quedar como sigue:

Artículo 37. Corresponde al Sistema:

I. Formular los lineamientos, políticas públicas, pro-
gramas, proyectos y estrategias destinadas a impulsar
la inclusión de las personas con discapacidad a los ám-
bitos social, laboral, cultural, político o económico, en-
tre otros;
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II. Participar en el diseño e implementación del Pro-
grama;

III. Difundir los derechos de las personas con discapa-
cidad contenidos en la presente Ley;

IV. Integrar el Registro Nacional de Personas con Dis-
capacidad, a fin de contar con un banco nacional de da-
tos que contenga la relación del número, tipo de disca-
pacidad, edad, sexo, escolaridad, entre otros datos, de
las personas con discapacidad que residen en los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 

V. Efectuar el seguimiento, evaluación y control de las
políticas públicas; y

VI. Promover convenios de colaboración y coordina-
ción entre las instancias públicas y privadas para ga-
rantizar el cumplimiento de la presente Ley;

21) Título Tercero

El Título Tercero de la nueva Ley se denomina “Consejo
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad” y define de forma integral la
integración jurídica del Consejo, la Asamblea Consultiva,
los órganos de vigilancia, el régimen de trabajo y la con-
currencia entre competencias.

La denominación del Consejo se adopta de las propuestas
de los legisladores, que incorporan el término “Inclusión
Social” al nombre actual del mismo que se denomina
“Consejo Nacional de las Personas con Discapacidad”.
Con base en lo anterior la nueva denominación será: “Con-
sejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las
Personas con Discapacidad”.

El Título Tercero se integra por 7 capítulos y los artículos
38 a 61.

Creación del organismo público descentralizado para
la atención de las personas con discapacidad.

Un avance trascendente en la nueva Ley, es la constitución
de organismo público descentralizado con personalidad ju-
rídica y patrimonio propios, que gozará de autonomía téc-
nica y de gestión y que a propuesta de los legisladores, ha-
ce realidad el compromiso de México con la Convención
para hacer efectivos los derechos de las personas con dis-
capacidad.

La Convención, además de orientar un nuevo paradigma en
la atención que deben brindar los gobiernos a las personas
con discapacidad, establece mecanismos de aplicación, se-
guimiento, información y evaluación, los cuales deben tra-
ducirse en organismos que el Estado Mexicano debe im-
plementar, como es el caso, de un organismo responsable
jurídicamente de la aplicación de la Convención, como lo
dispone su artículo 33, y que en la nueva Ley corresponde-
rá al “Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
Social de las Personas con Discapacidad”.

Este organismo deberá cumplir obligatoriamente con el ob-
jetivo de impulsar el desarrollo de políticas públicas para la
población con discapacidad, coordinando de forma trans-
versal los esfuerzos de las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno y con ello multiplicar las oportu-
nidades de desarrollo e inclusión al amplio sector social de
personas con discapacidad.

La visión con que se propone la creación de un nuevo or-
ganismo, es que la población tenga la certeza de que el
Estado cuenta con una entidad que debe responder jurídi-
camente a las demandas y expectativas de las personas
con discapacidad y en consecuencia, tener la certeza de
que sus derechos efectivamente serán respetados confor-
me lo establece la Constitución de los Estados Unidos Me-
xicanos.

La creación del “Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las Personas con Discapacidad”, es un
avance respecto de la Ley actual, que ubica al tema de la
discapacidad como un asunto de prioridad nacional.

La creación del nuevo organismo se fundamenta en lo es-
tablecido en la Ley Federal de las Entidades Paraestatales
para la creación de organismos descentralizados y se ubica
en el Sector Salud, considerando que la facultad “para la
asistencia, prevención, atención y tratamiento a los disca-
pacitados”, corresponde exclusivamente a la Secretaría de
Salud de acuerdo con lo establecido en el artículo 39 frac-
ción XXII de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal.

Capítulo I

En el Capítulo I se define la creación del Consejo Nacional
para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con
Discapacidad como un organismo público descentralizado,
con personalidad jurídica y patrimonio propios, que para el
cumplimiento de sus atribuciones gozará de autonomía téc-
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nica y de gestión para formular políticas, acciones, estrate-
gias y programas derivados de ésta Ley.

El Consejo tendrá por objeto el establecimiento de las po-
líticas públicas para las personas con discapacidad, me-
diante la coordinación institucional e interinstitucional; así
como promover, fomentar y evaluar la participación del
sector público y el sector privado, en las acciones, estrate-
gias, políticas públicas y programas derivados de la pre-
sente Ley y demás ordenamientos.

El domicilio del Consejo será la Ciudad de México, Distri-
to Federal, y podrá contar con las unidades administrativas
necesarias para el cumplimiento de sus atribuciones.

El patrimonio del Consejo se integrará con: Los recursos
que en el Presupuesto de Egresos de la Federación le asig-
ne la Cámara de Diputados; Los bienes muebles e inmue-
bles que le sean asignados; Los bienes que adquiera por
cualquier otro título lícito; y las aportaciones, donaciones,
legados y demás liberalidades que reciba de personas físi-
cas y morales.

Capítulo II

En el Capítulo II se definen las atribuciones del Consejo,
que serán las siguientes:

Coordinar y elaborar el Programa Nacional para el Desarro-
llo y la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad;

Proponer acciones y programas para generar condiciones
de igualdad y de equiparación de oportunidades para las
personas con discapacidad;

Promover el goce y ejercicio pleno de los derechos de las
personas con discapacidad, así como hacer de su conoci-
miento los canales institucionales para hacerlos exigibles
ante la autoridad competente;

Proponer la Política Pública para el desarrollo y la inclu-
sión social de las personas con discapacidad, mediante la
coordinación y supervisión de los programas instituciona-
les en los tres órdenes de gobierno;

Proponer al Secretario de Salud, la inclusión de la partida
presupuestal en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación, para atender los objetivos del Programa Na-
cional para el Desarrollo y la Inclusión Social de las Per-
sonas con Discapacidad, del Consejo y de los diferentes

sectores e instituciones en el ámbito de su competencia, pa-
ra la aplicación y ejecución de los programas dirigidos a las
personas con discapacidad;

Promover la implementación de medidas para incrementar
la accesibilidad en la infraestructura física de instalaciones
públicas y los recursos técnicos, materiales y humanos ne-
cesarios para la atención segura y accesible de la población
con discapacidad;

Promover la elaboración y difusión de estudios e investi-
gaciones sobre el desarrollo social, económico, político y
cultural de las personas con discapacidad;

Promover y fomentar la cultura de la dignidad y respeto de
las personas con discapacidad, a través de programas y
campañas de sensibilización y concientización.

Proporcionar o solicitar a las instituciones públicas y en su
caso a particulares, la información para verificar el cum-
plimiento de esta Ley, en el ámbito de su competencia, con
las excepciones previstas por otros ordenamientos vigen-
tes;

Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad en
general acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población con discapacidad;

Promover la firma, ratificación y cumplimiento de instru-
mentos internacionales o regionales en materia de discapa-
cidad;

Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas con gobiernos e instituciones de otros
países así como con organismos internacionales relaciona-
dos con la discapacidad;

Coadyuvar con los tres niveles de gobierno, en el conoci-
miento, recepción y canalización de denuncias sobre viola-
ciones a los derechos humanos de las personas con disca-
pacidad, en términos de las disposiciones de ésta Ley y
otros ordenamientos aplicables;

Concertar acuerdos de colaboración con organismos públi-
cos y privados, nacionales e internacionales, para el desa-
rrollo de proyectos que beneficien a las personas con dis-
capacidad;

Promover la publicación y difusión de obras y materiales
relacionados con la discapacidad;

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados364



Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sec-
tores productivos y empresariales, para que se otorguen
descuentos, facilidades económicas o administrativas en la
adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las
personas con discapacidad o sus familias;

Brindar asesoría a las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, los Gobiernos de las Entida-
des Federativas, los Municipales y las instituciones de los
sectores social o privado que realicen acciones o progra-
mas para las personas con discapacidad;

Promover que en las políticas, programas o acciones, se
impulse la toma de conciencia respecto de las capacidades,
habilidades, aptitudes, méritos y aportaciones de las perso-
nas con discapacidad en todos los ámbitos y en particular,
en los espacios laborales;

Promover la armonización de Leyes y Reglamentos a nivel
federal, estatal o municipal, respecto de las disposiciones
establecidas en la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad;

Promover la creación y aplicación de Normas Oficiales
Mexicanas en materia de discapacidad;

Elaborar, presentar y difundir anualmente el informe de
avances y resultados del Programa;

Promover la aplicación de la presente Ley en relación con
la seguridad jurídica de las personas con discapacidad, así
como con la debida protección de sus derechos humanos;

Promover la aprobación del Reglamento de la presente
Ley;

Presentar un informe anual de actividades.

Capítulo III

Conforme lo anterior y lo establecido en los artículos 14,
15, 16 , 17, 18, 19, y 20 de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales, el Consejo estará integrado por una Junta de
Gobierno en la cual participarán diez representantes del
Poder Ejecutivo Federal y cinco representantes de personas
con discapacidad.

Las dependencias y entidades que integrarán la Junta de
Gobierno serán: Salud, Desarrollo Social, Educación Pú-
blica, Hacienda y Crédito Público, Trabajo y Previsión So-

cial, Comunicaciones y Transportes, el Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia, el Consejo Na-
cional para Prevenir la Discriminación, la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos y la Comisión Nacional de
Cultura Física y Deporte.

Por lo que se refiere a los cinco representantes de personas
con discapacidad, estos serán electos de entre los integran-
tes de la Asamblea Consultiva y contarán con voz y voto en
decisiones del Consejo.

Así mismo, participaran como invitados permanentes a la
Junta de Gobierno con derecho a voz, pero no a voto, un re-
presentante de cada uno de los siguientes órganos públicos:
Secretaría de Turismo, Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía.

El titular del Consejo lo será el Secretario de Salud y para
coordinar las tareas del Consejo, se propone la designación
de un Director General, mismo que será nombrado por el Ti-
tular del Ejecutivo Federal, de acuerdo con lo establecido en
el artículo 22 la Ley Federal de las Entidades Paraestatales.

Capítulo IV

En la nueva Ley se propone la transformación del actual
Consejo Consultivo de Personas con Discapacidad, consi-
derando lo establecido en el artículo 4 numeral 3 de la Con-
vención, que dispone la participación amplia y plural de las
personas con discapacidad en la adopción de decisiones re-
lacionadas con la legislación y la administración pública.

En este sentido se propone que el Consejo Consultivo se
denomine ahora “Asamblea Consultiva”, la cual deberá es-
tar integrada por representantes de todas y cada una de las
Entidades Federativas, lo que asegura que los programas y
políticas reflejen el amplio mosaico de demandas, necesi-
dades y expectativas de la población con discapacidad. Así
mismo, se propone la inclusión en la Asamblea Consultiva
de expertos propuestos por el Titular del Ejecutivo Federal
y de representantes de organismos de discapacidad con ca-
rácter nacional.

Las atribuciones de la Asamblea Consultiva comprenden
las siguientes:

Atender las consultas y formular las opiniones que les se-
an solicitadas por la Junta de Gobierno o por el Director
General del Consejo;
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Emitir opiniones y formular propuestas sobre la aplicación
y orientación de la Política Pública para el Desarrollo y la
Inclusión Social de las personas con discapacidad;

Impulsar la participación ciudadana y de las organizacio-
nes de y para personas con discapacidad en el seguimien-
to, operación y evaluación del Programa;

Apoyar al Consejo en la promoción y cumplimiento del
Programa;

Proponer al Consejo los temas que por su importancia ame-
riten ser sometidos a consulta pública;

Promover y propiciar la colaboración de organismos públi-
cos y privados, nacionales y extranjeros en el desarrollo e
inclusión de las personas con discapacidad;

Promover la realización de estudios e investigaciones en la
materia;

Recomendar la realización de auditorías a programas prio-
ritarios cuando existan causas que lo ameriten;

Promover la celebración de convenios con dependencias
del Ejecutivo Federal, entidades federativas, municipios y
organizaciones, para la instrumentación de los programas
relacionados con el desarrollo y la inclusión social de las
personas con discapacidad;

Informar a la opinión pública sobre los aspectos de interés
general relativos al Programa;

Integrar las comisiones y grupos de trabajo que sean nece-
sarios para el ejercicio de sus atribuciones;

Nombrar a cinco personas, propietarios y suplentes, que
formarán parte de la Junta de Gobierno;

Capítulo V

En el Capítulo V, conforme lo establece el artículo 60 de la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, se propone que
el Consejo cuente con una contraloría, que es un órgano in-
terno de control, el cual estará a cargo de una persona de-
signada en los términos de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal.

Capítulo VI

En el Capítulo VI, se define el régimen de trabajo a fin de
que Las relaciones de trabajo del Consejo y su personal se
regirán por la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del
apartado “A” del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Capítulo VII

En el Capítulo VII se define la concurrencia de las autori-
dades competentes de la Federación, las Entidades Federa-
tivas y los municipios para determinar las políticas hacia
las personas con discapacidad, así como ejecutar, dar se-
guimiento y evaluar sus programas y acciones, de acuerdo
con lo previsto en esta Ley.

Así mismo se define que cuando las disposiciones de esta
Ley comprendan materias y acciones que incidan en diver-
sos ámbitos de competencia de la Federación, las Entida-
des Federativas y los municipios; éstas se aplicarán y eje-
cutarán mediante convenios generales y específicos entre
cualquiera de los tres niveles de gobierno que lo suscriban.

22) Título Tercero

El Título Cuarto de la nueva Ley se denomina “Responsa-
bilidades y Sanciones” y define en un capítulo y un artícu-
lo que El incumplimiento de los preceptos establecidos por
esta Ley será sancionado conforme lo prevé la Ley Federal
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades de los Ser-
vidores Públicos y demás ordenamientos aplicables.

23) Transitorios

Para los efectos legales que corresponde a la publicación y
entrada en vigor de la nueva Ley se proponen los siguien-
tes artículos transitorios.

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se abroga la Ley General de las Personas con
Discapacidad publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 10 de junio de 2005.

Tercero. El Titular del Ejecutivo Federal convocará e
instalará el Consejo Nacional para el Desarrollo y la In-
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clusión Social de las Personas con Discapacidad dentro
de los treinta días siguientes al inicio de la vigencia de
la presente Ley.

Cuarto. El Poder Ejecutivo Federal expedirá el Regla-
mento de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días
contados a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Quinto. Los recursos financieros para el establecimien-
to y funcionamiento de la Secretaría Técnica del Conse-
jo, serán determinados por la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público y presentados en el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fis-
cal inmediato.

Sexto. Con el objeto de instalar el Consejo, la Junta de
Gobierno y la Asamblea Consultiva, por única vez, los
representantes de las personas con discapacidad de las
entidades federativas, serán nombrados por los gobier-
nos de las entidades federativas y del Distrito Federal y
durarán en su encargo hasta seis meses, en tanto se emi-
te la convocatoria pública para su elección en los térmi-
nos de ésta ley. Los representantes de las organizaciones
nacionales de y para personas con discapacidad que se-
ñala ésta ley serán designados por única vez y un perío-
do de hasta seis meses en su encargo por el Titular del
Poder Ejecutivo federal, en tanto se definen conforme a
la ley.

Por lo expuesto, la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables somete a la consideración de la honorable Cámara
de Diputados, el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se crea la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Artículo Único. Se crea la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad.

Ley General para la Inclusión de las Personas con Dis-
capacidad

Título Primero

Capítulo Único
Disposiciones Generales

Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de or-
den público, de interés social y de observancia general en
los Estados Unidos Mexicanos.

Su objeto es reglamentar en lo conducente, el Artículo 1º
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos estableciendo las condiciones en las que el Estado de-
berá promover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los
derechos humanos y libertades fundamentales de las perso-
nas con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la
sociedad en un marco de respeto, igualdad y equiparación
de oportunidades.

De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce
a las personas con discapacidad sus derechos humanos y
mandata el establecimiento de las políticas públicas nece-
sarias para su ejercicio.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad
de condiciones con las demás, al entorno físico, el trans-
porte, la información y las comunicaciones, incluidos
los sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones abier-
tos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas
como rurales;

II. Ajustes Razonables. Se entenderán las modificacio-
nes y adaptaciones necesarias y adecuadas que no im-
pongan una carga desproporcionada o indebida, cuando
se requieran en un caso particular, para garantizar a las
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igual-
dad de condiciones con las demás, de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales;

III. Asistencia Social. Conjunto de acciones tendientes
a modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan el desarrollo integral del individuo, así
como la protección física, mental y social de personas
en estado de necesidad, indefensión, desventaja física y
mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y
productiva;

IV. Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y ma-
teriales que permiten habilitar, rehabilitar o compensar
una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoria-
les o intelectuales de las personas con discapacidad;

V. Comunicación. Se entenderá el lenguaje escrito, oral
y la lengua de señas mexicana, la visualización de tex-
tos, sistema Braille, la comunicación táctil, los macroti-
pos, los dispositivos multimedia escritos o auditivos de
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fácil acceso, el lenguaje sencillo, los medios de voz di-
gitalizada y otros modos, medios, sistemas y formatos
aumentativos o alternativos de comunicación, incluida
la tecnología de la información y las comunicaciones de
fácil acceso;

VI. Comunidad de Sordos. Todo aquel grupo social
cuyos miembros tienen alguna deficiencia del sentido
auditivo que les limita sostener una comunicación y so-
cialización regular y fluida en lengua oral;

VII. Consejo. Consejo Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad;

VIII. Convención. Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad;

IX. Discriminación por motivos de discapacidad. Se
entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción
por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el
efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el
reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condi-
ciones, de todos los derechos humanos y libertades fun-
damentales en los ámbitos político, económico, social,
cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de
discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes ra-
zonables;

X. Diseño universal. se entenderá el diseño de produc-
tos, entornos, programas y servicios que puedan utilizar
todas las personas, en la mayor medida posible, sin ne-
cesidad de adaptación ni diseño especializado. El dise-
ño universal no excluirá las ayudas técnicas para grupos
particulares de personas con discapacidad cuando se ne-
cesiten;

XI. Educación Especial. La educación especial está
destinada a individuos con discapacidades transitorias o
definitivas, así como a aquellos con aptitudes sobresa-
lientes. Atenderá a los educandos de manera adecuada a
sus propias condiciones, con equidad social incluyente
y con perspectiva de género;

XII. Educación Inclusiva. Es la educación que propi-
cia la integración de personas con discapacidad a los
planteles de educación básica regular, mediante la apli-
cación de métodos, técnicas y materiales específicos;

XIII. Estenografía Proyectada. Es el oficio y la técni-
ca de transcribir un monólogo o un diálogo oral de ma-

nera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, pro-
yectar el texto resultante por medios electrónicos visua-
les;

XIV. Estimulación Temprana. Atención brindada a ni-
ños y niñas de entre 0 y 6 años para potenciar y desa-
rrollar al máximo sus posibilidades físicas, intelectua-
les, sensoriales y afectivas, mediante programas
sistemáticos y secuenciados que abarquen todas las áre-
as del desarrollo humano, sin forzar el curso natural de
su maduración;

XV. Igualdad de Oportunidades. Proceso de adecua-
ciones, ajustes, mejoras o adopción de acciones afirma-
tivas necesarias en el entorno jurídico, social, cultural y
de bienes y servicios, que faciliten a las personas con
discapacidad su inclusión, integración, convivencia y
participación, en igualdad de oportunidades con el resto
de la población;

XVI. Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral co-
mo la lengua de señas y otras formas de comunicación
no verbal;

XVII. Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una co-
munidad de sordos, que consiste en una serie de signos
gestuales articulados con las manos y acompañados de
expresiones faciales, mirada intencional y movimiento
corporal, dotados de función lingüística, forma parte del
patrimonio lingüístico de dicha comunidad y es tan rica
y compleja en gramática y vocabulario como cualquier
lengua oral;

XVIII. Ley. Ley General para la Inclusión de las Perso-
nas con Discapacidad;

XIX. Organizaciones. Todas aquellas organizaciones
sociales constituidas legalmente para el cuidado, aten-
ción o salvaguarda de los derechos de las personas con
discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su parti-
cipación en las decisiones relacionadas con el diseño,
aplicación y evaluación de programas para su desarrollo
e integración social;

XX. Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que
han sido certificados para el acompañamiento, conduc-
ción y auxilio de personas con discapacidad;

XXI. Persona con Discapacidad. Toda persona que por
razón congénita o adquirida presenta una o más defi-
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ciencias de carácter físico, mental, intelectual o senso-
rial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar
con las barreras que le impone el entorno social, pueda
impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de
condiciones con los demás;

XXII. Política Pública. Todos aquellos planes, progra-
mas o acciones que la autoridad desarrolle para asegu-
rar los derechos establecidos en la presente Ley;

XXIII. Prevención. La adopción de medidas encamina-
das a impedir que se produzcan deficiencias físicas, in-
telectuales, mentales y sensoriales;

XXIV. Programa. El Programa Nacional para el Desa-
rrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXV. Rehabilitación. Proceso de duración limitada y
con un objetivo definido, de orden médico, social y edu-
cativo entre otros, encaminado a facilitar que una perso-
na con discapacidad alcance un nivel físico, mental,
sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de
una función, así como proporcionarle una mejor inte-
gración social;

XXVI. Sistema. Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad;

XXVII. Sistema de Escritura Braille. Sistema para la
comunicación representado mediante signos en relieve,
leídos en forma táctil por las personas ciegas; y

XXVIII. Transversalidad. Es el proceso mediante el
cual se instrumentan las políticas, programas y accio-
nes, desarrollados por las dependencias y entidades de
la administración pública, que proveen bienes y servi-
cios a la población con discapacidad con un propósito
común, y basados en un esquema de acción y coordina-
ción de esfuerzos y recursos en tres dimensiones: verti-
cal, horizontal y de fondo.

Artículo 3. La observancia de esta Ley corresponde a las
dependencias, entidades paraestatales y órganos descon-
centrados de la Administración Pública Federal, organis-
mos constitucionales autónomos, Poder Legislativo, Poder
Judicial, el Consejo, a los Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y de los Municipios, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, así como a las personas físicas o mo-
rales de los sectores social y privado que presten servicios
a las personas con discapacidad.

Artículo 4. Las personas con discapacidad gozarán de to-
dos los derechos que establece el orden jurídico mexicano,
sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad,
condición social, económica o de salud, religión, opinio-
nes, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identi-
dad política, lengua, situación migratoria o cualquier otra
característica propia de la condición humana o que atente
contra su dignidad. Las medidas contra la discriminación
tienen como finalidad prevenir o corregir que una persona
con discapacidad sea tratada de una manera directa o indi-
recta menos favorable que otra que no lo sea, en una situa-
ción comparable.

Las medidas contra la discriminación consisten en la pro-
hibición de conductas que tengan como objetivo o conse-
cuencia atentar contra la dignidad de una persona, crear un
entorno intimidatorio, hostil, degradante u ofensivo, debi-
do a la discapacidad que ésta posee.

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos de
carácter específico destinados a prevenir o compensar las
desventajas o dificultades que tienen las personas con dis-
capacidad en la incorporación y participación plena en los
ámbitos de la vida política, económica, social y cultural.

La Administración Pública, de conformidad con su ámbito
de competencia, impulsará el derecho a la igualdad de
oportunidades de las personas con discapacidad, a través
del establecimiento de medidas contra la discriminación y
acciones afirmativas positivas que permitan la integración
social de las personas con discapacidad. Será prioridad de
la Administración Pública adoptar medidas de acción afir-
mativa positiva para aquellas personas con discapacidad
que sufren un grado mayor de discriminación, como son
las mujeres, las personas con discapacidad con grado seve-
ro, las que viven en el área rural, o bien, no pueden repre-
sentarse a sí mismas.

Artículo 5. Los principios que deberán observar las políti-
cas públicas, son:

I. La equidad;

II. La justicia social;

III. La igualdad de oportunidades;

IV. El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad;
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V. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones y la independencia de las personas;

VI. La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

VII. El respeto por la diferencia y la aceptación de la
discapacidad como parte de la diversidad y la condición
humanas;

VIII. La accesibilidad;

IX. La no discriminación;

X. La igualdad entre mujeres y hombres con discapaci-
dad;

XI. La transversalidad;

XII. Los demás que resulten aplicables.

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo
Federal en materia de esta ley, las siguientes:

I. Establecer las Políticas Públicas para las personas con
discapacidad, a fin de cumplir con las obligaciones de-
rivadas de los tratados internacionales de derechos hu-
manos ratificados por el estado Mexicano ,adoptando
medidas legislativas, administrativas y de otra índole,
para hacer efectivos los derechos de las personas con
discapacidad;

II. Instruir a las dependencias y entidades del Gobierno
Federal a que instrumenten acciones en favor de la in-
clusión social y económica de las personas con discapa-
cidad en el marco de las políticas públicas;

III. Incluir en el Proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación los recursos para la implementación y eje-
cución de la política pública derivada de la presente
Ley, tomando en consideración la participación de las
entidades federativas en el reparto de estos recursos, de
conformidad con los ordenamientos legales aplicables;

IV. Establecer y aplicar las políticas públicas a través de
las dependencias y entidades del Gobierno Federal, que
garanticen la equidad e igualdad de oportunidades a las
personas con discapacidad;

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o
morales que realicen acciones a favor de las personas
con discapacidad, adecuen sus instalaciones en términos
de accesibilidad, o de cualquier otra forma se adhieran a
las políticas públicas en la materia, en términos de la le-
gislación aplicable;

VI. Promover la consulta y participación de las personas
con discapacidad, personas físicas o morales y las orga-
nizaciones de la sociedad civil en la elaboración y apli-
cación de políticas, legislación y programas, con base
en la presente Ley;

VII. Asegurar la participación de las personas con dis-
capacidad y las organizaciones de la sociedad civil en la
elaboración de los informes que el Gobierno Mexicano
presentará a la Organización de las Naciones Unidas en
cumplimiento a la Convención y ante otros organismos
internacionales, relacionados con la materia de discapa-
cidad y los derechos humanos;

VIII. Garantizar el desarrollo integral de las personas
con discapacidad, de manera plena y autónoma, en los
términos de la presente Ley;

IX. Fomentar la integración social de las personas con
discapacidad, a través del ejercicio de sus derechos ci-
viles y políticos;

X. Promover el pleno ejercicio de los derechos funda-
mentales de las personas con discapacidad en condicio-
nes equitativas;

XI. Impulsar la adopción de acciones afirmativas orien-
tadas a evitar y compensar las desventajas de una per-
sona con discapacidad para participar plenamente en la
vida política, económica, social y cultural;

XII. Impulsar la participación solidaria de la sociedad y
la familia en la preservación, y restauración de la salud,
así como la prolongación y mejoramiento de la calidad
de vida de las personas con discapacidad; y

XIII. Las demás que otros ordenamientos le confieran.
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Título Segundo
Derechos de las Personas con Discapacidad

Capítulo I
Salud y Asistencia Social

Artículo 7. La Secretaría de Salud promoverá el derecho
de las personas con discapacidad a gozar del más alto nivel
posible de salud, rehabilitación y habilitación sin discrimi-
nación por motivos de discapacidad, mediante programas y
servicios que serán diseñados y proporcionados, conside-
rando criterios de calidad, especialización, género, gratui-
dad o precio asequible. Para tal efecto, realizará las si-
guientes acciones:

I. Diseñar, ejecutar y evaluar programas de salud pública
para la orientación, prevención, detección, estimulación
temprana, atención integral o especializada, rehabilita-
ción y habilitación, para las diferentes discapacidades;

II. Crear o fortalecer establecimientos de salud y de
asistencia social que permita ejecutar los programas se-
ñalados en la fracción anterior, los cuales se extenderán
a las regiones rurales y comunidades indígenas, consi-
derando los derechos humanos, dignidad, autonomía y
necesidades de las personas con discapacidad;

III. Elaborar e implementar en coordinación con la Se-
cretaría de Educación Pública, en lo que corresponda,
programas de educación, capacitación, formación y es-
pecialización para la salud en materia de discapacidad,
a fin de que los profesionales de la salud proporcionen
a las personas con discapacidad una atención digna y de
calidad, sobre la base de un consentimiento libre e in-
formado;

IV. Crear bancos de prótesis, órtesis, ayudas técnicas y
medicinas de uso restringido, que sean accesibles a la
población con discapacidad;

V. Fomentar la creación de centros asistenciales, tempo-
rales o permanentes, para personas con discapacidad en
desamparo, donde sean atendidas en condiciones que
respeten su dignidad y sus derechos, de conformidad
con los principios establecidos en la presente ley;

VI. Celebrar convenios con instituciones educativas pú-
blicas y privadas, para impulsar la investigación y co-
nocimiento sobre la materia de discapacidad;

VII. Implementar programas de sensibilización, capaci-
tación y actualización, dirigidos al personal médico y
administrativo, para la atención de la población con dis-
capacidad;

VIII. Establecer servicios de información, orientación,
atención y tratamiento psicológico para las personas con
discapacidad, sus familias o personas que se encarguen
de su cuidado y atención;

IX. Dictar las normas técnicas a que quedará sujeta la
prestación de los servicios de salud y asistencia social
para las personas con discapacidad por parte del sector
público, social y privado;

X. Crear programas de orientación, educación, y rehabi-
litación sexual y reproductiva para las personas con dis-
capacidad y sus familias;

Incorporar de forma gratuita al Seguro Popular a la po-
blación con discapacidad; y

XI. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 8. El Consejo, los Gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y de los Municipios podrán celebrar convenios
con los sectores privado y social, a fin de:

I. Promover los servicios de asistencia social para las
personas con discapacidad en todo el país;

II. Promover la aportación de recursos materiales, hu-
manos y financieros;

III. Procurar la integración y el fortalecimiento de la
asistencia pública y privada en la prestación de los ser-
vicios de asistencia social dirigidos a las personas con
discapacidad;

IV. Establecer mecanismos para atender la demanda de
servicios de asistencia social de las personas con disca-
pacidad; y

V. Los demás que tengan por objeto garantizar la pres-
tación de servicios de asistencia social para las personas
con discapacidad.

Artículo 9. Queda prohibido cualquier tipo de discrimina-
ción contra las personas con discapacidad en el otorga-
miento de seguros de salud o de vida.
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Artículo 10. La Secretaría de Salud en coordinación con el
Consejo, emitirá la Clasificación Nacional de Discapacida-
des, con base en los lineamientos establecidos por la Clasi-
ficación Internacional del Funcionamiento, de la Discapa-
cidad y de la Salud, la cual estará disponible al público y
deberá ser utilizada en el diseño de Políticas Públicas.

El Sector Salud expedirá a las personas con discapacidad
un certificado de reconocimiento y calificación de discapa-
cidad con validez nacional.

Capítulo II
Trabajo y Empleo

Artículo 11. La Secretaría de Trabajo y Previsión Social
promoverá el derecho al trabajo y empleo de las personas
con discapacidad en igualdad de oportunidades y equidad,
que les otorgue certeza en su desarrollo personal, social y
laboral. Para tal efecto, realizará las siguientes acciones:

I. Prohibir cualquier tipo de discriminación por motivo
de discapacidad en la selección, contratación, remune-
ración, tipo de empleo, reinserción, continuidad, capaci-
tación, liquidación laboral, promoción profesional y
asegurar condiciones de trabajo accesibles, seguras y sa-
ludables;

II. Diseñar, ejecutar, evaluar y promover políticas públi-
cas para la inclusión laboral de las personas con disca-
pacidad atendiendo a su clasificación, en el sector pú-
blico o privado, que protejan la capacitación, empleo,
contratación y derechos sindicales, en su caso, de las
personas con discapacidad;

III. Elaborar e instrumentar el programa nacional de tra-
bajo y empleo para las personas con discapacidad, que
comprenda la capacitación, creación de agencias de in-
tegración laboral, acceso a bolsas de trabajo públicas o
privadas, centros de trabajo protegido, talleres, asisten-
cia técnica, formación vocacional o profesional, becas
en cualquiera de sus modalidades, inserción laboral de
las personas con discapacidad en la administración pú-
blica de los tres órdenes de gobierno, a través de conve-
nios con los sectores público, social y privado;

IV. Proporcionar asistencia técnica y legal a los sectores
productivos, social y privado, en materia laboral de dis-
capacidad, que así lo soliciten;

V. Revisar las Normas Oficiales Mexicanas a efecto de
permitir el pleno acceso y goce de los derechos en ma-
teria laboral establecidos por la presente Ley y demás
disposiciones aplicables;

VI. Fomentar la capacitación y sensibilización al perso-
nal que trabaje con personas con discapacidad en el sec-
tor público o privado;

VII. Promover medidas a efecto de que las obligaciones
laborables no interrumpan el proceso de rehabilitación
de las personas con discapacidad;

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Capítulo III
Educación

Artículo 12. La Secretaría de Educación Pública promove-
rá el derecho a la educación de las personas con discapaci-
dad, prohibiendo cualquier discriminación en planteles,
centros educativos, guarderías o del personal docente o ad-
ministrativo del Sistema Educativo Nacional. Para tales
efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer en el Sistema Educativo Nacional, el dise-
ño, ejecución y evaluación del programa para la educa-
ción especial y del programa para la educación inclusi-
va de personas con discapacidad;

II. Impulsar la inclusión de las personas con discapaci-
dad en todos los niveles del Sistema Educativo Nacio-
nal, desarrollando y aplicando normas y reglamentos
que eviten su discriminación y las, condiciones de acce-
sibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los
apoyos didácticos, materiales y técnicos y cuenten con
personal docente capacitado;

III. Establecer mecanismos a fin de que las niñas y los
niños con discapacidad gocen del derecho a la admisión
gratuita y obligatoria así como a la atención especiali-
zada, en los centros de desarrollo infantil, guarderías
públicas y en guarderías privadas mediante convenios
de servicios. Las niñas y niños con discapacidad no po-
drán ser condicionados en su integración a la educación
inicial o preescolar;

IV. Incorporar a los docentes y personal asignado que
intervengan directamente en la integración educativa de
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personas con discapacidad, al Sistema Nacional de For-
mación, actualización, capacitación y superación profe-
sional para maestros de educación básica;

V. Establecer que los programas educativos que se
transmiten por televisión pública o privada, nacional o
local, incluyan tecnologías para texto, audiodescripcio-
nes, estenografía proyectada o interpretes de Lengua de
Señas Mexicana;

VI. Proporcionar a los estudiantes con discapacidad ma-
teriales y ayudas técnicas que apoyen su rendimiento
académico, procurando equipar los planteles y centros
educativos con libros en braille, materiales didácticos,
apoyo de intérpretes de lengua de señas mexicana o es-
pecialistas en sistema braille, equipos computarizados
con tecnología para personas ciegas y todos aquellos
apoyos que se identifiquen como necesarios para brin-
dar una educación con calidad;

VII. Incluir la enseñanza del Sistema de Escritura Brai-
lle y la Lengua de Señas Mexicana en la educación pú-
blica y privada, fomentando la producción y distribu-
ción de libros de texto gratuitos en Sistema de Escritura
Braille, macrotipos y textos audibles que complementen
los conocimientos de los alumnos con discapacidad;

VIII. Establecer un programa nacional de becas educa-
tivas y becas de capacitación para personas con disca-
pacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Na-
cional;

IX. Diseñar e implementar programas de formación y
certificación de intérpretes, estenógrafos del español y
demás personal especializado en la difusión y uso con-
junto del español y la Lengua de Señas Mexicana;

X. Impulsar toda forma de comunicación escrita que fa-
cilite al sordo hablante, al sordo señante o semilingüe, el
desarrollo y uso de la lengua en forma escrita;

XI. Impulsar programas de investigación, preservación
y desarrollo de la Lengua de Señas Mexicana, de las
personas con discapacidad auditiva y de las formas de
comunicación de las personas con discapacidad visual;

XII. Incorporar en el Sistema Nacional de Ciencia y
Tecnología lineamientos que permitan la investigación
y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e instalacio-
nes de diseño universal;

XIII. Promover que los estudiantes presten apoyo a per-
sonas con discapacidad que así lo requieran, a fin de que
cumplan con el requisito del servicio social; y

XIV. Las demás que dispongan otros ordenamientos;

Artículo 13. En el Sistema Nacional de Bibliotecas y salas
de lectura, entre otros, se incluirán equipos de cómputo con
tecnología adaptada, escritura e impresión en el Sistema de
Escritura Braille, ampliadores y lectores de texto, espacios
adecuados y demás innovaciones tecnológicas que permita
su uso a las personas con discapacidad.

Artículo 14. La Lengua de Señas Mexicana, es reconocida
oficialmente como una lengua nacional y forma parte del
patrimonio lingüístico con que cuenta la nación mexicana.
Serán reconocidos el Sistema Braille, los modos, medios y
formatos de comunicación accesibles que elijan las perso-
nas con discapacidad;

Artículo 15. La educación especial tendrá por objeto, ade-
más de lo establecido en la Ley General de Educación, la
formación de la vida independiente y la atención de nece-
sidades educativas especiales que comprende entre otras,
dificultades severas de aprendizaje, comportamiento, emo-
cionales, discapacidad múltiple o severa y aptitudes sobre-
salientes, que le permita a las personas tener un desempe-
ño académico equitativo, evitando así la desatención,
deserción, rezago o discriminación.

Capítulo IV
Accesibilidad y Vivienda

Artículo 16. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la accesibilidad universal y a la vivienda, por lo que se
deberán emitir normas, lineamientos y reglamentos que ga-
ranticen la accesibilidad obligatoria en instalaciones públi-
cas o privadas, que les permita el libre desplazamiento en
condiciones dignas y seguras.

Las dependencias y entidades competentes de la Adminis-
tración Pública Federal, Estatal y Municipal, vigilarán el
cumplimiento de las disposiciones que en materia de acce-
sibilidad, desarrollo urbano y vivienda se establecen en la
normatividad vigente.

Los edificios públicos deberán sujetarse a la legislación,
regulaciones y Normas Oficiales Mexicanas vigentes, para
el aseguramiento de la accesibilidad a los mismos.
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Para tales efectos, el Consejo realizará las siguientes ac-
ciones:

I. Coordinará con las dependencias y entidades de los
tres órdenes de gobierno, la elaboración de programas
en materia de accesibilidad, desarrollo urbano y vivien-
da, la promoción de reformas legales, elaboración de re-
glamentos o normas y la certificación en materia de ac-
cesibilidad a instalaciones públicas o privadas;

II. Supervisará la aplicación de disposiciones legales o
administrativas, que garanticen la accesibilidad en las
instalaciones públicas o privadas; y

III. Promoverá que las personas con discapacidad que
tengan como apoyo para la realización de sus activida-
des cotidianas, un perro guía o animal de servicio, ten-
gan derecho a que éstos accedan y permanezcan con
ellos en todos los espacios en donde se desenvuelvan.
Asimismo, queda prohibido cualquier restricción me-
diante la que se impida el ejercicio de este derecho.

Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la infraes-
tructura básica, equipamiento o entorno urbano y los espa-
cios públicos, se contemplarán entre otros, los siguientes li-
neamientos:

I. Que sea de carácter universal, obligatoria y adaptada
para todas las personas;

II. Que incluya el uso de señalización, facilidades ar-
quitectónicas, tecnologías, información, sistema braille,
lengua de señas mexicana, ayudas técnicas, perros guía
o animal de servicio y otros apoyos; y

III. Que la adecuación de las instalaciones públicas sea
progresiva;

Artículo 18. Las personas con discapacidad tienen derecho
a una vivienda digna. Los programas de vivienda del sec-
tor público o sector privado deberán incluir proyectos ar-
quitectónicos de construcciones que consideren sus necesi-
dades de accesibilidad. Las instituciones públicas de
vivienda otorgarán facilidades para recibir créditos o sub-
sidios para la adquisición, redención de pasivos y cons-
trucción o remodelación de vivienda.

Capítulo V
Transporte Público y Comunicaciones

Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes promoverá el derecho de las personas con discapacidad,
sin discriminación de ningún tipo, al acceso al transporte,
los sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, particularmente aquellas que contribuyan a
su independencia y desarrollo integral. Para estos efectos,
realizará las siguientes acciones:

I. Establecer mecanismos de coordinación con autorida-
des competentes y empresas privadas, a fin de elaborar
normas y programas que garanticen a las personas con
discapacidad, la accesibilidad, seguridad, comodidad,
calidad y funcionalidad en los medios de transporte pú-
blico aéreo, terrestre y marítimo;

II. Promover que en la concesión del servicio de trans-
porte público aéreo, terrestre o marítimo, las unidades e
instalaciones garanticen a las personas con discapacidad
la accesibilidad para el desplazamiento y los servicios,
incluyendo especificaciones técnicas y antropométricas,
apoyos técnicos o humanos y personal capacitado;

III. Promover en el ámbito de su competencia progra-
mas y campañas de educación vial, cortesía urbana y
respeto hacia las personas con discapacidad en su trán-
sito por la vía y lugares públicos, así como para evitar
cualquier tipo de discriminación en el uso del transpor-
te público aéreo, terrestre o marítimo;

IV. Promover la suscripción de convenios con los con-
cesionarios de los medios de comunicación, para difun-
dir una imagen de las personas con discapacidad que sea
compatible con el propósito de ésta Ley, e incorporar en
la programación de los canales de televisión programas
de formación, sensibilización y participación de las per-
sonas con discapacidad; y

V. Promover convenios con los concesionarios del
transporte público a fin de que las personas con disca-
pacidad gocen de descuentos en las tarifas de los servi-
cios de transporte público.

Artículo 20. Los medios de comunicación implementarán
el uso de tecnología y, en su caso, de intérpretes de la Len-
gua de Señas Mexicana, que permitan a la comunidad de
sordos las facilidades de comunicación y el acceso al con-
tenido de su programación.
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Capítulo VI
Desarrollo Social

Artículo 21. La Secretaría de Desarrollo Social promove-
rá el derecho de las personas con discapacidad a un mayor
índice de desarrollo humano así como el de sus familias,
incluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuados y a
la mejora continua de sus condiciones de vida, sin discri-
minación por motivos de discapacidad. Para estos efectos,
realizará las siguientes acciones:

I. Establecer medidas que garanticen el acceso de las
personas con discapacidad en todas las acciones, pro-
gramas de protección y desarrollo social y estrategias de
reducción de la pobreza, en observancia de todas aque-
llas disposiciones que les sean aplicables de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social;

II. Establecer programas para la prestación de servicios
de asistencia social para personas con discapacidad en
situación de pobreza, abandono o marginación, inclui-
dos servicios de capacitación, asistencia financiera y
servicios de cuidados temporales, los cuales se extende-
rán a las regiones rurales y comunidades indígenas;

III. Promover la apertura de establecimientos especiali-
zados para la asistencia, protección y albergue para per-
sonas con discapacidad en situación de pobreza, aban-
dono o marginación; y

IV. Todas las demás que tengan como objeto mejorar las
condiciones sociales y permita potenciar las capacida-
des de las personas con discapacidad.

Capítulo VII
Recopilación de datos y Estadística

Artículo 22. El Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía a través de la legislación aplicable, garantizará que
el Censo Nacional de Población incluya lineamientos para
la recopilación de información y estadística de la población
con discapacidad, la cuál será de orden público y tendrá co-
mo finalidad la formulación de planes, programas y políti-
cas. Además, desarrollará instrumentos estadísticos que
proporcionen información e indicadores cualitativos y
cuantitativos sobre todos los aspectos relacionados con la
discapacidad.

Artículo 23. El Consejo en coordinación con el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía, desarrollarán el Siste-

ma Nacional de Información en Discapacidad, que tendrá
como objetivo proporcionar información de servicios pú-
blicos, privados o sociales, y todo tipo de información re-
lacionada, a la población con discapacidad, la cual podrá
ser consultada por medios electrónicos o impresos, a tra-
vés de módulos de consulta dispuestos en instalaciones
públicas.

Capítulo VIII
Deporte, Recreación, Cultura y Turismo

Artículo 24. La Comisión Nacional de Cultura Física y
Deporte promoverá el derecho de las personas con disca-
pacidad al deporte. Para tales efectos, realizará las siguien-
tes acciones:

I. Formular y aplicar programas y acciones que garanti-
cen el otorgamiento de apoyos administrativos, técni-
cos, humanos y financieros, requeridos para la práctica
de actividades físicas y deportivas a la población con
discapacidad, en sus niveles de desarrollo popular, nue-
vos valores, prospectos, alto rendimiento de primera
fuerza y juveniles, máster y paralímpico;

II. Elaborar con las asociaciones deportivas nacionales
de deporte adaptado el Programa Nacional de Deporte
Paralímpico y su presupuesto;

III. Procurar el acceso y libre desplazamiento de las per-
sonas con discapacidad en las instalaciones públicas
destinadas a la práctica de actividades físicas, deporti-
vas o recreativas; y

IV. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 25. El Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes promoverá el derecho de las personas con discapacidad
a la cultura, la recreación, el desarrollo de sus capacidades
artísticas y la protección de sus derechos de propiedad in-
telectual. Para tales efectos, realizará las siguientes accio-
nes:

I. Establecer programas para apoyar el desarrollo artís-
tico y cultural de las personas con discapacidad;

II. Impulsar que las personas con discapacidad cuenten
con las facilidades necesarias para acceder y disfrutar de
los servicios culturales; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.
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Artículo 26. El Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes, diseñará y ejecutará políticas y programas orientados a:

I. Generar y difundir entre la sociedad el respeto a la di-
versidad y participación de las personas con discapaci-
dad en el arte y la cultura;

II. Establecer condiciones de inclusión de personas con
discapacidad para lograr equidad en la promoción, el
disfrute y la producción de servicios artísticos y cultu-
rales;

III. Promover las adecuaciones físicas y de señalización
necesarias para que tengan el acceso a todo recinto don-
de se desarrolle cualquier actividad cultural;

IV. Difundir las actividades culturales;

V. Impulsar el reconocimiento y el apoyo de su identi-
dad cultural y lingüística específica, incluidas la Lengua
de Señas Mexicana y la cultura de los sordos;

VI. Establecer la capacitación de recursos humanos, el
uso de materiales y tecnología con la finalidad de lograr
su integración en las actividades culturales;

VII. Fomentar la elaboración de materiales de lectura,
inclusive en sistema Braille u otros formatos accesi-
bles; y

VIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 27. La Secretaría de Turismo promoverá el dere-
cho de las personas con discapacidad para acceder a los
servicios turísticos, recreativos o de esparcimiento. Para ta-
les efectos, realizará las siguientes acciones:

I. Establecer programas y normas a fin de que la in-
fraestructura destinada a brindar servicios turísticos en
el territorio nacional cuente con facilidades de accesibi-
lidad universal;

II. Establecer programas para la promoción turística de
las personas con discapacidad; y

III. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Capítulo IX
Acceso a la Justicia

Artículo 28. Las personas con discapacidad tendrán dere-
cho a recibir un trato digno y apropiado en los procedi-
mientos administrativos y judiciales en que sean parte, así
como asesoría y representación jurídica en forma gratuita
en dichos procedimientos, bajo los términos que establez-
can las leyes respectivas.

Artículo 29. Las instituciones de administración e imparti-
ción de justicia contarán con peritos especializados en las
diversas discapacidades, apoyo de intérpretes de Lengua de
Señas Mexicana, así como la emisión de documentos en
Sistema de escritura Braille.

Artículo 30. Las instituciones de administración e imparti-
ción de justicia implementarán programas de capacitación
y sensibilización dirigidos a su personal, sobre la atención
a las personas con discapacidad.

Artículo 31. El Poder Ejecutivo Federal y los Gobiernos
de las Entidades Federativas, en coordinación con el Con-
sejo, promoverán que las instancias de administración e
impartición de justicia, cuenten con la disponibilidad de los
recursos para la comunicación, ayudas técnicas y humanas
necesarias para la atención de las personas con discapaci-
dad en sus respectivas jurisdicciones.

Capítulo X
Libertad de Expresión, Opinión 

y Acceso a la Información

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la libertad de expresión y opinión; incluida la libertad de
recabar, recibir y facilitar información mediante cualquier
forma de comunicación que les facilite una participación e
integración en igualdad de condiciones que el resto de la
población. Para tales efectos, las autoridades competentes
establecerán entre otras, las siguientes medidas:

I. Facilitar de manera oportuna y sin costo adicional, la
información dirigida al público en general, en formatos
accesibles y con las tecnologías adecuadas a los dife-
rentes tipos de discapacidad; 

II. Promover la utilización de la Lengua de Señas Mexi-
cana, el Sistema Braille, y otros modos, medios y for-
matos de comunicación, así como el acceso a los nuevos
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sistemas y tecnologías de la información y las comuni-
caciones, incluido Internet;

III. Las instituciones a cargo de servicios y programas
sociales en materia de discapacidad proporcionarán la
información y la asesoría requerida para favorecer su
desarrollo e integración social; y

IV. Los medios de comunicación y las instituciones del
sector privado que prestan servicios y suministran in-
formación al público en general, la proporcionarán en
formatos accesibles y de fácil comprensión a las perso-
nas con discapacidad.

Capítulo XI
Lineamientos del Programa Nacional 

para el Desarrollo y la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad

Artículo 33. El Gobierno Federal, los Gobiernos de las En-
tidades Federativas y de los Municipios, en el ámbito de
sus respectivas competencias y en coordinación con el
Consejo, participarán en la elaboración y ejecución del
Programa, debiendo observar las responsabilidades y obli-
gaciones con relación a las personas con discapacidad es-
tablecidas en la presente Ley.

Artículo 34. El Programa deberá cumplir con los siguien-
tes lineamientos generales:

I. Se deberá elaborar, revisar, modificar o ratificar y pu-
blicar en el Diario Oficial de la Federación en el primer
trimestre del año y para su mayor difusión será publica-
do en las Gacetas o Periódicos Oficiales de las Entida-
des Federativas;

II. Elaborar el Programa con base en los lineamientos
establecidos por la Convención sobre los Derechos de
las Personas con Discapacidad y esta Ley;

III. Establecer con claridad la política pública, metas y
objetivos en materia de discapacidad en los tres niveles
de gobierno;

IV. Cumplir con la normatividad vigente para la elabo-
ración de programas, supervisión, rendición de cuentas
y mecanismos de transparencia; y

V. Incluir lineamientos e indicadores de las políticas pú-
blicas, estadística, presupuestos, impacto social y todos

aquellos que se estimen necesarios para una correcta y
eficiente aplicación.

Capítulo XII
Sistema Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad

Artículo 35. Las dependencias y entidades del Gobierno
Federal, los Gobiernos de las Entidades Federativas y de
los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, así como, las personas físicas o morales de los secto-
res social y privado que presten servicios a las personas
con discapacidad, en coordinación con la Secretaría de Sa-
lud, constituyen el Sistema Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Artículo 36. El Sistema tiene como objeto la coordinación
y seguimiento continuo de los programas, acciones y me-
canismos interinstitucionales públicos y privados, que per-
mitan la ejecución de las políticas públicas para el desarro-
llo y la inclusión de las personas con discapacidad.

Artículo 37. El Sistema tendrá los siguientes objetivos:

I. Difundir los derechos de las personas con discapaci-
dad;

II. Promover convenios de colaboración y coordinación
entre las instancias públicas y privadas nacionales e in-
ternacionales para el cumplimiento de la presente Ley;

III. Fortalecer los mecanismos de corresponsabilidad,
solidaridad y subsidiariedad a favor de las personas con
discapacidad;

IV. Impulsar programas y acciones para generar condi-
ciones de igualdad y de equiparación de oportunidades
para las personas con discapacidad;

V. Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad
civil acciones dirigidas a mejorar la condición social de
la población con discapacidad;

VI. Promover que en las políticas, programas o accio-
nes, se impulse la toma de conciencia respecto de las
capacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aporta-
ciones de las personas con discapacidad en todos los
ámbitos;
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VII. Prestar servicios de atención a las personas con dis-
capacidad con fundamento en los principios estableci-
dos en la presente Ley.

Título Tercero
Consejo Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad

Capítulo I
Denominación, objeto, domicilio 

y patrimonio

Artículo 38. Se crea el Consejo Nacional para el Desarro-
llo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad como
un organismo público descentralizado, con personalidad
jurídica y patrimonio propios, que para el cumplimiento de
sus atribuciones gozará de autonomía técnica y de gestión
para formular políticas, acciones, estrategias y programas
derivados de ésta Ley.

Artículo 39. El Consejo tiene por objeto el establecimien-
to de la política pública para las personas con discapacidad,
mediante la coordinación institucional e interinstitucional;
así como promover, fomentar y evaluar la participación del
sector público y el sector privado, en las acciones, estrate-
gias, políticas públicas y programas derivados de la pre-
sente Ley y demás ordenamientos.

Artículo 40. El domicilio del Consejo será la Ciudad de
México, Distrito Federal y podrá contar con las unidades
administrativas necesarias para el cumplimiento de sus
atribuciones.

Artículo 41. El patrimonio del Consejo se integrará con:

I. Los recursos que le asigne la Cámara de Diputados en
el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejer-
cicio Fiscal correspondiente;

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asigna-
dos;

III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título lí-
cito; y

IV. Las aportaciones, donaciones, legados y demás libe-
ralidades que reciba de personas físicas y morales.

Capítulo II
Atribuciones

Artículo 42. Para el cumplimiento de la presente Ley, el
Consejo tendrá las siguientes atribuciones:

I. Coordinar y elaborar el Programa Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad;

II. Enviar el Programa a las Cámaras del Congreso de la
Unión para su conocimiento;

III. Promover el goce y ejercicio pleno de los derechos
de las personas con discapacidad, así como hacer de su
conocimiento los canales institucionales para hacerlos
exigibles ante la autoridad competente;

IV. Promover la accesibilidad en la infraestructura físi-
ca de instalaciones públicas y los recursos técnicos, ma-
teriales y humanos necesarios para la atención segura y
accesible de la población con discapacidad;

V. Promover la elaboración, publicación y difusión de
estudios, investigaciones, obras y materiales sobre el
desarrollo e inclusión social, económico, político y cul-
tural de las personas con discapacidad;

VI. Promover y fomentar la cultura de la dignidad y res-
peto de las personas con discapacidad, a través de pro-
gramas y campañas de sensibilización y concientiza-
ción.

VII. Solicitar información a las instituciones públicas,
sociales y privadas que le permitan el cumplimiento de
las atribuciones que le confiere la presente Ley;

VIII. Promover la firma, ratificación y cumplimiento de
instrumentos internacionales o regionales en materia de
discapacidad;

IX. Difundir y dar seguimiento al cumplimiento de las
obligaciones contraídas con gobiernos e instituciones de
otros países así como con organismos internacionales
relacionados con la discapacidad;

X. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos
públicos y privados, nacionales e internacionales, para
el desarrollo de proyectos que beneficien a las personas
con discapacidad;
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XI. Suscribir convenios con el sector gubernamental y
los sectores productivos y empresariales, para que se
otorguen descuentos, facilidades económicas o adminis-
trativas en la adquisición de bienes y servicios públicos
o privados, a las personas con discapacidad o sus fami-
lias;

XII. Promover la armonización de Leyes y Reglamentos
a nivel federal, estatal o municipal, respecto de las dis-
posiciones establecidas en la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad;

XIII. Promover la creación y aplicación de Normas Ofi-
ciales Mexicanas en materia de discapacidad;

XIV. Elaborar, presentar y difundir anualmente el infor-
me de avances y resultados del Programa;

XV. Presentar un informe anual de actividades;

XVI. Coadyuvar con la Secretaria de Relaciones Exte-
riores en la elaboración de los informes que el Estado
Mexicano presentará ante los organismos internaciona-
les, sobre la aplicación y cumplimiento de los instru-
mentos internacionales en materia de discapacidad.

XVII. Las demás que se establezcan en esta Ley, su Re-
glamento, Estatuto Orgánico del Consejo y demás dis-
posiciones aplicables.

Capítulo III
Órganos de Administración

Artículo 43. La Administración del Consejo corresponde
a:

I. La Junta de Gobierno; y

II. El Director General.

Artículo 44. La Junta de Gobierno del Consejo estará inte-
grada por diez representantes del Poder Ejecutivo Federal
y cinco representantes de la Asamblea Consultiva.

Los representantes del Poder Ejecutivo Federal serán los ti-
tulares de las siguientes dependencias:

I. Secretaría de Salud;

II. Secretaría de Desarrollo Social;

III. Secretaría de Educación Pública;

IV. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

V. Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

VI. Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

VII. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia;

VIII. Consejo Nacional para Prevenir la Discrimina-
ción;

IX. Comisión Nacional de Derechos Humanos; y

X. Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte;

Los integrantes designados por la Asamblea Consultiva du-
rarán en su encargo tres años, pudiendo ser ratificados por
otro periodo igual. Este cargo tendrá el carácter de honorí-
fico.

El Director General del Consejo participará con voz pero
sin derecho a voto.

Asimismo, serán invitados permanentes a la Junta de Go-
bierno con derecho a voz, pero no a voto, un representante
de cada uno de los siguientes órganos públicos: Secretaría
de Turismo, Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía.

Artículo 45. La Junta de Gobierno será presidida por el Ti-
tular de la Secretaría de Salud. Los integrantes propietarios
contarán con suplentes, quienes deberán tener un nivel mí-
nimo de Subsecretario o Director General o su equivalen-
te. Los integrantes propietarios o suplentes, en el ejercicio
de sus funciones contarán con derecho a voz y voto.

Artículo 46. La Junta de Gobierno con la aprobación de la
mayoría de sus asistentes, podrá convocar a otras depen-
dencias o entidades públicas federales, estatales o munici-
pales, así como a otros organismos privados o sociales, los
que tendrán solo derecho a voz en la sesión o sesiones co-
rrespondientes, para tratar asuntos de su competencia.

Artículo 47. La Junta de Gobierno tendrá, además de aque-
llas que establece el artículo 58 de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales, las siguientes atribuciones:
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I. Aprobar el Estatuto Orgánico del Consejo, con base
en la propuesta que presente el Director General del
Consejo;

II. Establecer las políticas generales para la conducción
del Consejo con apego a este Ley, Estatuto Orgánico, al
Programa y a los demás ordenamientos que regulen su
funcionamiento;

III. Aprobar los planes de labores, presupuestos, infor-
mes de actividades y estados financieros anuales.

IV. Aprobar el Estatuto Orgánico, la Organización Ge-
neral del Consejo y los Manuales de procedimientos 

V. Nombrar y remover, a propuesta del Director Gene-
ral del Consejo a los servidores públicos de éste que
ocupen cargos en las dos jerarquías administrativas in-
feriores a la de aquél;

VI. Expedir y publicar el informe anual de la Junta, y

VII. Las demás que le confieran éste y otros ordena-
mientos aplicables.

Artículo 48. La Junta de Gobierno sesionará válidamente
cuando en la sesión estén presentes más de la mitad de los
miembros.

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros
presentes y en caso de empate, el Presidente tendrá voto de
calidad.

Las sesiones que celebre la Junta de Gobierno serán ordi-
narias y extraordinarias; las ordinarias se llevarán a cabo
por lo menos cada tres meses, y las extraordinarias se cele-
brarán cuando lo convoque el Presidente de la Junta.

Artículo 49. El Director General será designado por el Pre-
sidente de la República, debiendo recaer tal nombramiento
en persona que reúna los siguientes requisitos:

I. Ser Ciudadano Mexicano por nacimiento que no adquie-
ra otra nacionalidad y estar en pleno goce y ejercicio de sus
derechos civiles y políticos;

II. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio, cu-
yo ejercicio requiera conocimientos, experiencia en mate-
ria administrativa y en materia de discapacidad; y

III. No encontrarse en alguno de los impedimentos que pa-
ra ser miembro del Órgano de Gobierno señalan las frac-
ciones II, III, IV y V del artículo 19 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales.

Artículo 50. El Director General del Consejo tendrá, ade-
más de aquellas que establece el artículo 59 de la Ley Fede-
ral de las Entidades Paraestatales, las siguientes facultades:

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y eva-
luar el funcionamiento del Consejo, con sujeción a las
disposiciones aplicables;

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno
el proyecto del Programa;

III. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el
informe anual de actividades y el informe sobre el ejer-
cicio presupuestal;

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones del
Consejo y de la Junta de Gobierno, así como supervisar
su cumplimiento por parte de las unidades administrati-
vas competentes del Consejo;

V. Elaborar el informe anual de actividades, así como el
ejercicio presupuestal, éste último previa opinión de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

VI. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el
proyecto del Estatuto Orgánico;

VII. Nombrar a los servidores públicos del Consejo, a
excepción de aquellos que ocupen los dos niveles jerár-
quicos inferiores inmediatos al titular ;

VIII. Ejercer la representación legal del Consejo, así co-
mo delegarla cuando no exista prohibición expresa para
ello;

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos
nacionales e internacionales para el desarrollo de las
atribuciones del Consejo, de conformidad con las nor-
mas aplicables;

X. Proponer a la Junta de Gobierno el tabulador salarial
del Consejo; y

XI. Las demás que le confieran éste u otros ordena-
mientos.
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Capítulo IV
Asamblea Consultiva

Artículo 51. La Asamblea Consultiva es un órgano de ase-
soría y consulta del Consejo Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, de
participación ciudadana, conformación plural y carácter
honorífico, que tendrá por objeto analizar y proponer pro-
gramas y acciones que inciden en el cumplimiento del Pro-
grama.

Artículo 52. La Asamblea Consultiva tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Atender las consultas y formular las opiniones que les
sean solicitadas por la Junta de Gobierno o por el Di-
rector General del Consejo;

II. Emitir opiniones y formular propuestas sobre la apli-
cación y orientación de la Política Pública para el Des-
arrollo y la Inclusión de las personas con discapacidad;

III. Impulsar la participación ciudadana y de las organi-
zaciones de y para personas con discapacidad en el se-
guimiento, operación y evaluación del Programa;

IV. Apoyar al Consejo en la promoción y cumplimiento
del Programa;

V. Proponer al Consejo los temas que por su importan-
cia ameriten ser sometidos a consulta pública;

VI. Promover y propiciar la colaboración de organismos
públicos y privados, nacionales y extranjeros en el desa-
rrollo e inclusión de las personas con discapacidad;

VII. Promover la realización de estudios e investigacio-
nes en la materia;

VIII. Recomendar la realización de auditorías a progra-
mas prioritarios cuando existan causas que lo ameriten;

IX. Promover la celebración de convenios con depen-
dencias del Ejecutivo Federal, entidades federativas,
municipios y organizaciones, para la instrumentación de
los programas relacionados con el desarrollo y la inclu-
sión social de las personas con discapacidad;

X. Informar a la opinión pública sobre los aspectos de
interés general relativos al Programa;

XI. Integrar las comisiones y grupos de trabajo que se-
an necesarios para el ejercicio de sus atribuciones;

XII. Nombrar a cinco personas, propietarios y suplentes,
que formarán parte de la Junta de Gobierno;

XIII. Las demás que dispongan otros ordenamientos.

Artículo 53. La Asamblea Consultiva estará integrada por:

I. Un representante electo por las organizaciones de y
para personas con discapacidad, de cada una de las En-
tidades Federativas;

II. Cinco personas entre expertos, académicos o investi-
gadores electos por convocatoria pública realizada en
los términos previstos en el Estatuto Orgánico;

III. Cinco representantes de organizaciones nacionales
de y para personas con discapacidad, electos por un co-
mité que tomará en consideración las diferentes disca-
pacidades y el género que estará integrado por el Direc-
tor General del Consejo, los Presidentes de las
Comisiones de Atención a Grupos Vulnerables de am-
bas Cámaras del Congreso de la Unión y el Presidente
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

La Asamblea será presidida por un representante electo de
entre sus miembros.

Artículo 54. Los integrantes de la Asamblea Consultiva,
cuyo cargo tendrá el carácter de honorífico, durarán en su
cargo tres años y podrán ser ratificados por un periodo
igual, en términos de lo dispuesto en el Estatuto Orgánico.

Artículo 55. Las bases de funcionamiento y organización
de la Asamblea Consultiva se establecerán en el Estatuto
Orgánico del Consejo.

Artículo 56. La Asamblea Consultiva podrá recibir la co-
laboración de otras dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, de los Gobiernos Estatales y
Municipales, de organizaciones civiles y de particulares.

Capítulo V
Órganos de Vigilancia

Artículo 57. El Consejo contará con una contraloría, órga-
no interno de control al frente de la cual estará la persona
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designada en los términos de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

Artículo 58. Corresponderá a la Secretaría de la Función
Pública el ejercicio de las atribuciones que en materia de
control, inspección, vigilancia y evaluación le confieren la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, sin
perjuicio de las facultades que corresponden a la Auditoría
Superior de la Federación. El órgano de vigilancia del Con-
sejo estará integrado por un Comisario Público propietario
y un suplente, designado por la Secretaría de la Función
Pública, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con las
disposiciones legales aplicables.

Capítulo VI
Régimen de Trabajo

Artículo 59. Las relaciones de trabajo del Consejo y su
personal se regirán por la Ley Federal del Trabajo, regla-
mentaria del apartado “B” del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Título Cuarto

Capítulo I
Responsabilidades y Sanciones

Artículo 60. El incumplimiento de los preceptos estableci-
dos por esta Ley será sancionado conforme lo prevé la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos, la Ley Federal de Responsabilidades de
los Servidores Públicos y demás ordenamientos aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se abroga la Ley General de las Personas con
Discapacidad publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 10 de junio de 2005 y se derogan todas aquellas
disposiciones que se opongan al presente decreto.

Tercero. El Titular del Ejecutivo Federal convocará e ins-
talará el Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
de las Personas con Discapacidad dentro de los treinta días
siguientes al inicio de la vigencia de la presente Ley.

Cuarto. El Poder Ejecutivo Federal expedirá el Reglamen-
to de esta Ley en un plazo de ciento ochenta días contados
a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

Quinto. Los recursos financieros, materiales y humanos
para el establecimiento y funcionamiento del organismo
que se crea en el presente decreto, serán aquellos con los
que cuenta actualmente el Secretariado Técnico del Conse-
jo Nacional para las Personas con Discapacidad.

Sexto. Con el objeto de instalar el Consejo, la Junta de Go-
bierno y la Asamblea Consultiva, las personas con disca-
pacidad a que se refiere la fracción I del artículo 53 serán
designados por los Titulares del Poder Ejecutivo de las En-
tidades Federativas por única vez y durarán en su encargo
hasta seis meses.

Los representantes a que se refieren las fracciones II y III
del artículo 53 de la presente Ley, serán propuestos por el
Director General por única vez y durarán en su encargo
hasta seis meses.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 9 de diciembre de 2010.

Por la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Yo-
landa de la Torre Valdez (rúbrica), presidenta; Delia Guerrero Corona-
do (rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Daniela Nadal Riquel-
me (rúbrica), Carlos Bello Otero (rúbrica), Yolanda del Carmen
Montalvo López (rúbrica), María Joann Novoa Mossberger (rúbrica),
Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica), secretarios; Velia Idalia Aguilar
Armendáriz, Pedro Ávila Nevárez, Bélgica Nabil Carmona Cabrera,
Hilda Ceballos Llerenas (rúbrica), Olga Luz Espinosa Morales (rúbri-
ca), Laura Felícitas García Dávila (rúbrica), Inocencio Ibarra Piña (rú-
brica), Blanca Estela Jiménez Hernández (rúbrica), Margarita Liborio
Arrazola (rúbrica), Ilich Augusto Lozano Herrera (rúbrica), Rosalina
Mazari Espín (rúbrica), Nely Edith Miranda Herrera (rúbrica), Rosario
Ortiz Yeladaqui (rúbrica), Ana Elia Paredes Arciga, María Isabel Pérez
Santos (rúbrica), Caritina Sáénz Vargas (rúbrica), Laura Margarita
Suárez González (rúbrica), María Sandra Ugalde Basaldúa (rúbrica),
Guadalupe Valenzuela Cabrales (rúbrica).»

Es de primera lectura.

Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados382



LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
El siguiente punto del orden del día es la discusión del dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma el artículo 27
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas. 

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría en votación económica si
se le dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la
asamblea, en votación económica, si se le dispensa la lec-
tura. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. 

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 27 de la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas

La Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, LXI Legislatu-
ra, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, así como en
los artículos 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta
soberanía el presente proyecto de dictamen bajo los si-
guientes

Antecedentes

Con fecha 10 de diciembre de 2009, en sesión celebrada en
misma fecha por la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, se dio cuenta del oficio número
DGPL-1P1A.-3201, expedido por la Cámara de Senadores,
con fecha 8 de diciembre de 2009, mediante el cual remite
expediente que contiene minuta proyecto de decreto, por el
que se reforma el artículo 27 de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

La Presidencia de la Mesa Directiva, dictó en misma fecha
el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Defensa
Nacional”.

Valoración de la minuta

En su exposición de motivos, el texto de la minuta estable-
ce que:

• La reforma planteada al artículo 27 de la Ley del ISS-
FAM, implica un beneficio y un reconocimiento a la ca-
rrera de los militares con mayor antigüedad en las Fuer-
zas Armadas.

• Asimismo, esta reforma brinda mayor precisión, y ga-
rantiza mejores condiciones de equidad en el cómputo
correspondiente para determinar los ascensos y el cál-
culo del beneficio económico que corresponde a los mi-
litares que por resolución definitiva pasen a situación de
retiro.

• De igual manera, la referida reforma es legal y técni-
camente procedente, toda vez que incorpora los rangos
de 35 y 40 o más años de servicio, con una reducción a
la antigüedad requerida en el grado, de 4 y 3 años res-
pectivamente, lo cual significa una reducción para obte-
ner los beneficios del retiro.

• La reforma en estudio es congruente con las reformas
publicadas el 20 de noviembre de 2008, y que están
orientadas a beneficiar a los militares con más de 30
años de servicios, como un reconocimiento a la carrera
de largo plazo de los hombres y mujeres que conforman
las Fuerzas Armadas Mexicanas. 

• La Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y
Fuerza Aérea Mexicanos y la Ley de Ascensos de la Ar-
mada de México, regulan de manera ordenada y siste-
mática los ascensos, a partir de circunstancias propias
del servicio militar de carrera, entre éstas: el tiempo de
servicio, la antigüedad en el grado, la buena conducta
militar y civil, la aprobación de cursos de formación, ca-
pacitación, de perfeccionamiento o superiores, la apti-
tud profesional y la capacidad física; por lo que la re-
forma al artículo 25 de la ley en análisis no se considera
viable, toda vez que su sentido afecta la escala jerárqui-
ca establecida.
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Consideraciones

Las Fuerzas Armadas constituyen una organización espe-
cializada, en relación a su misión, estructura, preparación y
funcionamiento; y en el caso que nos ocupa, estamos hon-
rando méritos y competencia profesional, capacidades, ap-
titudes y lealtad al instituto armado por parte de sus miem-
bros, especialmente de los que están próximos a retirarse.

El presente dictamen busca reconocer el mérito personal y
profesional, sustentando en la sensatez y la razón, una bri-
llante carrera militar.

Somos respetuosos de la legislación militar vigente, más en
un sistema democrático las leyes pueden y deben refor-
marse por medio de alegatos convincentes, y con ello res-
ponder con objetividad al presente, a las condiciones de
una sociedad siempre en constante cambio.

Mérito, aptitud y competencia profesionales, aspectos que
son tomados en cuenta durante la carrera militar, por lo que
debemos asumir que sólo los mejores pueden alcanzar más
de 35 y 40 años de servicio.

Coincidimos en que culminar una carrera militar de déca-
das, debe contar con un lapso de tiempo, que permita la in-
serción de manera digna en el ámbito civil. 

El reconocimiento al mérito profesional, fortalece a toda
sociedad en cualquier ámbito, el talento no sobra, por lo
que cuando se cuenta con él debe arroparse; y no desperdi-
ciar conocimiento y experiencia en perjuicio del bien co-
mún. Sin duda alguna, la experiencia profesional de las
personas, es sumamente necesaria en el ejercicio de go-
bierno.

Si como legisladores estamos a favor del profesionalismo
de los servidores públicos, actuemos acorde con ello, y en
el caso que nos ocupa, estaremos precisamente promovien-
do la profesionalización; ya que ésta ya existe en los he-
chos por medio de los militares, que presentan una gran
capacidad laboral, y la cual es utilizada a favor del bien co-
mún.

En distinto orden de ideas, no omitamos que al ser la espe-
ranza de vida en México hoy día de 75 años, la mayoría de
nosotros al alcanzarla, no nos consideraremos incapaces
para realizar trabajo físico, y mucho menos intelectual.

Razones objetivas para avalar el no permanecer en el acti-
vo dentro de las Fuerzas Armadas existen, si atendemos a
la legislación y lógica castrense, pero el presente dictamen
se sustenta en razones de mérito profesional, tan necesario
en nuestras sociedades modernas.

Consideramos que contar con más de 35 o 40 años de ser-
vicios dentro de las Fuerzas Armadas, requiere de excelen-
tes y adecuadas condiciones de rendimiento laboral, tanto
física como intelectualmente; por lo que éste esfuerzo de-
be ser reconocido en su justa medida.

Así entonces, coincidimos en el hecho de que se debe apro-
vechar la experiencia y conocimientos que aportan los mi-
litares de más de 60 años. Sobre el particular, y tomando en
cuenta que en 1790 y en 1917, la esperanza de vida en Mé-
xico era de 50 y 35 años respectivamente, podemos men-
cionar que:

Don Miguel Hidalgo y Costilla, considerado el padre de la
patria, el 16 de septiembre de 1810, a los 57 años, lanzó el
llamado “Grito de Dolores”, iniciando con ello el movi-
miento de Independencia de México.

Más tarde, don Venustiano Carranza, primer jefe del Ejér-
cito Constitucionalista, a los 58 años, convocó un Congre-
so Constituyente que elaboró la nueva Constitución de
1917, hoy vigente, y que le eligió como presidente consti-
tucional.

El dictamen que hoy presentamos a su consideración revis-
te una particular importancia para nuestra acción legislati-
va, ya que por medio del mismo se beneficiara a los miem-
bros de las Fuerzas Armadas Mexicanas, con más de 35 y
40 años de servicio, quienes día a día cumplen con sus res-
ponsabilidades, alentados por una clara voluntad de servi-
cio y un probado sentido de Estado. Se reconocerá a los mi-
litares que han entregado su vida al servicio y defensa de
los intereses de México y de los mexicanos.

El fin último de toda política pública es elevar la calidad de
vida de todos los miembros de la sociedad, y con la apro-
bación del dictamen de mérito, éste objetivo se alcanza, al
mejorar las expectativas futuras de los militares que en su
momento pasarán a situación de retiro.

Las mujeres y hombres que forman parte de las Fuerzas Ar-
madas, procuran el orden constitucional del Estado mexi-
cano, mediante la defensa exterior y coadyuvando en la se-
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guridad interior del país. El sacrificio y heroísmo del insti-
tuto armado, enaltece el nombre de México en todo mo-
mento y donde sea necesario, siendo ello fruto de la disci-
plina que existe a su interior. 

La especial confianza que el Estado ha depositado en sus
Fuerzas Armadas, ha sido valorada en el quehacer cotidia-
no, aplicando un sentido del deber, de la entrega y de la res-
ponsabilidad por parte de cada uno de sus miembros.

La reforma propuesta, es entonces un justo reconocimien-
to a la persistencia, lealtad y vocación de servicio por par-
te de los miembros de las Fuerzas Armadas, en el entendi-
do de que nunca es tarde para hacer lo correcto.

Consideramos que la reforma se plantea en forma secuen-
cial y lógica, guardando el equilibrio con el tiempo de ser-
vicios prestados a las Fuerzas Armadas Mexicanas.

Como legisladores, hemos demostrado tener la capacidad
para entendernos, para encontrar un sano equilibrio en
nuestras decisiones, para dar respuestas firmes a las nece-
sidades de la sociedad, y para aspirar a metas cada vez más
importantes para la utilidad común.

Es por ello que el alto espíritu de entrega, la permanente
vocación de servicio y la probada capacidad de sacrifico de
nuestras Fuerzas Armadas, merecen el más pleno reconoci-
miento de la sociedad a la que sirven, y a la que cada uno
de nosotros representa.

La aprobación del presente dictamen, hará eco de los inte-
reses profesionales, económicos y sociales de los militares
que pasan a situación de retiro, y quienes ya han cumplido
con creces con la patria.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y para los efec-
tos de la fracción A) del artículo 72 constitucional, la Co-
misión de Defensa Nacional somete a consideración de es-
ta Soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 27 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas.

Artículo Único. Se reforma el artículo 27 de la Ley del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas, para quedar como sigue

Artículo 27. Los militares que por resolución definitiva
pasen a situación de retiro, ascenderán al grado inmediato
únicamente para ese fin y para el cálculo del beneficio eco-
nómico correspondiente, considerando los años de servi-
cios en relación con el tiempo en el grado, de acuerdo con
la tabla siguiente

Años de servicios Años en el grado
20 10
22 9
24 8
26 7
28 6
30 5
35 4
40 o más 3

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor, al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 22 de abril de 2010.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Ardelio Vargas Fosa-
do (rúbrica), presidente; Roberto Armando Albores Gleason (rúbrica),
Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos
(rúbrica), Bernardo Margarito Téllez Juárez (rúbrica), Pablo Escudero
Morales (rúbrica), Armando Meza Castro, secretarios; Víctor Humber-
to Benítez Treviño, Manuel Cadena Morales, Luis Carlos Campos Vi-
llegas (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rúbrica), Rogelio Cerda Pé-
rez, Jorge Franco Vargas, Rubén Ignacio Moreira Valdez, Francisco
Alejandro Moreno Merino (rúbrica), Heliodoro Carlos Díaz Escárraga
(rúbrica), Miguel Ángel Terrón Mendoza (rúbrica), Canek Vázquez
Góngora (rúbrica), Jesús Ramírez Rangel, Sergio Arturo Torres Santos
(rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas, Adriana Fuentes Cortés, Ser-
gio Gama Dufour (rúbrica), Pablo Rodríguez Regordosa, Lorena Co-
rona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Carlos Torres Piña
(rúbrica), Esthela Damián Peralta, Elsa María Martínez Peña.»

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Por tanto, está a discusión en lo general y en lo particular
el proyecto de decreto. Y registro al diputado don Miguel
Álvarez Santamaría, del PRI, en pro. Y le pregunto al di-
putado Cárdenas en qué sentido lo inscribo.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): En contra.
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Y
al diputado Cárdenas en contra, al diputado Fernández
Noroña también en contra. 

Diputado Cárdenas, por tanto, tiene usted el uso de la pala-
bra.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Buenos días, compañeras diputadas, compañe-
ros diputados, este dictamen tiende, como en otras ocasio-
nes, a favorecer a las Fuerzas Armadas de nuestro país.

El dictamen en síntesis implica una reforma al artículo 27
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas e implica beneficiar a los militares
que, por resolución definitiva, pasen a situación de retiro
para que asciendan al grado inmediato, únicamente para
ese fin y para el cálculo del beneficio económico corres-
pondiente, considerando los años de servicio en relación
con el tiempo, el grado, de acuerdo con una tabla que el
dictamen contiene.

En este sexenio principalmente las Fuerzas Armadas de es-
te país han recibido innumerables beneficios salariales, de
prestaciones, por parte del gobierno federal, por parte del
Congreso de la Unión.

Son Fuerzas Armadas que como se ha desprendido de los
cables que ha hecho público WikiLeaks, son Fuerzas Ar-
madas de acuerdo también a la inteligencia norteamericana
y a los cables que la embajada de los Estados Unidos ha re-
mitido al departamento de Estado, no han sabido cumplir
satisfactoriamente su labor como garantes de la seguridad
pública que, por otro lado, es una atribución que constitu-
cionalmente no les corresponde.

Como hemos denunciado en esta tribuna distintos legisla-
dores de grupos parlamentarios diversos, las Fuerzas Ar-
madas en este país no tienen competencia constitucional
para desempeñar atribuciones en materia de seguridad pú-
blica y es por esas funciones de la seguridad pública que
este gobierno, que este sexenio ha beneficiado por estos
motivos, a las Fuerzas Armadas de este país.

A mí me parece indebido que las Fuerzas Armadas en Mé-
xico sean beneficiadas con privilegios, con beneficios eco-
nómicos, por prestar atribuciones y competencias que
constitucionalmente no les corresponden, y también me pa-
rece indebido que las Fuerzas Armadas en México tengan
una situación de privilegio frente a otros servidores públi-

cos del país, eso violenta el principio de igualdad en las re-
tribuciones con el resto de los servidores públicos federa-
les del país.

Por esos motivos yo no puedo acompañar este dictamen,
no puedo acompañarlo porque las Fuerzas Armadas están
en encomiendas que constitucionalmente no les correspon-
den y por eso son privilegiados por las comisiones que han
elaborado el dictamen y por el gobierno federal y no pue-
do aceptar este dictamen que privilegia a unos servidores
públicos con beneficios que otros servidores públicos no
poseen o no gozan por el ejercicio de sus funciones.

Por lo anteriormente expuesto no aceptaré, no votaré a fa-
vor de este dictamen que me parece un privilegio excesivo
y anticonstitucional para las Fuerzas Armadas de este país.
Por su atención, compañeras diputadas, compañeros dipu-
tados, muchas gracias.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Tiene la palabra el diputado Miguel Álvarez Santamaría.
Se le concede, a solicitud al diputado Álvarez Santamaría,
flexibilidad al final de su intervención.

El diputado Miguel Álvarez Santamaría: Con su permi-
so, señor diputado presidente.

México en la actualidad enfrenta una problemática compli-
cada de superar. El país mantiene una lucha articulada en
contra de la delincuencia organizada, la cual amenaza de
manera considerable el mantenimiento del orden público y
la seguridad interior de la nación.

Al respecto nuestras Fuerzas Armadas han emprendido ac-
ciones contundentes en la materia con base principalmente
en el gran esfuerzo de sus hombres y mujeres, quienes de
manera patriótica la enfrentan.

En gran medida el espíritu de sacrificio demostrado por el
personal militar, se debe a la vocación de servicio a México
y los valores inculcados por la institución a sus hombres,
buscando siempre el fortalecimiento del factor humano.

El sacrificio y heroísmo de las Fuerzas Armadas enaltece el
nombre de México en todo momento y donde sea necesa-
rio, siendo ello el fruto de la disciplina que existe en su in-
terior.

En este orden de ideas, el presente dictamen busca recono-
cer el mérito personal y profesional, sustentado en la sen-
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satez y la razón de una sacrificada carrera militar. El mili-
tar, como parte de su ruta profesional, busca en todo mo-
mento el ascenso en los diferentes grados de la escala je-
rárquica, basado en la experiencia adquirida por los cargos
ocupados, los años de servicio y las aptitudes físicas, sico-
lógicas y profesionales.

Es por ello que, como mérito a la carrera de las armas, la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas otorga a los militares que así correspon-
da el ascenso al grado inmediato superior para efecto de re-
tiro, estableciendo en su artículo 27 una tabla de rango de
ascensos a partir de los 20 años de servicio, siendo de cin-
co años de antigüedad en el grado cuando se computen más
de 30 años.

Esto significa que un militar con 30 años de servicio podrá
obtener el grado inmediato superior únicamente para efec-
tos de retiro cuando tenga más de cinco años de antigüedad
en el grado y, si no cumple con este tiempo, se retirará con
el grado que ostenta en ese momento.

Por tanto, el espíritu de esta reforma busca acortar los años
de antigüedad en el grado como premio a los militares con
más de 30 años de servicio, justo reconocimiento a la ca-
rrera de largo plazo de los hombres y mujeres que confor-
man las Fuerzas Armadas mexicanas. Sin duda alguna la
experiencia de las personas es sumamente necesaria en el
ejercicio de gobierno. Consideramos que contar con más
de 35 años de servicio dentro de las Fuerzas Armadas re-
quiere de excelentes y adecuadas condiciones de reconoci-
miento tanto laborales como físicas e intelectuales, por lo
que este esfuerzo debe ser reconocido en su justa medida.

El dictamen que hoy presentamos a su consideración revis-
te una particular importancia para nuestra acción legislati-
va, ya que por medio del mismo se reconocerá a los miem-
bros de las Fuerzas Armadas con más de 35 años de
servicio que en el día a día cumplen con sus responsabili-
dades alentados por una clara voluntad de servicio y un
probado sentimiento de Estado, quienes han entregado su
vida al servicio y defensa de los intereses de México y de
los mexicanos.

El fin último de toda política pública es elevar la calidad de
vida de todos los miembros de la sociedad, y con la apro-
bación del dictamen de mérito este objetivo se alcanza al
mejorar las expectativas futuras de los militares que en su
momento pasarán a situación de retiro.

Fuimos cuidadosos con la presente reforma, la cual se es-
tructuró en forma secuencial y lógica, guardando el equili-
brio con el tiempo de servicios prestados en las Fuerzas Ar-
madas.

En resumen, con la aprobación del presente dictamen se
hará eco en la moral de los miembros de las Fuerzas Ar-
madas mexicanas a quienes esta Cámara de Diputados les
dará un merecido reconocimiento, a los militares que pasan
a situación de retiro, con 35 y 40 años o más de servicio,
quienes ya han cumplido con creces con la patria. Es cuan-
to, señor presidente.

El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín:
Gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado Fer-
nández Noroña.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Compañeros diputados y compañeras diputadas, el esque-
ma es a favor o en contra, así es, y yo tengo cuestiona-
mientos. No puedo estar en contra —tengo que aclararlo—
de que mejoren las condiciones laborales de nadie en este
país, sean soldados, sea la Marina, sea quien sea.

De lo que estoy en contra es de la hipocresía y de la fac-
ciosidad, que no de buena fe mi compañero Enrique Ibarra
votó a favor y él va a argumentar las razones, porque sí hay
beneficios que merece cualquier asalariado. Pero lo que no
puede ser es que nos digan que el Seguro Social está que-
brado, que ya no da, que ya no alcanza para los trabajado-
res de este país y sí le aumenten el salario a los soldados, y
sí les generen mejores prestaciones.

Y además este discurso de que se enrollan en la bandera y
las Fuerzas Armadas son de lo más ideal que hay en el país,
honorables, leales. Espérense tantito, espérense tantito. No
es así. Todo tiene sus matices.

Los civiles asesinados en retenes militares no son actos he-
roicos precisamente y cuando se habla de niños, menos lo
son. Hay impunidad y ahí sí que hay fuero. Pueden asesi-
nar a civiles y no les pasa nada. Pueden hacer lo que quie-
ran y no sucede nada, a pesar de que el fuero militar se
constriñe estrictamente a acciones de las Fuerzas Armadas,
y sin embargo, por la vía de los hechos esta situación no
existe.

Entonces, lo que no puede ser es que, creo que tenemos el
cuarto lugar en generales, en el número de generales, con
poca tropa comparado con el número de generales, que se
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sigan mejorando las condiciones laborales y que esto no
sea parejo para todos los sectores de la población.

Si aquí hubiese un compromiso de esta soberanía de que
vamos a igualar las condiciones contractuales de seguridad
social y laborales de todos los trabajadores del país, junto
con los del Ejército, a mí me parecería correcto, pero no si
sólo se está privilegiando a un sector.

Que, además, Calderón ha estado desgastando y utilizando
en una mal llamada guerra contra el narco. Ha estado aca-
bando con su prestigio, ha estado haciendo que realicen la-
bores de policía que no les corresponden, han estado vio-
lando el marco constitucional, el artículo 16 constitucional,
los derechos de libre tránsito, la instalación de retenes per-
manente, la violación a derechos y garantías constituciona-
les, y encima de ello sigue haciendo este discurso —que es
incorrecto.

Porque, por supuesto que hay gente en el Ejército que se
está jugando la vida, con toda la tentación de los narcos que
les pagan mucho más, pero mucho más de lo que pueda pa-
gar el Estado mexicano, y que les pueden generar condi-
ciones mucho mejores que las que aquí se están plantean-
do, sin duda.

Entonces, yo quiero plantear que mis cuestionamientos van
en este sentido. Mis cuestionamientos van en contra de la
simulación. Mis cuestionamientos van en contra de que ha-
ya hampones como García Luna al frente de la Secretaría
de Seguridad Pública y se le sigan dando recursos. Que ha-
ya gente del Ejército de los más altos niveles vinculados al
narcotráfico, como cada vez hay mayores evidencias y que
se siga haciendo un discurso parejo, como si no pasara na-
da, y que se sigan tomando decisiones.

Que si hay que comprarles nuevos aviones, que si hay no
sé qué, quién sabe qué. Pero las escuelas están para morir-
se, los hospitales públicos están para morirse. Todo lo que
recibe el pueblo está verdaderamente en las ruinas más ab-
solutas y ahí no voltea esta soberanía. Solamente voltea a
donde hay decisiones de interés político, donde hay interés
de quedar bien y no en que se generen condiciones de equi-
dad, de igualdad, de justicia para el país.

Yo, insisto, no estaré en contra de que mejoren las condi-
ciones de seguridad social del Ejército. Sí estoy en contra
de que se esté actuando de esa manera demagógica, de esa
manera parcial, de esa manera sesgada al no considerar
otros aspectos y, reitero, no por nada, quito de esa crítica a

un compañero que yo respeto mucho y que estuvo en ese
dictamen, que es mi compañero Enrique Ibarra Pedroza.
No vengo bajo ninguna circunstancia a descalificar su po-
sición sino a plantear los matices que yo tengo respecto de
este tema.

Muchas gracias por su atención, los que me la hicieron,
compañeros diputados y compañeras diputadas.

Presidencia del diputado 
Amador Monroy Estrada

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted diputado. Tiene el uso de la palabra para hablar
en pro, el diputado Bernardo Téllez Juárez, es del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

El diputado Bernardo Margarito Téllez Juárez: Con su
venia, señor presidente. Compañeras y compañeros legis-
ladores, todas las naciones requieren de ejércitos que los
protejan contra las amenazas que provienen del exterior,
así como de aquellas que ponen en riesgo su vida institu-
cional.

El dictamen que hoy se presenta por parte de la Comisión
de Defensa Nacional tiene como principal objetivo recono-
cer y valorar la loable labor de las tropas que, aun ante los
mayores peligros jamás han perdido su valor, sea cual sea
el enemigo que tenga enfrente. Así, nuestras Fuerzas Ar-
madas siempre son las primeras en exponer su vida por de-
fender a nuestra sociedad, así como a nuestras institucio-
nes.

En el capital humano de nuestras Fuerzas Armadas siempre
existe la firme convicción de defender la integridad, la in-
dependencia y la soberanía de nuestro México. Asimismo,
se encargan de garantizar la seguridad interior, no escati-
man esfuerzos en auxiliar a la población civil en casos
emergentes. También realizan acciones cívicas y obras so-
ciales que tienden al progreso del país, y en caso de desas-
tre prestan ayuda para el mantenimiento del orden, auxilio
de las personas y sus bienes y la reconstrucción de las zo-
nas afectadas.

De igual forma, siempre debemos luchar por contar con
una fuerza armada que tenga la capacidad de responder de
forma rápida, eficaz, con gran capacidad táctica y estraté-
gica, sólida, moral, espíritu de cuerpo, principios discipli-
narios y arraigada vocación de servicio por México.
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Que se nutra de hombres y mujeres de alta calidad que pue-
dan hacer frente en cualquier escenario a las amenazas ex-
ternas e internas que ponen en riesgo la consecución de los
objetivos nacionales. Dan la cara ante el crimen organiza-
do o en el denominado Plan DN3 E, en realizar actividades
de auxilio a la población civil afectada por cualquier tipo
de desastre.

En tal virtud, resulta impostergable aprobar reformas a la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas para que los beneficios que la misma otorga se ajus-
ten a las exigencias de la realidad económica actual, así co-
mo de los grandes retos que los miembros de nuestras
Fuerzas Armadas enfrentan al día de hoy.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, no es po-
sible postergar la aprobación de modificaciones de fondo
tendentes a la actualización de las prestaciones de carácter
social, dejando atrás un rezago en la protección de la segu-
ridad social que se les brinda a las mujeres y a los hombres
integrantes de las Fuerzas Armadas.

El presente dictamen busca reconocer el mérito de una ca-
rrera militar brillante, basada en el profesionalismo, el es-
mero, el honor y el espíritu de servicio. En virtud de eso se
aprueba otorgar un beneficio adicional a todos los miem-
bros de las Fuerzas Armadas que sirvieron al Estado mexi-
cano, con el fin de que se les concede el grado inmediato
superior para efectos de retiro, de manera proporcional al
tiempo de servicios prestados como un  reconocimiento a
la carrera de largo plazo de hombres y mujeres que han
servido a las Fuerzas Armadas.

En ese mismo sentido consideramos que lograr más de 35
o 40 años de servicios dentro de las Fuerzas Armadas es in-
dicador de excelentes y adecuadas condiciones de rendi-
miento laboral, tanto física como intelectualmente, por lo
que consideramos que dicho esfuerzo debe ser reconocido
en su justa medida.

Al respecto este dictamen reviste una particular importan-
cia, toda vez que mediante su aprobación en este pleno se
beneficiará a los miembros de las Fuerzas Armadas Mexi-
canas con más de 35 y 40 años de servicio, quienes día a
día cumplen con sus responsabilidades, alentados por una
clara voluntad de servicio y un probado sentido de Estado.
De esta forma se reconocerá a aquellos militares que han
sacrificado su vida en defensa de los intereses del pueblo
mexicano.

Tal y como es posible apreciar, existen razones suficientes y
por demás fundamentales, por reconocer y otorgar los bene-
ficios de seguridad social. Por ello, para Acción Nacional re-
sulta imperiosa la aprobación de la reforma al artículo 27 de
la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas mexicanas,  para que los militares que por resolución
definitiva pasen a situación de retiro asciendan al grado in-
mediato únicamente para ese fin y para el cálculo del bene-
ficio económico correspondiente, considerando los años de
servicio en relación con el tiempo en el grado.

Así pues, la aprobación del presente dictamen será una for-
ma de darle su justo valor a la admirable carrera de los mi-
litares que pasan a situación de retiro y que ya han cumpli-
do su compromiso con la patria. Gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputado. Tiene el uso de la palabra el diputa-
do Mario di Costanzo Armenta, del Partido del Trabajo, pa-
ra pronunciarse en contra del presente dictamen.

El diputado Mario Alberto di Costanzo Armenta: Con
su venia, presidente. Compañeros, miren, me vengo a ma-
nifestar en contra de esta iniciativa, no por el hecho de que
no se les otorgue la mejoría a los elementos del Ejército
mexicano, sino creo que es nuevamente una de estas ac-
ciones que no llevamos a cabo de manera integral.

Lo señalo, porque es evidente que esta reforma tendrá un
impacto presupuestario. Es evidente que esto va a generar
un incremento en el pago de las jubilaciones en el Instituto
de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas.

Me pregunto, ¿alguien sabe de cuánto es este impacto?
¿Alguien sabe de cuánto es o a cuánto asciende el número
de jubilados o de pensionados en este momento por parte
de las Fuerzas Armadas, si ni siquiera sabemos el número
de elementos que conforman el Ejército mexicano, que no
sabemos muchas veces los salarios, las percepciones que
reciben los generales?

Creo que esto es un asunto nodal, porque además es bien
sabido o se nos ha dicho que todos los regímenes de pen-
siones en el país presentan problemas, el del IMSS, el del
ISSSTE, el ISSFAM, el de Pemex, bueno, estos temas han
servido para privatizar o para liquidar instituciones, como
lo fue el caso de Compañía de Luz y Fuerza, y aquí esta-
mos incrementando los costos sin tener un impacto presu-
puestario.
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Me parece que si vamos a hacer las cosas las tenemos que
hacer de manera seria y de manera profesional y sabiendo
a qué nos estamos ateniendo, cuántos más recursos va a
generar esto en el próximo Presupuesto, porque han de sa-
ber que lo que se paga a Sedena, o lo que se paga en sala-
rios al Ejército mexicano es ligeramente superior a la in-
versión física en la Comisión Federal de Electricidad. Nada
más para que vean en qué rangos andamos. Y nosotros se-
guimos presionando a los sistemas de pensiones para que
al rato digamos que está quebrado el ISSFAM, no lo vaya-
mos a querer privatizar.

Creo que ése es el sentido de esta objeción, es por lo que
me estoy manifestando en contra, porque la iniciativa no
viene acompañada de un detallado impacto presupuestario
y mucho menos cómo va a cambiar esto la curva hacia el
futuro para ver en qué momento ya entramos en un franco
déficit en el sistema pensionario. También porque a mí se
me hace ofensivo que si en el Instituto Mexicano del Se-
guro Social tenemos 2 millones de pensionados que perci-
ben menos de 2 salarios mínimos mensuales y así el IMSS
dice que está quebrado, pues ahora imagínense cómo an-
darán los rangos de las pensiones de estos generales. Y si
se sigue subiendo, al rato va a acabar con el fondo de fi-
nanciamiento de este esquema.

Por eso estoy haciendo este exhorto, para que se hagan
bien los cálculos, para que se cuente con la opinión de la
Comisión de Presupuesto y a qué costo nos estamos en-
frentando. Por eso estoy en contra, compañeros. Muchas
gracias, presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputado. Tiene el uso de la palabra el diputa-
do Juan Enrique Ibarra Pedroza, del Partido del Trabajo,
para pronunciarse en pro del presente dictamen.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza: Señoras di-
putadas y señores diputados, como han podido ustedes
apreciar en este dictamen que se nos presenta a nuestra
consideración, en la bancada del PT tenemos opiniones di-
vergentes. Eso, lejos de constituir un signo negativo es al-
go que alienta lo que debería ser el comportamiento, los
posicionamientos en todos los grupos parlamentarios.

Votar, discutir con entera libertad y respetando los diversos
puntos de vista, eso es lo que en el Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo hemos practicado desde el día de la
constitución de esta Legislatura y lo seguiremos haciendo.
El voto libre y en conciencia.

En este caso del dictamen referente a las Fuerzas Armadas,
desde que se vio el tema en comisión yo me incliné a vo-
tarlo a favor, que no ha sido el sentido de mi voto casi en
ninguno de los asuntos que se han discutido.

Ahora lo haré a favor porque estamos hablando de mejorar
las condiciones laborales, de retiro y de jubilación para
aquellos mexicanos y mexicanas que en su momento deci-
dieron o decidan abrazar la carrera militar por vocación y
como forma de vida, y es una modificación que tendrá en
beneficio para quienes han durado 30 años o más en servi-
cio de una de las instituciones que siempre gozó de hono-
rabilidad dentro del Estado mexicano.

Sin embargo, además de expresar mi voto a favor no pue-
do dejar de mencionar en qué coincido con algunas opinio-
nes de mis compañeros del Partido del Trabajo, que han
asentado en esta tribuna.

Los diputados del PT siempre hemos manifestado nuestro
desacuerdo en el uso ilegal, indebido que el gobierno de
facto de Calderón le ha dado a las Fuerzas Armadas, que
contrario a lo que dice la Constitución, les ha dado tareas
del combate a la delincuencia organizada y a la inseguridad
pública,  y por ello yo quisiera instar una vez más a la Co-
misión de la Defensa Nacional de esta Cámara, a su presi-
dente y a su mesa directiva, que además de ver dictámenes
como el que hoy vamos a ver, en un minuto más, entremos
a los temas de fondo y tenemos temas que están, y que el
presidente Ardelio los conoce bien, pendientes de dictami-
nar y por razones de tiempo sólo enunciaré dos:

Uno. Tenemos pendiente, y ésa es de todo el Estado mexi-
cano, la reforma al artículo 57 del Código de Justicia Mili-
tar, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos
obliga al Estado mexicano a que a más tardar el día de ma-
ñana, 15 de diciembre, casuísticamente 15 de diciembre,
mañana vence el término que la Corte Interamericana dio
al Estado mexicano para que los poderes Legislativo y Eje-
cutivo reformemos el artículo 57 del Código de Justicia
Militar y acotemos el fuero de guerra, y que los militares
que, al amparo de las tareas ilegales que les ha asignado
Calderón, vejen y ultrajen los derechos humanos de los
paisanos, de los civiles sean juzgados en tribunales ordina-
rios.

Alejandro Encinas y un servidor desde marzo de este año
presentamos sendas iniciativas de ley en ese sentido, y la
comisión no se ha abocado al estudio.
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El otro caso es la urgencia de que esta Cámara sea parte de
un ejercicio republicano y que los secretarios de la Defen-
sa y de la Marina acudan a esta representación a informar
del estado que guardan las secretarías a su cargo.

Que no sólo nos enteremos por las filtraciones de WikiLe-
aks todos los desvaríos del Ejército, de nuestras Fuerzas
Armadas. Que nos enteremos por el Washington Post que
la Marina recibe ejercicios y recibe adiestramiento por la
Marina y las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos.

Yo sí apelaría. Y cada vez que salga el tema de las Fuerzas
Armadas, insistiremos en la reforma al Código de Justicia
Militar y que los secretarios de la Defensa y de la Marina se-
an parte de los ejercicios republicanos de rendición de cuen-
tas y de control de este Poder Legislativo. Muchas gracias.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias a usted, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea
si se encuentra suficientemente discutido en lo general y en
lo particular.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sufi-
cientemente discutido.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por 10
minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo
particular del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161
del Reglamento para el Gobierno Interior. Ábrase el siste-
ma electrónico por 10 minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? Se en-
cuentra abierto el sistema. ¿Falta algún diputado o diputa-
da por emitir su voto? Está abierto el sistema.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: El di-
putado Ricardo Sánchez creo que tiene algún problema pa-
ra emitir su voto.  ¿Diputado Ricardo Sánchez, tiene algún
problema para emitir su voto?

De viva voz, diputado, por favor, para tomar el sentido de
su voto.

El diputado Ricardo Sánchez Gálvez (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: A favor, el diputado Sánchez Gálvez. Está abierto
el sistema, diputados.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Aún
está abierto el sistema electrónico para que puedan emitir
su voto los diputados y diputadas que aún no lo hayan he-
cho, les invitamos a hacerlo, por favor.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: Ciérrese el sistema electrónico. De viva voz:

El diputado Carlos Luis Meillón Johnston (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Cecilia Soledad Arévalo Sosa (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Alfredo Francisco Lugo Oñate (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Felipe Solís Acero (desde la curul): A favor.

La diputada Yolanda de la Torre Valdez (desde la curul):
A favor.

La Secretaria diputada María Guadalupe García Al-
manza: ¿Falta algún diputado o diputada por emitir su vo-
to?

Señor presidente, se emitieron 370 votos en pro, 2 en con-
tra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada:
Aprobado en lo general y en lo particular por 370 votos
el proyecto de decreto que reforma el artículo 27 de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas. Pasa al Ejecutivo para sus efectos
constitucionales.
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LEY DE ASCENSOS Y RECOMPENSAS 
DEL EJERCITO Y FUERZA AEREA MEXICANOS

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XII al
artículo 2 de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejér-
cito y Fuerza Aérea Mexicanos.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Par-
lamentaria, consulte la Secretaría a la asamblea, en vota-
ción económica, si se le dispensa la lectura.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se le dispensa la lectura.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pro-
yecto de decreto que adiciona la fracción XII al artículo 2
de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuer-
za Aérea Mexicanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, LXI Legislatura, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral
6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica; y 56, 87, 88 y demás
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos so-
mete a consideración de esta soberanía el presente proyec-
to de dictamen, conforme a los siguientes

Antecedentes

Con fecha 30 de abril de 2008 fue remitido a la Cámara de
Senadores del Congreso de la Unión, mediante el oficio
número DGPL 60-II-5-1702, el expediente con la minuta
proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 1 de la Ley de Ascensos y Recompensas
del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, aprobado en la
misma fecha por la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, para efectos de lo dispuesto en la fracción E del
artículo 72 constitucional.

En sesión de la Comisión Permanente celebrada con fecha
7 de mayo de 2008, mediante los oficios números DGPL-
2P2A.-5678, DGPL-2P2A.-5679 y DGPL-2P2A.-5680, se
turnó la minuta referida a las Comisiones de Defensa Na-
cional, de Equidad y Género, y de Estudios Legislativos
del Senado de la República para análisis y dictamen co-
rrespondiente.

En sesión de la Cámara de Senadores del Congreso de la
Unión celebrada el 19 de marzo de 2009 se aprobó la mi-
nuta proyecto de decreto por el que se adiciona la fracción
XII al artículo 2 de la Ley de Ascensos y Recompensas del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

Con fecha 24 de marzo de 2009, en sesión celebrada por la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión se dio
cuenta del oficio número DGPL-2P3A.-10570, expedido
por la Cámara de Senadores, con el que devuelve el expe-
diente que contiene la minuta con proyecto de decreto por
el que se adiciona la fracción XII al artículo 2 de la Ley de
Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Me-
xicanos, para efectos de lo dispuesto en la fracción E del
artículo 72 constitucional.

La Presidencia dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Co-
misión de Defensa Nacional”.

Valoración de la minuta

En la exposición de motivos, el texto de la minuta estable-
ce:

• Las comisiones unidas reconocen la importancia del
tema, así como la lucha que han emprendido las muje-
res por la igualdad de oportunidades, esfuerzos que se
han visto reflejados en varios instrumentos internacio-
nales, que han sido firmados por México y ratificados
por la Cámara de Senadores.

• Las comisiones dictaminadoras reconocen que las
Fuerzas Armadas deben estar formadas por los mejores
hombres y mujeres, que en igualdad de oportunidades
sólo los más aptos y preparados desempeñan más res-
ponsabilidades y obligaciones, designándoles un grado
inmediato superior, cubriendo las vacantes que exijan
las necesidades del servicio.

• Las comisiones unidas dictaminadoras coinciden en
que la modificación que pretende la minuta en estudio
se traduciría en una acción afirmativa hacia las mujeres.
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• Reafirmar este compromiso y garantía de igualdad
constriñe el efecto de fortalecer su moral y su sentido de
pertenencia a la institución, y con ello reforzar el diseño
de acciones, planes y programas destinados al fortaleci-
miento interno de las Fuerzas Armadas.

• La supervivencia y consolidación democrática, que
también implican propiciar una visión de género, re-
quieren instituciones sumamente especializadas, como
es el caso de las Fuerzas Armadas.

• Las comisiones unidas consideran procedente lo pro-
puesto en la minuta. Sin embargo, por cuestiones de téc-
nica legislativa se modifica la redacción, y en lugar de
adicionar un segundo párrafo al artículo 1, se adiciona
la fracción XII al artículo 2 de la Ley de Ascensos y Re-
compensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, ya
que en este artículo se definen los conceptos relativos al
citado ordenamiento.

Consideraciones

La Comisión de Defensa Nacional coincide plenamente
con los argumentos expresados por la colegisladora con re-
lación al reconocimiento de los miembros del Ejército y
Fuerza Aérea Mexicanos, ya que éstos, mujeres y hombres
por igual, han demostrado y seguirán demostrando una ver-
dadera vocación castrense, reafirmando día tras día su leal-
tad a la patria, lealtad atemporal, a pesar de las dificultades
y los riesgos que conlleva su profesión.

Sin duda, el alto espíritu de entrega, la permanente voca-
ción de servicio y la probada capacidad de sacrifico de los
integrantes del instituto armado merecen el más pleno
agradecimiento de la sociedad a que sirven.

El nuevo contexto nacional requiere adecuaciones de las
leyes, a consecuencia de las nuevas circunstancias sociales,
económicas y políticas que imperan en el país. Estamos
ciertos de que los militares estarán siempre para fortalecer
el estado de derecho en México.

Consideramos que no se deben aminorar los empeños por
enaltecer el honor del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos,
ya que el prestigio que tienen ante la sociedad de servir a
ésta sin limitaciones en los momentos más desafortunados
debe prevalecer.

Estamos de acuerdo en la necesidad de una apertura, en
cuanto a las oportunidades laborales para las mujeres en to-

dos los ámbitos, y con ello estar en sincronía con el desa-
rrollo moderno de las sociedades.

En el ámbito castrense, ejemplo de ello es el caso de la jo-
ven de origen oaxaqueño Andrea Cruz Hernández, quien el
27 de enero de 2009 se convirtió en la primera mujer pilo-
to de la Fuerza Aérea Mexicana, al realizar su vuelo inicial
en solitario.

Con lo anterior es claro que para el Ejército y Fuerza Aé-
rea Mexicanos, la reivindicación de los derechos de las
mujeres no es sólo un acto de justicia sino que ello dignifi-
ca a toda sociedad contemporánea, donde la globalización
ha dado lugar a que las actitudes y aptitudes de las perso-
nas cuenten al valorar al ser humano y no sólo su género.

La erradicación de las desigualdades por género es una
obligación de todos, de la sociedad en su conjunto. Las mu-
jeres han sido protagonistas de sus conquistas a lo largo de
la historia, ya que nada se les ha dado por concesión sino
que lo que han conseguido lo han ganado a pulso, por su
esfuerzo y convicción.

La instauración de una auténtica equidad de género en to-
dos los ámbitos, y con ello dar lugar al respeto irrestricto
de los derechos de las mujeres, es una realidad que llegó
para quedarse, para volverse un asunto de todos los días, y
precisamente con el dictamen en estudio eso se busca.

Sin embargo, esta comisión considera que es fundamental
la interpretación de la Carta Magna para la redacción de la
adición que se propone.

Lo anterior se enmarca en el hecho de que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en la
fracción XIV del artículo 73:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XIII. …

XIV. Para levantar y sostener las instituciones armadas
de la unión; a saber: Ejército, Marina de Guerra y Fuer-
za Aérea Nacionales, y para reglamentar su organiza-
ción y servicio.

XV. a XXX. …
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Por ello podemos interpretar entonces que cuando nos
referimos a las instituciones armadas de la unión, habla-
mos de las tres instituciones en conjunto.

En el mismo sentido, la fracción VI del artículo 89 de la
Carta Magna dispone:

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presi-
dente son las siguientes:

I. a V. …

VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos de
la ley respectiva, y disponer de la totalidad de la Fuerza
Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y
de la Fuerza Aérea para la seguridad interior y defensa
exterior de la federación.

VII. a XX. …

Por lo anterior estimamos que el personal de las Fuerzas
Armadas debe ser el apto e idóneo para desempeñar las de-
licadas labores que le son encomendadas a diario, indepen-
dientemente del género de sus miembros.

Debe quedar constancia de que los miembros de las Fuer-
zas Armadas son evaluados atendiendo preferentemente al
mérito, aptitud, competencia profesional y conducta militar
y civil.

En distinto orden de ideas, a lo largo de los 76 artículos la
Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aé-
rea Mexicanos, en ninguno de ellos se hace mención a las
Fuerzas Armadas Mexicanas, sino que el motivo de la ley
es regular lo concerniente a la materia de ella, en relación
con el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

Lo mismo sucede en la Ley de Ascensos de la Armada de
México, ya que en ninguno de sus 56 artículos se hace
mención de las Fuerzas Armadas Mexicanas, sino única-
mente de la Armada de México.

Así, la materia que regula la ley en comento, para lo que
concierne a la Armada de México, es precisamente la Ley
de Ascensos de la Armada de México, por lo que su dife-
renciación con el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos es
clara; verbigracia, deberá estarse a lo preceptuado en el ar-
tículo 2, fracción IV, de la Ley de Ascensos y Recompen-
sas del Ejercito y Fuerza Área Mexicanos.

Debemos tomar en cuenta que la Secretaría de Guerra y
Marina cambió su denominación por la de Secretaría de la
Defensa Nacional, según el decreto publicado el 1 de no-
viembre de 1937, y por disposición jurídica de 30 de di-
ciembre de 1939 se creó el Departamento Autónomo de
Marina Nacional, separando esas funciones de la secreta-
ría. Posteriormente, los decretos de 1939, 31 de diciembre
de 1940, 21 de diciembre de 1946, 24 de diciembre de
1958 y 29 de diciembre de 1976, que promulga la nueva
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ratifi-
can su competencia y denominación como Secretaría de la
Defensa Nacional.

Así, es clara la separación de competencias y, por ende, re-
gulación jurídica entre las Secretarías de la Defensa Nacio-
nal, y de Marina, por lo que esta comisión si bien coincide
con el fondo de la minuta, difiere en la redacción que pro-
pone la colegisladora.

Por lo expuesto y fundado, y para los efectos de lo dis-
puesto en la fracción E del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de
Defensa Nacional somete a consideración de esta sobera-
nía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XII al artícu-
lo 2 de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército
y Fuerza Aérea Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona la fracción XII al artículo 2 de
la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 2. En la presente ley se entenderá por:

I. a IX. …

X. Concursante, el militar con jerarquía hasta de ma-
yor del Ejército o de la Fuerza Aérea que sustenta exá-
menes para cubrir una vacante en el grado inmediato
superior;

XI. Participante, el militar que es evaluado con el fin de
ser propuesto para un ascenso; y

XII. Militares, son las mujeres y los hombres que legal-
mente pertenecen al Ejército y Fuerza Aérea, con un
grado de la escala jerárquica. Estarán sujetos a las obli-
gaciones y derechos que para ellos establecen la Consti-
tución, la presente ley y demás ordenamientos castrenses.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2010.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Ardelio Vargas Fosa-
do (rúbrica), presidente; Roberto Albores Gleason, Miguel Álvarez
Santamaría (rúbrica), Luis Guevara Cobos (rúbrica), Bernardo Téllez
Juárez (rúbrica), Pablo Escudero Morales (rúbrica), Armando Meza
Castro (rúbrica), secretarios; Víctor Benítez Treviño (rúbrica), Manuel
Cadena Morales, Luis Campos Villegas (rúbrica), Arturo Zamora Ji-
ménez, Rogelio Cerda Pérez (rúbrica), Jorge Franco Vargas, Rubén
Moreira Valdez (rúbrica), Francisco Moreno Merino, Heliodoro Díaz
Escárraga (rúbrica), Miguel Terrón Mendoza (rúbrica), Canek Vázquez
Góngora, Jesús Ramírez Rangel, Sixto Zetina Soto (rúbrica), Sergio
Torres Santos (rúbrica), Carlos Alberto Pérez Cuevas (rúbrica), Adria-
na Fuentes Cortés (rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica en absten-
ción), Pablo Rodríguez Regordosa, Lorena Corona Valdés (rúbrica),
Juan Ibarra Pedrosa, Carlos Torres Piña, Esthela Damián Peralta (rú-
brica), Elsa María Martínez Peña.»

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: En
consecuencia, está a discusión en lo general y en lo parti-
cular el proyecto de decreto.

Para pronunciarse en pro del presente decreto tiene la pala-
bra la diputada Lorena Corona Valdés, del Partido Verde
Ecologista de México.

La diputada Lorena Corona Valdés: Con su venia, señor
presidente. Compañeros diputados, para el Ejército y Fuer-
za Aérea mexicanos la reivindicación de los derechos de
las mujeres no es sólo un acto de justicia, sino que ello dig-
nifica a la sociedad mexicana en el contexto de globaliza-
ción en el que las personas cuentan por sus capacidades y
competencias y no sólo por su género.

En consecuencia, el dictamen que sometemos a su consi-
deración es un ejemplo de institucionalizar la equidad de
género, pues además de incidir en la construcción de una
cultura de respeto, tolerancia y no discriminación, repre-
senta una acción encaminada hacia la igualdad de oportu-
nidades entre hombres y mujeres que el nuevo contexto na-
cional hace indispensable incorporar en nuestros
ordenamientos jurídicos para adecuarlos a las nuevas cir-
cunstancias sociales, económicas y políticas que imperan
en el país.

En este sentido, los integrantes de la Comisión de la De-
fensa Nacional coincidimos en que los militares estarán
siempre para fortalecer el Estado de derecho en México,
engrandeciendo el honor del Ejército y Fuerza Aérea y en-
alteciendo su prestigio ante la sociedad mediante sus servi-
cios sin limitaciones en los momentos más desafortunados.
En estas tareas también participan las mujeres, por lo que
es congruente reconocer su labor.

Asimismo, es nuestra responsabilidad como legisladores
cerciorarnos de que en la práctica se otorguen las mismas
oportunidades de ascenso y recompensa a todos los milita-
res, sin importar su género, que integran a estas institucio-
nes, para que las cuestiones que determinen si debe o no
conferirse un ascenso sean la aprobación de los cursos, el
tiempo de servicio prestado, la antigüedad, la buena con-
ducta, la aptitud profesional y la capacidad física, y en el
caso de las recompensas sea en función a su heroísmo, ca-
pacidad profesional, servicio a la patria y demás hechos
meritorios.

De esta forma resulta inadmisible hacer distinciones que
tengan como base situaciones circunstanciales como lo son
los de género, pues sería ilógico condicionar el reconoci-
miento a los méritos debidos a esta diferencia, especial-
mente cuando estamos hablando de tareas tan loables como
las castrenses, que ameritan un alto grado de pericia y va-
lentía. En consecuencia, es evidente que deben otorgarse
los mismos derechos y obligaciones, sin importar si se tra-
ta de mujeres u hombres militares.

Asimismo, reconocemos la necesidad de otorgar las mis-
mas oportunidades en todos los ámbitos laborales para así
estar en sincronía con el desarrollo moderno de las socie-
dades y con la obligación de armonizar nuestra legislación
al contenido de los distintos instrumentos internacionales
de derechos humanos que México ha ratificado y en espe-
cial a la Convención sobre la Eliminación de todas las for-
mas de Discriminación en contra de la Mujer, ratificada ha-
ce casi 30 años, y otros instrumentos surgidos de las
conferencias mundiales sobre la mujer, de los que surge el
compromiso de incorporar de manera transversal la institu-
cionalización de la perspectiva de equidad y género.

Por lo anterior, resulta necesario redefinir el término, mili-
tares, dentro de la Ley de Ascensos y Recompensas del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. En este sentido, mili-
tares son las mujeres y los hombres que legalmente perte-
necen al Ejército y Fuerza Aérea con un grado de escala je-
rárquica y que se sujetan a las obligaciones y derechos que
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para ellos establecen la Constitución, la presente ley y de-
más ordenamientos castrenses.

Lo sustancial de esta modificación consiste en precisar y
delimitar el ámbito jurídico-militar desde una perspectiva
de género para superar actitudes discriminatorias y avanzar
hacia una verdadera equidad en este rubro.

Así, con la aprobación de esta reforma se precisa, y a su
vez reconstruye un concepto indispensable dentro del mar-
co jurídico militar, lo cual evitará actitudes que sesguen y
condicionen los méritos por cuestiones de género, prove-
yendo, por tanto, las bases para garantizar a toda persona el
pleno ejercicio de sus derechos mediante un contexto de
equidad.

Por todo lo anterior, el Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México reitera su compromiso con la justi-
cia y equidad de género, reafirmando que trabajará ardua-
mente para proveer las mismas condiciones laborales a
hombres y mujeres sin distinción alguna, para que día a día
transitemos hacia un México que de manera eficaz elimine
los tortuosos obstáculos que histórica y socialmente han si-
do impuestos y que sujetan a las mujeres a requisitos des-
proporcionales, injustos y a veces excesivos que son necesa-
rios para garantizar los derechos que constitucionalmente
ya nos corresponden.

No olvidemos que defender y promover los derechos hu-
manos es defender y promover la equidad entre hombres y
mujeres y construir la igualdad en una sociedad más justa
y democrática. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias, diputada.

Informo a los asistentes a esta asamblea que se encuentra en
este recinto el presidente municipal de Tonalá, el ciudadano
Antonio Mateos Nuño, y un grupo de artesanos del mismo
municipio. Son invitados del diputado Jorge Arana. Ellos se
encuentran en la explanada de esta honorable Cámara de Di-
putados, y una representación, aquí, en el recinto.

El diputado Emilio Serrano Jiménez (desde la curul):
Diputado presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sí,
diputado Serrano, dígame usted.

El diputado Emilio Serrano Jiménez (desde la curul):
Nada más para pedirle a usted que sea tan amable de de-
cirle a la Junta de Coordinación, ya que habló usted ahori-
ta de artesanos, que no permitan que se haga negocio con
el espacio de la Cámara de Diputados.

Los artesanos que venden y exhiben sus productos en la ex-
planada de la Cámara de Diputados son extorsionados por
vivales. No sabemos si sean diputados o los mismos líde-
res de comerciantes que les piden mil 200 pesos por insta-
larse en el patio de la Cámara de Diputados. Eso es indig-
no, es vergonzante y ojalá se termine con esta práctica.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sí,
señor diputado. Registramos su inquietud.

Tiene el uso de la palabra la diputada Adriana Fuentes Cor-
tés, del Partido Acción Nacional, para pronunciarse en pro
del dictamen.

La diputada Adriana Fuentes Cortés: Con la venia de la
Presidencia.

Es de general conocimiento que dentro de nuestra Carta
Magna se encuentran consagradas las garantías mínimas de
que deben gozar los ciudadanos mexicanos y la obligación
del Estado de velar por el respeto de las mismas como pun-
tualmente lo dispone el artículo 1o. constitucional.

Así, tocante al tema que nos ocupa, he de referir que el nu-
meral 4o. de la Constitución Política establece la igualdad
entre los varones y las mujeres. Sin embargo, se ha reque-
rido de mucho tiempo y de lucha social para lograr abrir el
camino y alcanzar paulatinamente el reconocimiento de los
derechos de la mujer y comenzar a sentar las bases en los
marcos normativos que propicien el establecimiento de la
igualdad de géneros.

El reconocimiento de los derechos de la mujer ha sido, in-
dudablemente, la participación e inclusión de este sector en
las actividades cotidianas como la academia, la investiga-
ción, la ciencia, el arte, el deporte, la cultura y el ámbito la-
boral, en donde destaca su valioso aporte y hacen a la eco-
nomía nacional.

En estas condiciones el ámbito de las funciones castrenses
no debe mantenerse al margen de la inclusión de las muje-
res, donde queda claro su desempeño óptimo, dado su en-
tereza y disciplina, sin olvidar además, que en muchos ca-
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sos estamos ante presencia de madres que, incluso, se eri-
gen en el único sostén de sus familias.

En igualdad de condiciones las mujeres pertenecientes al
Ejército y Fuerzas Armadas demuestran su vocación cas-
trense y su lealtad a la patria, son un referente obligado de
la institución, son solidarias, valientes y entregadas, dis-
puestas a defender los ideales que salvaguardan la milicia,
constituyéndose como parte fundamental y necesaria al
igual que los hombres.

Para el cumplimiento de las tareas inherentes al Ejército y
Fuerzas Armadas, como lo son el propiciar la seguridad y
salvaguardar a la soberanía en casos de desastres. Motivos
por los cuales a todas luces es justo que se haga un cabal
reconocimiento a tan loable labor, ya que de no hacerlo así
se estaría retrocediendo en la ponderación de la igualdad de
las mujeres y acceso a los derechos laborales que legítima-
mente les corresponden.

Tal y como es posible apreciar, en México se han llevado a
cabo acciones para poder lograr un estado de igualdad de
género en los distintos ámbitos del derecho, al grado, in-
cluso, que en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 se
contempla la igualdad de oportunidades.

Así pues, el dictamen que se pretende impulsar, es el de la
perspectiva de género en las fuerzas castrenses para propi-
ciar cambios culturales de profesionalización y funcionali-
dad acordes a la realidad nacional y mundial. Asimismo,
fortalecer a las instituciones militares con una mayor pre-
sencia de mujeres y propiciar la igualdad de acceso a car-
gos de mandos medios y superiores para hacer realidad un
acto de justicia para las mujeres militares en activo y en si-
tuación de retiro.

Lo vertido nos invita a aprobar el presente dictamen, toda
vez que en caso contrario quedaríamos claramente marca-
dos por dar un paso en retroceso, no sólo sobre la igualdad
de géneros sino también, en materia de derechos humanos.

Por tales razones es que el Partido Acción Nacional, acor-
de a sus principios y velando en todo momento por el re-
conocimiento de los derechos humanos, y por ende, de la
igualdad de los derechos y oportunidades de las mujeres y
varones, expresamos nuestro reconocimiento y apoyo a la
presente propuesta que no debe verse sólo en beneficio de
aquellas mujeres que se desempeñan en el ámbito militar,
sino como un reconocimiento general a todas las mujeres
de nuestra sociedad mexicana. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Gra-
cias, diputada. Informo a esta asamblea que se encuentran
de visita en esta Cámara amigos del municipio de Zum-
pango, que pertenecen a Coincides, son invitados del dipu-
tado Raúl Domínguez Rex.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se encuentra suficientemen-
te discutido en lo general y en lo particular. Los diputados
y las diputadas que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Los diputados y las diputadas que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada: Sufi-
cientemente discutido. Se pide a la Secretaría abra el siste-
ma electrónico por 5 minutos para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema elec-
trónico por 5 minutos para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular del proyecto de decreto.

(Votación)

¿Falta algún diputado por emitir su voto? Ciérrese el siste-
ma electrónico. De viva voz.

El diputado Ricardo Sánchez Gálvez (desde la curul): A
favor.

El diputado Eduardo Alonso Bailey Elizondo (desde la
curul): A favor.

La diputada Kenia López Rabadán (desde la curul): A
favor.

El diputado Roberto Gil Zuarth (desde la curul): A favor.

El diputado Héctor Fernández Aguirre (desde la curul):
A favor.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2010397



El diputado José de Jesús Zambrano Grijalva (desde la
curul): A favor.

La diputada Obdulia Magdalena Torres Abarca (desde
la curul): A favor.

El diputado César Francisco Burelo Burelo (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Cuauhtémoc Salgado Romero (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Avelino Méndez Rangel (desde la curul): A
favor.

La diputada Norma Leticia Orozco Torres (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Adriana Sarur Torre (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado José Ricardo López Pescador (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (desde la
curul): A favor.

El diputado Agustín Carlos Castilla Marroquín (desde
la curul): A favor.

El diputado Francisco Lauro Rojas San Román (desde
la curul): A favor.

El diputado Enrique Salomón Rosas Ramírez (desde la
curul): A favor.

La diputada Cristabell Zamora Cabrera (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Marcela Torres Peimbert (desde la
curul): A favor.

El diputado Mario Alberto Becerra Pocoroba (desde la
curul): A favor.

El diputado Jorge Venustiano González Ilescas (desde la
curul): A favor.

El diputado Juventino Víctor Castro y Castro (desde la
curul): A favor.

El diputado Marcos Carlos Cruz Martínez (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Luis Alejandro Guevara Cobos (desde la
curul): A favor.

El diputado Francisco Herrera Jiménez (desde la curul):
A favor.

El diputado Emiliano Velázquez Esquivel (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Rafael Rodríguez González (desde la curul):
A favor.

El diputado Gumercindo Castellanos Flores (desde la
curul): A favor.

El diputado Óscar Javier Lara Aréchiga (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado José Luis Álvarez Martínez (desde la curul):
A favor.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Señor presidente, se emitieron 387 votos a favor, 0 en con-
tra y 2 abstenciones.

El Presidente diputado Amador Monroy Estrada:
Aprobado en lo general y en lo particular por 387 vo-
tos, el proyecto de decreto que adiciona una fracción
XII al artículo 2 de la Ley de Ascensos y Recompensas
del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos. Se devuelve al
Senado para los efectos de la fracción E del artículo 72
constitucional.

Les damos la más cordial bienvenida a los amigos invita-
dos del compañero diputado Tereso Medina. Son paisanos
del estado de Coahuila y se encuentran de visita en este re-
cinto. Son ellos reconocidos dirigentes sindicales. Felici-
dades y bienvenidos.

El Secretario diputado Herón Agustín Escobar García:
Se les informa a todos los diputados que todavía va a haber
más votaciones, para que no se retiren del recinto.
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